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PresentaciónPresentaciónPresentaciónPresentaciónPresentación

Andrea Catenazzi y Aída Quintar

Con el retorno de lo político a la cuestión urbana intentamos colo-
car la mirada en los modos de construcción de la ciudad y en especial,
dar cuenta de algunos conflictos que la crisis del 2001 introdujo en el
Área Metropolitana de Buenos Aires. Fueron transformaciones que in-
terpelaron las políticas sectoriales y tecnocráticas del proyecto neolibe-
ral y resituaron de una forma distinta, las expresiones de aquello que
en términos clásicos se denomina: la cuestión urbana. La ciudad en
ese contexto, se constituyó en un recurso para la emergencia de nue-
vos actores colectivos (las asambleas barriales, los foros sociales) defi-
nidos a partir de su identificación con el territorio. En ese sentido, hay
un retorno de lo político a la cuestión urbana y decimos retorno, por-
que a lo largo de la historia, hubieron otros momentos en que actores
políticos identificaron su lucha con la inserción territorial. La lucha
por vivir en la ciudad estuvo presente en el movimiento de inquilinos
a comienzos del siglo XX o en el movimiento villero de mediados de
ese mismo siglo. Pero también con el retorno de lo político a la cues-
tión urbana queremos destacar otro modo de articular los problemas
de la ciudad, un tratamiento diferente al que se le brindó en las agen-
das públicas y académicas de estos últimos años.

Durante los noventa la privatización de los servicios públicos, el
tema del presupuesto participativo, las dinámicas inmobiliarias en el
interior de las villas o la construcción del espacio público no fueron
comprendidos como parte de la cuestión urbana sino que abonaron a
otros campos de debate. En efecto, los estudios generalmente ponían
el énfasis en el retiro del Estado, analizando las modalidades según las
cuales la sociedad (o el mercado) asumía buena parte de las funciones
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que quedaban vacantes. Pero ese tratamiento ¿hasta qué punto permi-
tió restituir la complejidad y los cambios de los nuevos escenarios
urbanos? Lo que proponemos en este trabajo es una lectura común
de esos procesos que actualice tanto la conceptualización como el
debate público de la cuestión urbana, tomando las nociones de
territorialidad y acción pública como claves para recomponer la
polifonía de la ciudad.

En esa perspectiva nos interesa investigar la naturaleza y el tipo de
relaciones que se establecen entre el Estado y la sociedad, explorando
la trama política que fueron configurando los actores y los problemas
que estuvieron en juego, en un contexto de creciente territorialización
de la acción colectiva. Los estudios que forman parte de esta publica-
ción requirieron de una búsqueda y revisión exhaustiva de nociones y
conceptos, integrando nuevos horizontes teóricos y argumentaciones
de diversos campos del conocimiento en una perspectiva sociohistóri-
ca situada1. A lo largo de la investigación construimos de modo colec-
tivo, un marco teórico metodológico –que fue a la vez punto de parti-
da y de llegada– con el fin de estudiar la particular interacción entre
dinámicas territoriales y políticas públicas manifestada en los fenóme-
nos analizados.

La noción de acción pública desarrollada a lo largo de este trabajo,
busca completar el entramado de relaciones multiactorales que, de di-
versos modos, se articulan en la construcción de las políticas públicas
desde una perspectiva diferente a la del modelo clásico basado en una
lógica que reenvía explícita o implícitamente a una organización verti-
cal del Estado y a una administración que define reglas sectoriales de
funcionamiento.

En los estudios que presentamos, decíamos que la ciudad es el
propio objeto de la disputa entre diferentes actores. Ahora bien, ¿cómo
examinar la dimensión del territorio que se dirime en esas situaciones?
Durante los últimos años, el territorio vuelve a la escena pública desde
una doble tendencia. Por un lado, aparece asociado a lo municipal, al
desarrollo local y es el referente obligado de las políticas de descentra-
lización. Al mismo tiempo, la intensificación de las relaciones y la
interdependencia entre los lugares como parte de los procesos de glo-
balización plantean el fin de los territorios por la influencia de las re-

1 Esta publicación es parte de una investigación desarrollada en el Instituto del Conurba-
no de la Universidad Nacional de General Sarmiento, entre los años 2004-2006.
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des globales. Estas reflexiones ponen en evidencia, con diversos
acentos, nuevos mecanismos de definición territorial que expresan
la necesidad de repensar los esquemas de interpretación de la ac-
ción pública, colocando al territorio como un componente clave de
los procesos de cambio.
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El trabajo que se presenta avanza sobre distintas aristas de la territo-
rialización de la acción pública en el Área Metropolitana de Buenos
Aires. Cada uno de los estudios desde un registro particular ¾selec-
cionado por su capacidad de manifestar diferentes aspectos de la ecua-
ción territorialidad –acción pública– se plantea interrogantes acerca de
esta relación, precisando las múltiples escalas y actores que intervie-
nen. Examinar en detalle cada uno de los procesos desde esa pers-
pectiva, permite identificar y analizar los entramados de intereses
que se juegan en torno a los modos de operar y a las transformacio-
nes de un territorio que al mismo tiempo, es objeto de construc-
ciones múltiples.

La perspectiva con la que abordamos esta vinculación entre territo-
rialidad y acción pública parte de una premisa inicial simple, el espa-
cio como componente multidimensional de la sociedad2. Es decir que
no consideramos a la ciudad, como suelen hacerlo otros estudios so-
bre políticas públicas, como mero reflejo o soporte de las relaciones
sociales, ni como los que explican su configuración sólo desde un
nivel físico. Ambas interpretaciones plantean relaciones entre el espa-
cio físico y el social, demasiado simples a los efectos de capturar la
variedad de movimientos implicados en la transformación de la ciu-
dad. Varios autores coinciden en la dificultad de delimitar el concepto
de espacio3 la utilización del término por parte de diferentes discipli-

2 Ver Lévy, J. y Lussault, M. (2003)
3 D. Harvey (1998) en La condición de la posmodernidad señala que la teoría social
siempre se ha concentrado con más énfasis en la categoría tiempo que en la categoría
espacio. En ese sentido los procesos sociales de cambio, modernización, revolución
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nas, el uso metafórico del mismo, las categorías filosóficas asociadas
al espacio, hacen de su definición un trabajo difícil4. En este marco y
con el propósito de armar una grilla de lectura de la dimensión espa-
cial de los fenómenos estudiados se desarrollan dos atributos claves:
la escala y la doble naturaleza, material y simbólica, del espacio.

Ahora bien, si la escala señala el tamaño como indicador de las
transformaciones espaciales, en los trabajos que presentamos no es
considerada como dato sino como un proceso activo. Frente la acrítica
división de escalas (generalmente asociadas a lo jurisdiccional: muni-
cipal, provincial, nacional) que reitera el fetichismo del espacio, se
introduce la escala a modo de categoría central con el propósito de
capturar, no sólo la definición de la escala en sí misma, sino la manera
en que los problemas se traducen entre las escalas (Smith, N. 1992).
La investigación examina cada cuestión según las escalas que se deri-
van del análisis, ubicando en el centro la relación entre ellas. A modo
de ejemplo: la concesión de los servicios de agua y cloaca ¿fue un
evento regional o nacional, local o metropolitano, o fue un evento
internacional? Podríamos asumir que fueron todos, lo cual refuerza el
reconocimiento de las diferentes escalas y la importancia de identificar
las diferencias y coincidencias entre los problemas y significados, se-
gún las diferentes escalas de un mismo evento.

Otro rasgo clave, al momento de analizar la dimensión espacial es
la tensión dinámica entre idealidad (des) y materialidad (des)5. El com-
ponente material es a la vez instituido e instituyente y constituye el
régimen de visibilidad donde lo social se cristaliza. El componente
simbólico expresa las representaciones espaciales (conocimientos, ac-
titudes, valores) que los actores se dan del espacio y que les permiten,
a la vez comprender y justificar sus posiciones y estrategias; y final-
mente, operar.

A partir de estas consideraciones, definimos el territorio como una
clase de espacio que destaca la cuestión identitaria e incorpora el análi-

(técnica, social, política) son sus preocupaciones fundamentales: "El progreso es su obje-
to teórico, y el tiempo histórico, su dimensión fundamental. Sin duda, el progreso
entraña la conquista del espacio, pero en la noción misma del progreso está implícita la
reducción del espacio a una categoría contingente".
4 Para un desarrollo de esta problemática ver Catenazzi, A. (2005)
5 Varios autores coinciden en marcar que la definición del espacio mediante sus dimensio-
nes materiales e ideales expresa un punto de inflexión en el pensamiento geográfico. Ver
Di Méo, G. (1996).
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sis de las ideologías, de las memorias, de los símbolos, atributos que
constituyen el plus valor del territorio con relación al espacio. En la
perspectiva del territorio como forma de apropiación, la idea de apropia-
ción exclusiva de un espacio por un individuo o un grupo es una
condición esencial de su naturaleza territorial (Sack, R.; 1980). Guy Di
Méo (2000) agrega que “el territorio testimonia una apropiación a la
vez, económica, ideológica y política (social entonces) del espacio
por parte de grupos que se dan una representación particular de
ellos mismos, de su historia y de su singularidad”. En este sentido,
se enfatiza la naturaleza intencional, el carácter voluntario de la crea-
ción del territorio.

Esta definición de territorio requiere analizar su proceso de consti-
tución y remite al clásico trabajo de Claude Raffestin (1986), que suma
la noción de territorialidad a la grilla de lectura de la dimensión espa-
cial. El autor reconoce en cada territorialidad una reproducción especí-
fica, y por lo tanto, la existencia de “una”, opuesta a las “otras”. La
territorialidad entonces, es el proceso de articulación y de integración
de las diferentes escalas que forman los territorios y redes de pertenen-
cia, alrededor de los cuales se inscriben las estrategias identitarias de
los seres humanos.

Analizar en este marco la territorialidad de la acción pública supone
una particular interacción Estado-sociedad, en la que convergen dife-
rentes perspectivas asociadas con las ciencias políticas y sociales.6 In-
volucra, entonces, no sólo las acciones gubernamentales en el marco
del Estado-nación sino también la acción colectiva territorializada en
las prácticas y movimientos sociales en torno a una diversidad de de-
mandas. En esa línea, cabe destacar que reaparecen en la agenda acadé-
mica nacional de los últimos años, el barrio y los asentamientos po-
pulares como expresión de un proceso de inscripción territorial de las
clases populares (Merklen, D., 2000), y también como el espacio na-
tural de la acción y organización colectiva (Svampa, M. y Pereyra, 2003).

6 En esa nueva orientación de análisis de la acción pública, el papel del Estado presenta
diferencias respecto a los primeros estudios de políticas públicas, realizados a partir de
finales de la II Guerra Mundial, en el marco de una generalización de las intervenciones
públicas que dieran lugar al Estado de Bienestar. Según Estanislao de Kostka Fernández
(2007:1) hasta finales del siglo XIX la función del Estado se limitaba a mecanismos
impositivos y de seguridad y recién en el siglo XX es cuando se produce "la primera gran
formulación de políticas estatales encaminadas a satisfacer las demandas determinados
sectores sociales."
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La acción pública desde múltiples territorialidades

La reformulación en la década de 1970 del papel de la intervención
estatal en la definición de políticas públicas así como la tendencia a
incorporar en su formulación una mayor participación ciudadana sue-
le ser vinculada al debilitamiento de la capacidad de gobierno del Esta-
do-nación, debido a la creciente complejidad de las demandas sociales
planteadas por una sociedad globalizada, y a la consecuente crisis del
modelo de representación política que deriva de dicha situación.

En los últimos años, muchos gobiernos y también sectores de la
llamada sociedad civil comenzaron a ensayar nuevas prácticas buscan-
do redefinir el signo de la intervención pública con miras a un mayor
pluralismo en el ejercicio del gobierno. El objetivo de estas experien-
cias, en tanto modalidad de acción pública, es la de configurar un
proceso de gobierno y gestión abierto a la multiplicidad de actores,
intereses y prácticas sociales. Se trata de prácticas también inducidas
por los cambios en la organización territorial que acompañan el desa-
rrollo del contexto globalizado transformando los lugares y niveles de
la acción política.

Dematteis y Governa (2005:34) señalan que la “combinación de la
desterritorialización y reterritorialización selectiva, implícita a la globa-
lización económica (Harvey, 1988), provoca el inicio de lo que Bren-
ner (1999) llama “procesos de re-scaling”, esto es, de reorganización,
rearticulación y redefinición de la escala territorial implicada en las
transformaciones y de los relativos al nivel del gobierno. La compleji-
dad del espacio de la interacción social y económica aparece, de este
modo, estrechamente unida al debilitamiento de la centralidad y capa-
cidad del gobierno del Estado-nación, a la emergencia de los niveles y
de las formas supra e infra-nacionales de organización territorial y a la
multiplicación de las subdivisiones territoriales, de los lugares de las
políticas y de los participantes (Vanier, 1999).

Las nuevas orientaciones de la acción pública han sido denomina-
das en cierta literatura europea reciente como acciones de “governance
o gobernanza” territorial urbana. De acuerdo a ella, la gobernanza con-
figura una forma y una modalidad específica de organización de la
acción colectiva que se basa en la construcción de asociaciones y coa-
liciones de actores públicos y privados orientados a resolver un obje-
tivo específico, definido conjuntamente. En estas nuevas formas de
gobierno y gestión territorial el papel del agente gubernamental sufre
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un desplazamiento de su rol propiamente decisional y regulativo hacia
uno, que sin perder su especificidad se asume como un actor más,
acompañando las interacciones que una pluralidad despliega en el te-
rritorio. Governa (2002) plantea que se estaría dando una tendencia a
la territorialización de la acción colectiva, entendiendo al territorio como
un espacio transformado por la acción de una determinada sociedad
pero que al mismo tiempo representa su condición de reproducibili-
dad como medio y objeto de trabajo, de producción, de intercambios
o de cooperación.

Patrick Le Gales (1998) plantea que “la cuestión de la gobernanza
sugiere la comprensión de la articulación de los diferentes modos de
regulación de un territorio, a la vez en términos de integración política
y social y en términos de capacidad de acción”7. En tal sentido, el
desafío para estas nuevas orientaciones de la acción pública es cons-
truir consensos en torno a la agregación de demandas en una sociedad
crecientemente heterogénea y compleja. A su vez, las diferencias que
enfrenta la gobernanza en los ámbitos locales específicos (institucio-
nes, asociaciones, etc.) plantea algunas cuestiones respecto a la distri-
bución de las competencias y poderes con el gobierno central, hacien-
do necesaria una continua y “progresiva reflexión de los instrumentos
y de la forma de intervención del agente publico” (Dematteis y Gover-
na, 2005:40). En esa línea ya había planteado Francesca Governa (2002)
que si bien existe gran consenso en la literatura acerca de considerar a
la governance territorial como la capacidad de integrar y dar forma a
los intereses locales, ello no implica ausencia de posibles desacuerdos
o que las diferentes lógicas de los actores (organizaciones y grupos
sociales) influya en los matices que asume esa acción pública en el
territorio.

De hecho, la trama institucional conformada por las interacciones
entre el gobierno y los actores que constituyen la sociedad civil local,
está atravesada por intereses corporativos y voluntades altruistas que
en la resolución de sus tensiones van marcando las orientaciones que
puede ir asumiendo la gobernanza territorial en los diversos contextos
situacionales. En el desarrollo de este trabajo, esta noción de gober-
nanza territorial ha sido específicamente aplicada a formas de interven-
ción multiactoral en las que se registran procesos de construcción de

7 Le Gales, P. (1998) citado en Ruano de la Fuente, José Manuel (2002) La gobernanza
como forma de acción publica y como concepto analítico.
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consensos y aprendizaje colectivo en las decisiones de políticas urba-
nas como es el caso del Presupuesto Participativo8.

Repensando el Área Metropolitana de Buenos Aires a partir de
la crisis argentina de 2001

Los procesos analizados en esta obra se sitúan en el período poste-
rior a la crisis institucional de diciembre de 20019. El territorio metro-
politano en medio de una trama de desestabilización de las referencias
conocidas, fue al mismo tiempo, escenario y reproductor de la crisis; y
en ese sentido, se convirtió en el espacio privilegiado para analizar los
modos de articulación entre Estado y sociedad, y en ese proceso, rede-
finir los alcances de la acción pública.

Asumiendo, como planteábamos desde el inicio las incertidum-
bres de un marco teórico y metodológico en desarrollo, el trabajo pre-
senta la selección de una serie de problemas y procesos que dan cuenta
de nuevas territorialidades de la acción pública. La concesión de los
servicios públicos, el mercado inmobiliario informal y el espacio pú-
blico en las villas expresan la emergencia de nuevas aristas de la cues-
tión urbana, son temas que no tenían una individualización como pro-
blema y que eran tratados como parte de políticas sectoriales, en parti-
cular la política de vivienda. El trabajo sobre presupuesto participati-
vo, y la inclusión de los planes y proyectos urbanos en las primeras
décadas del siglo XX, apoyan sus análisis sobre un tipo de interven-
ción pública que coloca como actores en la ciudad a quienes antes no
lo eran, y por lo tanto, asoman como modos de reformular lo público
en el territorio.

(a) El estudio de la privatización de los servicios urbanos se centra
en el proceso de concesión de las redes de agua y cloaca (1993-2006)
en territorios de alta vulnerabilidad sanitaria, ubicados en la Cuenca
del Río Reconquista en el conurbano bonaerense. El objetivo es iden-
tificar y analizar las nuevas asociaciones territoriales desplegadas para
alcanzar el acceso universal a las redes de agua y cloaca. El trabajo

8 Ejemplo de esta modalidad de acción pública ha sido la innovación gestada en la
experiencia brasileña del Presupuesto Participativo, que se desarrolla a finales de la déca-
da de 1980 en la ciudad de Porto Alegre, en el estado de Rio Grande do Sul.
9 El trabajo Notas sobre la geografía ampliada de los años veinte en Buenos Aires se sitúa
en las primeras décadas del siglo pasado, iluminando a modo de referencia histórica, las
miradas sobre la ciudad y la cuestión urbana en la Argentina.
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estudia dos modos de articular la demanda social: la gestión participa-
tiva institucionalizada en programas y las movilizaciones generadas
alrededor del derecho al agua. El análisis intenta desentrañar la capaci-
dad de acción que se reconstruye en ambas modalidades, examinando
los mecanismos de articulación / fragmentación del conflicto en torno
al acceso universal a las redes.

(b) En cuanto al análisis del mercado inmobiliario informal en la
Ciudad de Buenos Aires se analizan los conflictos por el acceso a la
ciudad, comprendiendo dos tipos de disputa por el territorio. En princi-
pio, la localización de los lugares donde es posible habitar en la
ciudad, que remiten al concepto de segregación, concepto que es
revisado críticamente. En segundo lugar, el conflicto por el territo-
rio en el interior de cada barrio, en este caso las “villas” (asenta-
mientos informales), donde los distintos actores disputan la apro-
piación y el uso del espacio. Finalmente, los vínculos que estable-
cen con los vecinos y las organizaciones con el Estado repercuten
en las relaciones de poder respecto al territorio acotado del barrio y
al de toda la ciudad.

(c) El proceso de construcción y uso de espacios públicos ¾con-
ceptualizados como espacios comunes¾ se analiza en términos de arre-
glos territoriales, en los cuales intervienen distintos actores con capa-
cidades diferenciales de poder sobre la producción, organización, apro-
piación y uso de dichos espacios. Específicamente, analizando el caso
de la villa La Cava (partido de San Isidro, zona norte del Gran Bue-
nos Aires) se traza una primera articulación de los modos en que se
construyen y disputan los espacios comunes, focalizando el proce-
so de lucha por el derecho a la tierra y a la vivienda, en la cual se
incorpora la cuestión del acceso a los espacios comunes como una
demanda ciudadana.

(d) El trabajo referido al presupuesto participativo en la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires pretende ser un aporte al debate acerca de
la articulación entre territorialidad y acción pública en la ciudad desde
la noción de “gobernanza territorial”. El eje de este análisis se centra en
el proceso conjunto de discusión y toma de decisión que llevan ade-
lante los actores (públicos, privados y sociales) de la ciudad en rela-
ción a las prioridades en la ejecución de la parcela del presupuesto
municipal referido a la obra pública. Interesa explorar la experiencia
que desarrollan los vecinos participantes en forma colectiva en torno a
la posibilidad de construir consensos alrededor de demandas comu-
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nes a nivel barrial, vinculando problemáticas barriales con demandas a
“escala ciudad”. A partir del modelo de gobernanza territorial y urbana
que brinda la experiencia brasileña del Presupuesto Participativo, se
examina la modalidad que asume este proceso en la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires a partir del 2002.

(e) El estudio sobre el escenario de la ciudad de Buenos Aires en las
primeras décadas del siglo veinte, propone revisitar la idea de plan en
el marco de las políticas de intervención municipal, cuando una geo-
grafía ampliada de nuevos actores sociales participando como “ciuda-
danos” desde el sufragio universal se construía conjuntamente con los
nuevos barrios. En este periodo, las demandas de vecinos que muta-
ban a ciudadanos resonaban en los ámbitos del concejo deliberante
bregando por la reforma urbana. Las miradas del municipalismo y del
urbanismo, que construyeron la ciudad como un objeto de interven-
ción integral, condensaban parte de las múltiples representaciones so-
bre el espacio y la sociedad que se dirimían en esos años.

Durante el desarrollo de estos estudios, la utilización de la ecuación
territorialidad-acción pública intentó captar la complejidad de los pro-
cesos analizados. En los distintos usos que adoptó según los casos,
permitió construir nuevas escalas con las cuales analizar la ciudad como
totalidad metropolitana y también la diversidad de partes de la misma
ciudad. De igual forma, revisar las articulaciones entre las escalas, como
un proceso situado y activo en el que se desarrollan confrontaciones y
alianzas que las mantienen en permanente actualización.

Frente a los estudios que presentan la privatización de los servicios
urbanos como un cambio estructural, la territorialidad de la acción
pública como dispositivo analítico permite identificar entramados de
intereses situados en diferentes planos. En el caso de la concesión de
los servicios de agua y cloaca, la cuestión del acceso universal a las
redes se manifiesta en un conjunto de conflictos que diferenciamos en
tres planos espacio-temporales: (a) la cuenca, (b) los municipios y (c)
los barrios, en los que se articulan diferentes lógicas de actuación en
torno a las redes: la lógica de la rentabilidad de la empresa concesiona-
ria (Aguas Argentinas S. A.), las lógicas políticas donde las redes per-
miten construir legitimidad, y las lógicas sociales en torno al acceso y
consumo de los servicios de agua y cloaca. El trabajo presenta el pro-
ceso de agregación desde las demandas barriales hasta las demandas
por el derecho al agua. Una preocupación que se traduce en revisar las
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escalas de la concesión y las reglas a través de las cuales los conflictos
derivados de la concesión reconstruyeron las escalas.

El estudio del mercado informal en las villas de la Ciudad de Bue-
nos Aires, muestra, mediante la clasificación “formal” e “informal”, una
construcción política de la territorialidad para dar cuenta de zonas con
estatus y derechos diferentes; la primera hegemónica, la otra subordi-
nada. A su vez, dentro del territorio de la informalidad, categorizado
bajo una misma etiqueta, encontramos situaciones diversas. Aquellos
que ocuparon primero el territorio de las villas y se consideran a sí
mismos “propietarios”, otros a quienes sus posibilidades los colocan
en una situación de “inquilinos”, existiendo además la posibilidad de
compartir una vivienda, recibirla u otorgarla en préstamo, etc. Los ac-
tores construyen una legalidad alternativa que interpela la normativa
estatal, las prácticas y las miradas de los otros actores en la ciudad,
remitiendo a la necesidad de pensar estos fragmentos en relación a la
ciudad en su conjunto. Los procesos del mercado inmobiliario infor-
mal modifican una supuesta territorialidad homogénea de lo que se
llama “informal” y expresa una disputa por el espacio urbano tanto
dentro de las villas, como con el resto de la ciudad.

La construcción de territorialidad / territorialidades en torno a los
espacios comunes en la villa La Cava, nos permite reflexionar no sólo
sobre esos espacios como escenarios de representaciones, discursos y
prácticas de pertenencia sino también inscribirlos en una discusión
más amplia, de la villa y del reconocimiento social y político de ésta
como parte de la ciudad. Toda interpretación del proceso de construc-
ción de los espacios comunes como problema resulta inacabada si no
interpela las diferentes escalas: de la cotidianidad de la villa, del alcance
local del municipio, de la inscripción barrial de las asambleas, y a su
vez, mediatizados por los planes estatales de intervención en este tipo
de barrios, los territorios de la provincia de Buenos Aires y de la na-
ción. Por otro lado, los alcances de la acción pública aparecen asocia-
dos, en el caso de los espacios comunes en la villa, a la incorporación
del vecino en tanto ciudadano, dando cuenta de la combinación de
viejas y nuevas modalidades de decisión frente a la cuestión del acceso
a la ciudad. Si bien el entramado de intereses analizado plantea márge-
nes acotados a la participación efectiva de estos vecinos, esta limita-
ción no supone un repliegue en sus demandas y acciones. Antes bien,
pueden reconocerse intentos por generar y acceder a escenarios de de-
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bate dentro y fuera de la villa para resituar la articulación de actores en
torno a las decisiones de acción pública sobre la villa.

La implementación del proceso de presupuesto participativo en la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires permite dar cuenta de nuevos mar-
cos territoriales emergentes en el desarrollo de la acción pública a par-
tir del proceso de descentralización. Este proceso se enmarca en el
proyecto de desconcentración administrativa y descentralización polí-
tica en Comunas, planteado en la Constitución de 1996. Este proceso
es implementado por los 16 Centros de Gestión y Participación (CGP)
en que se desconcentra el gobierno de la ciudad a fines de los noventa.
A partir de la crisis del 2001, estos CGP impulsan con diversas inten-
sidades la participación de la ciudadanía en la construcción de una
acción conjunta con el gobierno central. Sin embargo, aún no puede
hablarse de una nueva territorialidad asociada al presupuesto partici-
pativo ya que las instancias de los CGP podrían entenderse más como
una propuesta que una concreción del cambio en la modalidad tradi-
cional de gestión y política existente. Es recién en una tercera etapa,
con la constitución e institucionalización de las Comunas en la Ciu-
dad de Buenos Aires y la implementación de una efectiva descentraliza-
ción política que podría esperarse la emergencia de nuevas articulacio-
nes entre territorio y acción pública.

La inclusión del artículo sobre la geografía ampliada de la Ciudad
en los años veinte, tiene el propósito de explorar la fertilidad teórica de
la relación entre territorialidad y acción pública, más allá del contexto
histórico de surgimiento. De hecho, el alcance de esta relación se gesta
al calor de transformaciones conceptuales que intentan dar cuenta
de fenómenos recientes vinculándola con lo que –en sentido am-
plio– podríamos denominar “procesos globalizados”. En tal senti-
do, tomando como objeto de estudio: la relación entre la expan-
sión de la ciudad, la emergencia de nuevas demandas sociales y la
constitución del urbanismo como campo del saber; la presentación
del dispositivo analítico territorio-acción pública permite introdu-
cir alternativas o nuevas ópticas a las interpretaciones tradicionales.
Así, la acción pública puede ser interpretada como un hecho social
o como un instrumento conceptual generalizable a toda sociedad y
en toda época

El recorrido planteado en este trabajo intenta aportar al debate so-
bre la cuestión urbana iluminando articulaciones que el dispositivo
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analítico territorialidad-acción pública permite desentrañar, en el con-
texto de nuevas modalidades de intervención política que están sur-
giendo en la ciudad.
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Andrea C. Catenazzi

Si alcanzar la universalidad de los servicios públicos es una meta
incuestionable, su concreción es el resultado de una historia de con-
tradicciones y un campo activo de experiencias para darles respuestas.

Los servicios de agua y cloaca son el fruto de largas negociaciones
y las redes técnicas que los proveen, el testimonio del lugar que la
universalización del servicio ocupa en la agenda pública.

Ante el cambio de un sistema de gestión centrado en el Estado a
otro centrado en una empresa privada, el trabajo se interroga sobre los
mecanismos con que la concesión actualizó el compromiso de una
prestación universal. Para dar respuesta, se estudian las redes técnicas
–como entidad material y política– desplegadas sobre un territorio
metropolitano caracterizado por la desigualdad en la distribución de
los servicios de agua11.

10 Este artículo forma parte del trabajo de tesis de doctorado de la autora: “Universalidad
y Privatización de las redes de agua y cloaca en el Área Metropolitana de Buenos Aires”,
bajo la dirección de G. Schneier Madenes. Université de la Sorbonne Nouvelle. París III.
IHEAL.
11 La tesis de la fragmentación por las redes sostenida por Graham y Marvin (2001), y su
precisión en el contexto de una ciudad cuyo proceso de expansión de las redes aún no ha
acabado, tal como lo plantea Coutard (2002) en su programa “Fragmentation urbaine et
réseaux: regards croisés Nord-Sud” son antecedentes ineludibles al momento de analizar
el caso de Buenos Aires. Más particularmente, el agua como cuestión urbana es una
problemática profusamente estudiada en el marco del grupo de trabajo “rés-EAU-ville”
dirigido por Schneier-Madanes.
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En la década del 90, la culminación de un proceso de reforma y
ajuste del Estado sin precedentes impuso la privatización de las em-
presas de servicios públicos, apuntando a las últimas expresiones de
lo que se entendía como Estado Social. Sin embargo, para el caso del
agua, la concesión mantuvo un diseño fundamentado en la provisión
universal, privilegiando la cobertura por encima de la obtención de
recursos. En efecto, algunas particularidades derivadas de pertenecer al
último ciclo de privatizaciones12 marcaron su inicio y en este caso, el
Estado dejó de lado uno de sus principales propósitos, al resignar los
recursos derivados del pago de un canon. En cambio, se planteó lo-
grar una cobertura universal, objetivo explicitado al momento de adoptar
la modalidad gratuita de la mayor concesión unitaria del servicio de
agua y cloaca a nivel mundial (el área de concesión contaba con una
población de 9 millones de habitantes).

El Plan de Mejora y Expansión del Servicio, objeto del contrato de
concesión (mayo 1993), mostraba en cada plan quinquenal cómo los
territorios no servidos irían dejando paso a una ciudad metropolitana
integrada por la red. Sin embargo, el fracaso de este proceso en térmi-
nos de sus objetivos y la re estatización de la empresa (marzo 2006)
abren serios interrogantes acerca de los alcances de este programa
privatizador.

Ahora bien, si el objetivo de una prestación universal –en términos
de acceso a las redes y asequibilidad económica– se mantuvo durante
la concesión, cabe preguntarse cómo fue implementado. Más aún, cuan-
do esa premisa se mantiene lejos de ser alcanzada. La contracara es la
configuración de un Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) cada
vez más fragmentada, donde las redes de agua y cloaca contribuyen a
crear territorios divididos, entre conectados y no conectados, donde
tanto el Estado como el mercado desarrollan estrategias segmentadas.

Tomando como referencia los estudios que presentan la concesión
como un cambio estructural en cuanto a los impactos en la concentra-
ción y extranjerización de la economía argentina13, este trabajo analiza

12 El proceso de privatizaciones en la Argentina tiene una relación cambiante con la
política de estabilidad económica y las políticas de reformas del Estado. Al iniciarse el
proceso (1989-1992), las privatizaciones fueron más una herramienta macroeconómica
para estabilizar la economía. En la última etapa (1992-1993), al cobrar fuerza la estabi-
lidad y declinar las urgencias financieras del sector público, las autoridades pudieron
atender a objetivos diferentes a los puramente macroeconómicos. Gerchunoff, P. y
Canovas, G. (1995)
13 Ver Azpiazu, D. y Forcinito, K. (2002)
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cómo se traduce ese cambio en el conurbano bonaerense. Las redes
técnicas condicionan el tipo de asociación entre los actores, y en ese
sentido, analizar la territorialidad de las redes tiene el propósito de
mostrar una     doble lectura sobre la concesión, desde las nuevas asocia-
ciones territoriales que la concesión despliega en el territorio y desde
los problemas que el territorio le plantea a la concesión.

Los cambios que acompañaron la reciente concesión de Aguas Ar-
gentinas S. A. se examinan, estudiando en detalle un área que presen-
taba similares situaciones de vulnerabilidad sanitaria urbana al mo-
mento de la concesión. El mismo recorte territorial se analiza según
tres planos: como parte de la cuenca baja del Río Reconquista, uno de
los ríos más contaminados de la región; como perteneciente a los
municipios: General San Martín, San Fernando y Tigre; y como ba-
rrios que, a pesar de estar incluidos tardíamente en los planes de ex-
pansión de la empresa, fueron provistos por la red como resultado de
nuevos modos de articular la demanda. El análisis se centra en las
situaciones sanitarias más críticas por su incidencia –como territorios
objeto de conflicto– en la identificación y especificación de los meca-
nismos de asociación territorial que se derivan de la concesión.

En una primera parte, se presenta el nuevo arreglo institucional que
plantea la concesión para alcanzar la prestación universal de los servi-
cios. En una segunda parte, se analizan las demandas en torno a las
redes de agua según tres planos: ambiental, municipal y barrial. Por
último, se especifica la relación entre universalidad y concesión en una
doble inscripción de los mecanismos de acceso a las redes: entre las
lógicas de las particularidades y los procesos de generalización de la
demanda. Dicho de otro modo, desde las acciones institucionalizadas
en intervenciones focalizadas mediante el Modelo Participativo de Ges-
tión, hasta las acciones autogestionarias, a través de los foros de muni-
cipios y las movilizaciones generadas alrededor del derecho al agua.

La concesión del agua, un nuevo arreglo institucional

En Argentina a principios del siglo XX, el modelo social del
agua, es decir una prestación estatal y universal, fue un elemento
clave en la formación del Estado Nación. La garantía del acceso a
determinados servicios públicos formaba parte de un conjunto de
dispositivos de integración social y representaba sobre todo el valor
de un programa político, más allá de su efectiva prestación.
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La historia de las redes de agua y cloaca tiene como protagonista a
la empresa Obras Sanitarias de la Nación (OSN) que instituyó una
lógica de provisión espacialmente homogénea y técnicamente estanda-
rizada en todo el territorio nacional. Este modelo social del agua man-
tuvo vigencia como tal, pero había mostrado serias dificultades en al-
canzar sus objetivos desde los años 50. Sobre un territorio de al-
cance metropolitano, a partir de la década del 8014, la concesión se
presentó como la opción para lograr lo que la empresa pública no
había alcanzado15.

Hacia fines de la década del 80, la Ley de Reforma Administrativa
(1989) declaraba en estado de emergencia, la prestación de los servi-
cios públicos. Si bien el Estado se valió de una serie de consideracio-
nes acerca de la necesidad de una mayor eficiencia e inversión para
justificar el programa privatizador, la ampliación de la cobertura16 y en
consecuencia, la población sin redes, fue la razón invocada para apo-
yar la gestión privada del agua. Ligado a ello, la cuestión ambiental fue
otro eje que justificó la concesión, de manera incipiente al inicio pero
con más fuerza durante los 13 años de vigencia. Ambos términos:
población sin redes que al poco tiempo se tradujo en pobres; y ambien-
te fueron recurrentemente usados por diferentes actores cada vez que
fue necesario considerar la oportunidad de ciertos cambios. Esa ecua-
ción fue empleada por distintas voces del gobierno nacional –en con-
sonancia con los organismos multilaterales de crédito– tanto al inicio,
para sumar consenso al momento de la concesión; como años des-
pués, para estatizar la empresa. Las mismas expresiones fueron esgri-
midas por la concesionaria para renegociar el contrato original (1997-

14 Varios autores coinciden en afirmar que durante la última dictadura militar (1976-
1983), se sientan las bases de lo que sería un nuevo régimen social de acumulación. En el
caso de OSN, el decreto 258/80 PEN inicia la transferencia de los servicios sanitarios a los
niveles provinciales.
15 Al momento de la concesión, según los datos del Censo Nacional de Población y
Vivienda (CNPV) del año 1991, el porcentaje de población del área provista por OSN a
través de la red pública de agua corriente era del 73,01 y por red pública de desagües
cloacales era de 55,72 (porcentaje que disminuye considerablemente si excluimos la
Ciudad de Buenos Aires que tiene una provisión casi total).
16 La empresa concesionaria debía cumplir con un contrato que garantizaba, al finalizar el
plazo de la concesión (30 años), el cumplimiento de dos objetivos principales: la co-
nexión de la totalidad de los habitantes a las redes de agua, el 95% a las redes de desagüe
cloacal, y el tratamiento primario y secundario de los desagües cloacales del 95% de la
población servida (Anexo I Pliego de Bases y Condiciones).
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1999). Ahora bien, si lo que estuvo en juego requierió ser presentado
de igual modo para ser reconocido como legítimo, es necesario desen-
trañar los diferentes sentidos otorgados y sus resultados en los territo-
rios donde pobreza y degradación ambiental configuran las situacio-
nes más críticas.

La concesión dio lugar a un nuevo arreglo institucional, mediante
la definición de diferentes organismos y funciones –la autoridad de
aplicación (el concedente), el ente regulador y la empresa concesiona-
ria– que especificaron sus lógicas de actuación en el proceso mismo
de la concesión aunque no lo hicieron en el vacío. Por el contrario, las
formas existentes de operar se fueron acomodando a este nuevo entra-
mado con más adaptaciones que resistencias.

Una novedad fue la separación entre las funciones de regulación y
las operativas de suministro del servicio, que antes habían sido
desarrolladas conjuntamente por OSN. Su correlato fue la creación
de dos organizaciones diferentes para operar con las redes. Por un
lado, la empresa concesionaria Aguas Argentinas S. A. (AASA), un
conglomerado económico de capital extranjero (Suez-Lyonnaise des
Eaux) y local. Por otro, el ente regulador Ente Tripartito de Obras y
Servicios Sanitarios (ETOSS) que incluyó en su directorio, un lu-
gar para las particularidades de las tres jurisdicciones que operaban
en la concesión: Nación, Provincia de Buenos Aires y Ciudad de
Buenos Aires.

Sin embargo, la herencia de la empresa nacional OSN tuvo su ex-
presión en la intervención activa y directa del Poder Ejecutivo Nacio-
nal (PEN) durante todo el proceso, aun cuando la red concesionada
tenía sólo alcance metropolitano. El uso reiterado de decretos del PEN
y la acción continua y privilegiada de la autoridad de aplicación (una
agencia de nivel nacional que fue variando durante la concesión) mar-
caron una continuidad en la centralización del proceso de toma de
decisiones.

Las categorías de usuario y el cliente del servicio formaron parte de
este modelo, favoreciendo la emergencia de identidades asociadas a
posiciones diferenciadas en el mercado, aspecto que no debe subesti-
marse en una economía que había adoptado un sesgo cada vez más
excluyente. Su reconocimiento vino de la mano de la Constitución
Nacional reformada en el año 1994, que incorporó dentro de los dere-
chos de tercera generación, los derechos de los consumidores y usuarios a
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la calidad y eficiencia de los servicios públicos, así como a la participa-
ción en los organismos de control de dichos servicios.

Se configura entonces desde el inicio, un nuevo mapa de actores
estatales, privados y sociales que en el devenir de la concesión se en-
trelazan con quienes tradicionalmente habían protagonizado la gestión
de las redes.

Ahora bien, para desentrañar cómo se traduce el objetivo de la pres-
tación universal en las decisiones tomadas, el recorte territorial que se
presenta a continuación, especifica tres cuestiones relevantes –en tér-
minos de entramados de intereses y de lo que está en juego– que ca-
racterizaron la concesión17:

(a) La condición ambiental de los pobres y su relación con las si-
tuaciones más críticas de vulnerabilidad sanitaria urbana, en tanto no
fue considerada explícitamente al momento de la concesión pero fue el
fundamento de las recurrentes renegociaciones contractuales que ca-
racterizaron su desarrollo.

(b) El doble proceso de fragmentación y concentración de las deci-
siones. Los incumplimientos respecto de las metas establecidas en el
contrato de concesión se manifestaron en conflictos fragmentados en
múltiples espacios locales que tuvieron como principal referente el
municipio. Frente a ello, la concentración del escenario de su resolu-
ción del que participó la empresa y segmentos del Poder Ejecutivo
Nacional, con expreso desplazamiento del ente regulador. La fragmen-
tación del problema se reveló en una pluralidad de conflictos: entre
organizaciones barriales representando a las familias sin servicio; entre
las asociaciones de consumidores y el ente regulador; entre munici-
pios por un porcentaje de inversión de la empresa; entre el ente regu-
lador y la autoridad de aplicación.

(c) La estrategia de segmentación de la cobertura. Por una parte, la
empresa incorporó la extensión de las redes en las áreas de oportuni-
dad constituyéndose en la productora privilegiada del suelo urbano.
Por otra parte, interpeló al Estado aislando la cuestión de los pobres
sin redes como un problema de la agenda social. Una definición de la
cuestión que dejó por fuera los incumplimientos con respecto a las
inversiones18 y el casi nulo aporte de recursos propios19.
17 Ver Catenazzi, A. (2004); y Catenazzi, A. y Da Representaçao (2004).
18 De acuerdo al estudio realizado por Epszteyn, E. y Gaggero, J. (1999); la empresa había
incumplido el 63,5% del monto comprometido de inversión correspondiente al primer
quinquenio.
19 Ver Azpiazu, D. y Forcinito, K. (2004).
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Las decisiones tomadas por AASA y expresadas en los Planes Quin-
quenales se implementaron en el conurbano bonaerense, donde las
redes de agua y cloaca habían consolidado espacios fragmentados. En
este marco, las prioridades de extensión de las redes requirieron ser
negociadas. Seguir el flujo de estas decisiones20 hasta su concreción en
el territorio es el objetivo de la segunda parte.

La territorialidad de las redes en la Cuenca baja del Río
Reconquista

La demanda social en torno al acceso a la red se estudia en situacio-
nes de alta criticidad ambiental21, porque fueron éstas sobre las que se
argumentó la necesidad de las sucesivas modificaciones del contrato
de concesión. Tienen en común pertenecer a la cuenca del Río Recon-
quista. Se trata de un recorte territorial que no se centra en la pobreza
sino en la vulnerabilidad sanitaria derivada de la falta de extensión de
las redes.

Las asociaciones desplegadas en el territorio para obtener agua
de red, se presentan según tres planos significativos: el recurso hí-
drico, el municipio y el barrio. En primer lugar, las relaciones entre
acceso a la red y cuestión ambiental resultado de un incipiente tra-
tamiento integral de la cuenca. En segundo lugar, las agendas loca-
les (municipales) como arena política donde se expresan los pro-
blemas derivados tanto de las reformas dirimidas en el ámbito fe-
deral, como de las familias sin agua. En tercer lugar, los habitantes,
sus organizaciones y estrategias, en tanto atraviesan los modos de
articulación de la demanda de red.

20 Ver Latour, B. 2008. El análisis se inscribe en teoría del actor-red. Las contribuciones
más relevantes también pueden encontrarse en el sitio web “the Actor Network Resour-
ce”, mantenido por John LAW.
21 Los instrumentos de análisis utilizados para la selección de los territorios, fueron en
primer lugar estadístico-cartográficos. Se parte de la investigación desarrollada por
Kullock D., Catenazzi, A. y Guzzo, A. (1996) con base en datos del censo 1991. El índice
de Vulnerabilidad Sanitaria Urbana (VSU), permite categorizar el riesgo sanitario de
quienes no acceden a las redes. A su vez, se cruzó la información de los estados más
críticos de VSU con las situaciones más tardías respecto a la incorporación a la red según
los distintos planes quinquenales de AASA. A partir este primer conjunto, se trabajó
mediante entrevistas semi estructuradas en la cuenca del río Reconquista, localización
que enfrenta a similares riesgos de inundaciones y ascenso de las napas.
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Sin red en la cuenca baja del Río Reconquista

La cuenca del Reconquista define un territorio donde las caracterís-
ticas del ciclo del agua delimitan problemas y actores. Es un territorio
que agrupa intereses en términos de “aguas arriba” o “aguas abajo” y en
consecuencia, pone en contacto organizaciones ambientales y barria-
les, vinculadas por los efectos de la contaminación y las inundaciones
derivadas de pertenecer a la cuenca.

La calidad ambiental de la cuenca sufre el deterioro causado por las
descargas de efluentes no tratados, que provienen de las fábricas y del
uso doméstico (aproximadamente 12000 industrias y cuatro millones
de personas, más del 30 % de la población del Área Metropolitana de
Buenos Aires22), a los que se les suman residuos de sustancias de uso
agropecuario y domiciliarios. La combinación de esos contaminantes
y el caudal reducido hacen que exceda la capacidad de dilución y de
autodepuración del río. A la vez, el efecto combinado por la escasa
pendiente, los vientos y las lluvias crean las condiciones para las peo-
res inundaciones. En particular, en la cuenca baja es donde se localizan
los territorios más densamente poblados y el sector donde operó la
concesión. Aquí, las redes técnicas se imponen como solución porque
resultan muy difíciles de sustituir por alternativas individuales (pozo
de agua o pozo séptico) cuando se trata de territorios inundables o con
las napas fuertemente contaminadas.

La cuestión ambiental en la agenda del gobierno nacional se incor-
pora bajo la figura de nuevos derechos ambientales de todos los habi-
tantes consagrados en la Constitución Nacional23. El paradigma del
desarrollo sustentable, aplicado en diversos organismos internaciona-
les desde mediados de los años 70, se convertía en un discurso válido
22 La cuenca se extiende más allá del AMBA e incide en 18 municipios de la Región
Metropolitana de Buenos Aires. La cuenca alta (General Rodríguez, Luján, Marcos paz y
General Las Heras) forma parte de la RMBA. La cuenca media (José C. Paz, Moreno,
Merlo, San Miguel, Hurlingham, Ituzaingó, Tres de Febrero y Morón) y la cuenca baja
(Malvinas Argentinas, Tigre, San Fernando, General San Martín, San Isidro y Vicente
López) forman parte de los municipios del Gran Buenos Aires. El área de concesión AASA
abarca sólo parte de la cuenca baja del Río Reconquista.
23 La Constitución Nacional (1994) incorpora los principales criterios que debe seguir el
Estado en materia ambiental, estableciéndose una nueva relación entre la Nación y las
Provincia (art 41). En este nuevo marco, la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sus-
tentable de la administración nacional tiene un rol crucial en el control de la calidad
de agua, de la contaminación de los vertidos a fuentes receptoras incluidos en el
contrato de la concesión. Esta secretaría tuvo una participación destacada al mo-
mento de la renegociación.
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para justificar la inclusión de los temas urbanos. Al mismo tiempo, las
agencias multilaterales de crédito orientaron sus planteos y financia-
mientos entre aquellas iniciativas y proyectos que incluyeran una pre-
ocupación ambiental entre sus objetivos.

Para la concesión, el desarrollo sustentable implicó sumar una se-
rie de requisitos a los planes de expansión original. De modo tal, que
una mayor preocupación por los impactos ambientales de la conce-
sión fue un argumento válido para la empresa AASA al momento de
realizar cambios y en ese sentido, fue incluida en la renegociación con-
tractual (1997-1999). Esta renegociación constituye un hito en tanto
permitió un incremento de las tarifas, y se introdujeron modificacio-
nes regulatorias que tendieron a garantizarle un casi nulo riesgo em-
presario. En ese marco, se reemplaza el Plan de Cloacas original por el
“Plan de Saneamiento Integral” que incluye la cuenca del Río Recon-
quista con el objetivo de recuperar su uso recreativo.

La cuestión ambiental instituyó la Cuenca del Reconquista, como
un nuevo territorio de la acción pública. En ese mismo plano, el fenó-
meno de elevación de napas indicó que existía un cambio marcado en
el balance hídrico de la cuenca. Las causas fueron objeto de disputa
entre los diferentes actores. Si bien, en todos los ámbitos se reconoció
que eran múltiples los factores que influyeron concurrentemente para
explicar el fenómeno, en algunos aspectos la responsabilidad recayó
directamente en el accionar de la empresa.

En particular, el acelerado abandono de una gran cantidad de pozos
de explotación para la provisión de agua subterránea y el cambio de la
fuente de provisión por agua superficial del Río de la Plata sin el acom-
pañamiento de la adecuada ampliación de las redes cloacales. De modo
tal que el agua importada desde el río ingresaba al subsuelo a través de
los pozos sépticos (”ciegos” o “negros”), contribuyendo no sólo a la
recarga excesiva de la napa freática y su rápido ascenso, sino también al
aumento de su contaminación con aguas servidas. Entre los proble-
mas relacionados, motivo de variadas protestas vecinales, se sumó la
saturación de los mencionados pozos sépticos, inundaciones de sóta-
nos y la propagación de enfermedades transportadas por el agua con-
taminada. Otro conjunto de razones se encontraban por fuera del ac-
cionar de la empresa. Tales como, la elevación de la napa freática debi-
do al aumento de la precipitación media, y la disminución del consu-
mo de agua industrial por el cierre de fábricas, en un comienzo de
creciente desindustrialización.
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El ascenso de las napas definió un territorio con problemas comu-
nes y planteó la oportunidad de trabajar en forma asociada con otros
municipios que se enfrentaban a situaciones similares, en tanto no
existía la posibilidad de una solución individual. La gestión ambiental
de cuencas implicó asociaciones entre municipios completamente di-
ferentes y una actualización de la gestión sectorial de las redes (que
había mantenido el contrato de concesión) en términos de una gestión
integral. Estos procesos llevaron a una creciente necesidad de territo-
rializar las metas, en tanto cada vez resultaba más insuficiente asegurar
sólo un porcentaje y se hacía ineludible especificar dónde, cuándo y
cómo se harían las obras.

La red en la agenda de los municipios de General San Martín, San
Fernando y Tigre

Los municipios remiten a un territorio en términos políticos y ju-
risdiccionales. La urbanización y las redes en particular, seleccionan
algunos áreas de los municipios y los ponen en relación con los re-
querimientos del sistema tecnológico de la red (Offner, J. 2000). Asi-
mismo, las redes son controladas desde la política y se expresan en
alianzas entre municipios o municipios que disputan entre sí por au-
mentar la cobertura de las redes en cada jurisdicción municipal.

Los territorios analizados pertenecen a municipios que forman par-
te de una aglomeración conformada por un centro, la ciudad de Bue-
nos Aires, que concentra la mayor calidad urbana y un conurbano
predominantemente poco cubierto por los servicios en red que perte-
nece a la Provincia de Buenos Aires. Esta situación tiene su correlato
institucional, en tanto existe una coincidencia entre jurisdicción y ciu-
dad central pero no la hay entre jurisdicción y conurbano bonaerense.
De tal forma, que los procesos que se determinan en el ámbito metro-
politano total están condicionados por los alcances y las limitaciones
del mapa institucional que los contiene24.

24 Muy brevemente, la Argentina está organizada bajo la forma federal con tres
niveles de gobierno: el nacional o federal, el provincial y el municipal. Las unidades
político-administrativas que forman el AMBA pertenecen a sistemas estatales de
diferente nivel o grado. Los municipios del Conurbano Bonaerense forman parte de
la Provincia de Buenos Aires. El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a partir de
1996 es autónoma. Sobre las implicancias de este contexto institucional en el AMBA
ver Escolar, M. y Pirez, P. 2001.
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La clásica alteridad centro / periferia suma conflictividad a la dispu-
ta por el acceso a las redes, y se manifiesta mediante alianzas circuns-
tanciales que encuentran al conjunto de los municipios metropolita-
nos asociados contra la Ciudad de Buenos Aires, al momento de nego-
ciar las prioridades de las inversiones para extender las redes. A modo
de ejemplo, las negociaciones alrededor de la aplicación del cargo SUMA
(Servicio Universal y Mejora Ambiental)25 son reveladoras de cómo se
expresa el territorio de la política en torno al acceso a las redes. Su
implementación fue demorada por una medida judicial aplicada por
pedido del Defensor del Pueblo de la Nación, quien interpuso el recur-
so por considerar que constituía el cobro de una especie de impuesto
por parte de una empresa privada. Sin embargo, un funcionario muni-
cipal plantea la cuestión en los siguientes términos: “la infortunada
intervención del Defensor del Pueblo (…) nosotros le decíamos el defensor
de la Capital Federal”. Todos los funcionarios municipales entrevista-
dos señalan que este episodio desencadenó alianzas entre los munici-
pios que alcanzaron la forma del Foro de Municipios del Conurba-
no26. El clivaje “porteños vs bonaerenses” permitió una asociación en-
tre municipios que paradójicamente vieron en el Defensor del Pueblo
de la Nación al representante de los intereses capitalinos y a la empresa
AASA como quien expresaba mejor los intereses del conjunto de los
municipios.

A la vez cada municipio desarrolla su particular modo de “hacer
política”, con relación a la empresa concesionaria y con las organiza-
ciones sociales en los territorios sin agua ni cloaca. En primer lugar,
un rasgo común es la división del problema según la solución posible
y una segmentación entre quienes pueden pagar la red y quienes no
pueden hacerlo. Las denominadas secretarías de obras públicas para
los primeros y las de desarrollo social para los segundos.

Esta segmentación tiene estrategias de acción diferenciadas según la
prioridad de la cuestión sanitaria en la agenda de cada gobierno muni-
cipal. El municipio General San Martín –entre el “deber ser” y una
acción débil–, se propuso desautorizar todas aquellas soluciones que
implicaran modificar la obligación contractual de la empresa de exten-
der las cloacas, aunque sin considerar las diferentes urgencias de los

25 Se trata de una de las modificaciones derivadas del la renegociación del contrato
original realizadas en el período 1997-1999, mediante el Decreto PEN 1167-97.
26 El Foro tuvo una actuación destacada en la Audiencia Pública (2000) convocada por el
ETOSS a propósito de la presentación del Segundo Plan Quinquenal.



36 ANDREA C. CATENAZZI

futuros usuarios, quienes se dirigieron directamente a la empresa o
buscaron respuesta en el nivel provincial. La estrategia del municipio
Tigre fue bien diferente y en afinidad con la empresa, allí se partió de
clasificar la demanda según la capacidad de pago, descartando desde el
inicio a quienes no podían pagar, al momento de relacionarse con la
empresa. En el municipio San Fernando, la existencia de un proyecto
propio anterior a la concesión, se manifestó en un estilo de negociador
tanto con la empresa (al aprovechar la ubicación de una planta depura-
dora en su territorio) como con las organizaciones sociales (al definir
los barrios que tendrían prioridad en el acceso a la red).

Los tres casos mencionan que si bien el municipio no es el único
actor de la política local, concentra en buena medida las contradiccio-
nes entre las lógicas funcionales de las redes técnicas y las lógicas po-
líticas de representación del territorio. En este marco, los municipios
construyeron un compromiso –también contradictorio– entre los prin-
cipios económicos que organizaban la concesión y las exigencias de
gobernabilidad, a través de nuevas respuestas a los requerimientos que
esos principios generaban.

El territorio de la cotidianeidad: la demanda de red en los barrios
Villa Hidalgo, San Jorge y El Arco

La demanda por la extensión de la red implicó en todos los casos
algún nivel de organización de base territorial, aunque con sensibles
diferencias de acuerdo con la experiencia asociativa.El modo de orga-
nizar la demanda en el caso de organizaciones constituidas para mejo-
rar el barrio –tradicionales protagonistas de la auto construcción del
conurbano bonaerense–, es bien distinto respecto de aquellas que fue-
ron promovidas ad hoc por la concesionaria frente a la exigencia de
explicitar el compromiso con la extensión de la red y en consecuencia,
su obligación de pago.

El conjunto de los barrios analizados fueron en su origen ocupaciones
de hecho, donde los hogares desarrollaron prácticas asociativas como par-
te de un proceso de reconocimiento social y político en tanto vecinos del
municipio, siendo la reivindicación por las redes de agua y desagüe cloa-

27 Se trata de un largo proceso que incluye la obtención de red eléctrica, agua potable y,
más adelante, pavimento y cloacas (Ver entre otros trabajos, Pirez, P. y Novaro, M.
1993).
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cal una instancia de ese proceso, independiente, paralela o comple-
mentaria, según el caso, al de regularización dominial de las tierras27.

Ahora bien, los territorios analizados tienen ciertos rasgos comu-
nes, quienes los habitan requieren tener agua sin más dilaciones. La
trayectoria recoge el intento fracasado de las soluciones individuales y
por lo tanto, sólo les resta obtener agua de un sistema de red. En esta
cotidianeidad, la concesión es un proceso lejano, un referente débil al
momento de articular las demandas. Son situaciones en las que cobra
relevancia la necesidad vital de tener agua potable, lo que se dirime en
términos de acceder o no a la red. Para quienes obtuvieron agua des-
pués de la concesión, ésta es identificada como un cambio positivo
mientras que para quienes no tenían agua y después tampoco la tuvie-
ron, la concesión es irrelevante.

El barrio San Jorge logra acceder a la red a través de la mediación de
una organización no gubernamental que intercede ante el municipio y
la concesionaria. En Villa Hidalgo, la organización social desarrolla
una alianza con la concesionaria y la Provincia de Buenos Aires. El
Arco accede a la red formando parte de una de las experiencias del
Modelo Participativo de Gestión (MPG).

Cuando la demanda forma parte de la agenda del municipio surge
un acuerdo de cooperación entre los dirigentes barriales y los funcio-
narios municipales para gestionar la red ante la empresa. En este caso
la demanda se entrelaza en un entramado de intereses complejo donde
se mezclan la experiencia de la organización social y la representación,
en tanto procesos que facilitan la posibilidad de ser “elegidos” y en
consecuencia, establecer una relación prioritaria con la empresa avala-
da por el municipio. Por el contrario, si la demanda social no es con-
siderada por el municipio, el reclamo barrial se procesa directamente
ante la empresa y ambos se unen en el reclamo ante el municipio.

La empresa AASA reconoce tempranamente la importancia de
identificar interlocutores en el barrio. Hacia 1999, crea el Área de
Desarrollo de la Comunidad donde se diseña el Sistema de Agua
Consensuado (antecedente del MPG). Su implementación implicó
la elaboración de una tipología de barrios susceptibles de interven-
ción, en los que la empresa debía solucionar problemas dominia-
les como requisito para incluirlos como clientes. En estos casos, la
concesionaria asumió un papel paradójico, pues se unió a las orga-
nizaciones y los vecinos en sus demandas de regularización dominial
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frente al municipio. En este punto, las demandas de los barrios popu-
lares y de la empresa convergieron, pues mientras el vecino adquiría la
regularización de su dominio, la empresa podía ingresarlo en una rela-
ción de cliente formal.

En síntesis, cada uno de los planos presentados permite distinguir
diferentes asociaciones territoriales que orientaron la expansión de las
redes técnicas durante la concesión. Nuevos territorios de la gestión
pública, como la gestión integral de cuencas y nuevas arenas de la
política local, configuran una ventana de oportunidad para las organi-
zaciones barriales en la lucha por el acceso a los servicios básicos.

La universalidad de las redes: entre el derecho al agua y las
demandas particulares de acceso a la red

Hacia diciembre de 2001, nuestro país atravesaba el complejo emer-
gente de una crisis que involucraba el deterioro político del gobierno y
la escasa representatividad de los partidos políticos y sindicatos tradi-
cionales; combinado con la agudización de un proceso económico
recesivo. En respuesta, se suceden las protestas de movimientos de
trabajadores desocupados (piqueteros), los saqueos a supermercados
y comercios, a los que se sumaron las manifestaciones espontáneas de
los sectores medios y medios bajos urbanos (“cacerolazos”) (Quintar,
A. y Calello, T. 2003). Su máxima expresión se sintetiza en el lema
“que se vayan todos”, que expresa el abismo creciente entre los intere-
ses de los ciudadanos y los representantes, también la muy baja estima
a los políticos y a la institución política. Los municipios fueron la caja
de resonancia de la crisis.

En este contexto, la Ley de Emergencia Pública y Reforma del Régi-
men Cambiario (2002), dispuso el fin de la convertibilidad e incluyó
para la renegociación de los contratos de concesión, una serie de crite-
rios básicos sobre los cuales debían reestructurarse las revisiones28.
Este cambio fue la antesala de la estatización. Sobre los múltiples con-
flictos derivados de la crisis institucional y política, interesa desentra-
ñar dos mecanismos de articulación de la demanda –las institucionali-

28 Entre ellos, el impacto de las tarifas en la competitividad de la economía y en la
distribución de los ingresos; la calidad de los servicios y los planes de inversión; el interés
de los usuarios y la accesibilidad de los servicios; la seguridad de los sistemas comprome-
tidos y la rentabilidad de las empresas. A estos criterios se sumó el fin de la dolarización
y las indexaciones tarifarias por la inflación de los EE.UU.
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zadas mediante el Modelo Participativo de Gestión (MPG) y las auto-
gestionarias mediante los foros sociales del agua– con el propósito de
develar los modos de articulación / fragmentación de los conflictos en
torno al acceso a las redes de agua.

Las acciones institucionalizadas se cristalizaron en intervenciones
directas de la empresa concesionaria en el territorio, a través del MPG.
Una iniciativa que reforzó el rol del municipio como principal interlo-
cutor y al mismo tiempo introdujo el protagonismo de la empresa
concesionaria como articulador de las demandas sociales. Las accio-
nes autogestionarias, es decir las movilizaciones generadas alrededor
del derecho al agua y por la recuperación de las empresas privatizadas,
surgieron en el marco de las asambleas barriales incluyendo a otros
actores.

En la primera de ellas, la asociación tiene un fin preciso y acota-
do: conseguir el agua en tanto habitantes de un sector del munici-
pio y en este marco, la demanda se orienta a constituirse en un
barrio “elegible”. En la segunda, un mayor interés por articular la
demanda con situaciones similares, mediante la asociación con otras
organizaciones.

Las experiencias del Modelo Participativo de Gestión (MPG)

Las experiencias de asociación que se materializan en el MPG, con-
tinúan un tipo de prácticas ya existentes y en ese sentido, el programa
expresa la habilidad de la concesionaria para adaptarse, continuando
prácticas similares a las desarrolladas por el Estado, en el marco de la
focalización de las políticas sociales.

AASA diseña el MPG desarrollando una metodología de acción con-
junta con los municipios, el ente regulador y la comunidad. Los mu-
nicipios seleccionan y lideran los proyectos, acompañan a la pobla-
ción en el proceso de integración y aportan maquinarias para la obra.
AASA asegura la factibilidad técnica, aporta los materiales, supervisa
los trabajos y brinda capacitación a los vecinos. Los vecinos aportan
su mano de obra en la extensión de las redes y posteriormente, se
comprometen con aquello que deben pagar. El ETOSS asumió un rol
cada vez más relevante como responsable del proyecto. Estas experien-
cias denominadas de partenariado, siguen la matriz de los planes de
asistencia focalizados y las nuevas modalidades de participación que
caracterizaron la década de los noventa. Ambos dispositivos aparecie-
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ron en el debate público como alternativas a las formas tradicionales
de hacer política.

En efecto, la descentralización y la focalización de las políticas so-
ciales establecieron al territorio como ámbito privilegiado de la acción
estatal. Una convergencia compleja de la cual interesa resaltar, el doble
proceso de retirada y penetración del Estado, como dos aspectos mu-
tuamente determinados (Catenazzi, A. y Filc, J., 2001). Por un lado, se
produce la llamada “retirada” del Estado, al dejar de producir y proveer
servicios públicos. Al mismo tiempo, con la penetración del Estado
mediante la focalización de las políticas asistenciales se contribuyó al
aislamiento de aquellos barrios en los que el mercado no entraba por-
que no tenía demanda efectiva a la cual responder. Los planes focaliza-
dos dieron lugar a articulaciones donde los referentes de las organiza-
ciones barriales se constituyeron en mediadores centrales entre la po-
blación objetivo de la asistencia y el Estado. El MPG disociado del
conjunto de la concesión y bajo el lema de la “responsabilidad social
empresaria” se inscribe en la misma trama, liderado por la concesiona-
ria y basado en la solidaridad entre vecinos pobres junto con un Esta-
do socio, en las figuras del municipio y el ente regulador.

Las movilizaciones alrededor del derecho al agua

Al margen de las acciones institucionalizadas en el marco del MPG,
surgieron otras formas públicas de asociación29 que expresaron mo-
dos de construcción y expresión de las demandas de agua, más rela-
cionadas con los impactos ambientales. Si las demandas de carácter
barrial, fueron definidas en espacios acotados y/o atravesadas por ma-
trices de políticas focalizadas; las protestas en estos casos estuvieron
vinculadas con el reclamo por el derecho humano al agua y la cuestión
ambiental.

Sobre esta trama de acciones colectivas de protesta, los trabajos de
Schneier-Madanes, G. (2001; 2004) centrados en los conflictos del
agua en Buenos Aires, dan cuenta del reconocimiento progresivo de

29 El trabajo Schuster, F. (2005) sobre la acción colectiva de protesta desarrolla una serie
de preguntas referidas a la normalización (demandas orientadas prioritariamente a obte-
ner una respuesta estatal), la fragmentación (definida como singularización de las deman-
das con alta localización, poca continuidad temporal y escasa fortaleza identitaria) y el
carácter crecientemente cívico de las protestas, que resultaron útiles al momento de
analizar las demandas en torno al acceso universal a las redes de agua.
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una territorialidad del agua diferente a la barrial. La emergencia de ac-
tores desconocidos en el escenario de la provisión de los servicios: en
especial las federaciones de usuarios y las organizaciones “ambienta-
listas” que tuvieron sus orígenes en este período, comporta dos ideas
indisociables: por una parte, una nueva concepción del agua y por otra
parte, una nueva visión del servicio público.

En ese contexto, el reclamo por el agua se inscribió en el rechazo
por los servicios privatizados en un contexto de emergencia de movi-
mientos asamblearios con formas de organización muy abiertas, que
reivindicaron fundamentalmente la autonomía respecto del poder po-
lítico30. Las organizaciones de usuarios y el movimiento piquetero co-
incidieron en la trama de estos reclamos.

Al mismo tiempo, las demandas por el derecho al agua encontra-
ron un ámbito de articulación en las reivindicaciones ambientales. Las
propuestas resumieron un nuevo programa de lucha por el agua: cues-
tionar el control corporativo del agua, proteger este bien como un
recurso natural compartido y un derecho disponible para todos, y for-
talecer los sistemas de agua controlados por las comunidades.

Las movilizaciones por el derecho al agua coincidieron en los recla-
mos contra la gestión privada del agua y adoptaron un perfil favorable
a la re estatización de la empresa.

Elementos para una conclusión: la universalidad de las redes un
campo de disputa entre territorios y escalas de las demandas

La concesión de los servicios de agua se impuso en la región lati-
noamericana –aunque con diversos ritmos y profundidad–, en un con-
texto de legitimidad del discurso privatizador, en clave política y eco-
nómica. Buena parte de las características que sostuvieron al servicio
público en su origen fueron cuestionadas, específicamente la creencia
en el Estado-operador como única vía para garantizar la universalidad
de los servicios.

30 Una serie de eventos regionales, la “guerra del agua” en Cochabamba (2000), el plebis-
cito constitucional de Uruguay (2004)) imprimieron al reclamo una clave latinoamerica-
na. En la Argentina, las luchas por el agua tuvieron su expresión en un conjunto hetero-
géneo que atravesó al país. En la Provincia de Buenos Aires, los graves incumplimientos
de la empresa Azurix S. A. dieron lugar al proceso de re estatización (2002). En la
Provincia de Santa Fe, la experiencia de la Asamblea Provincial por el Derecho al Agua
(2002), fue un acontecimiento de alta relevancia.
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En la Argentina, los cambios estuvieron fuertemente articulados a
la difusión de ideas y doctrinas neoliberales que plantearon la refunda-
ción del rol del Estado en las políticas públicas. La influencia del neo-
liberalismo en sus recomendaciones de privatización, estuvo acompa-
ñada por un tipo de intervención estatal focalizada y asistencialista que
caracterizó las políticas sociales de los 90. Las políticas de descentrali-
zación y focalización instituyeron a lo local como ámbito privilegiado
de la acción pública. Una ecuación que desplazó del escenario de la
crisis a la cuestión urbana que como tal, no encontró lugar en la agen-
da del gobierno nacional.

Los cambios en los mecanismos de acceso a las redes operados a
partir de la concesión de agua en el Área Metropolitana de Buenos
Aires, son emergentes del lugar que la universalidad, como principio
organizador de las políticas públicas, ocupaba en la agenda pública.....
En efecto, la construcción de esta nueva institucionalidad, implicó re-
visitar algunos de los principios que impulsaron el anterior modelo
de prestación del agua, en especial los relacionados no tanto al objeti-
vo (a todas luces incuestionable) sino a cómo lograr una prestación
universal.

Al desentrañar las demandas de acceso a la red, los territorios del
recurso hídrico (la cuenca), de la política (los municipios) y de la co-
tidianeidad (los barrios) despliegan sus propias reglas, instituciones e
intereses. Frente a los estudios que presentan a la concesión como un
cambio estructural (en el nivel “macro”), la territorialidad de las redes
detalla una serie de entramados de intereses situados en diferentes pla-
nos espacio-temporales, en los cuales se procesa y se pacta transitoria-
mente, el compromiso de una prestación universal.

El ascenso de las napas define un nuevo territorio objeto de la de-
manda; el clivaje “poteños vs bonaerenses” procesa de manera tradi-
cional nuevos conflictos derivados de la concesión. Son situaciones
en las que la territorialidad opera como un recurso dinámico de los
actores y a la vez, es reveladora de las recomposiciones territoriales
derivadas de la concesión. Las demandas se articulan en diferentes es-
calas (crean nuevas escalas) y en consecuencia, redefinen lo que está en
juego en cada una de ellas y las reglas a través de las cuales, los conflic-
tos derivados de la concesión reconstruyen las escalas.

Si el inicio de la concesión se dirimió entre pocos, su desarrollo
implicó necesariamente la presencia de otros actores que     dieron cuen-
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ta de las particularidades del territorio. . . . . En el proceso de agregación, las
demandas por acceder al agua van disputando otras escalas y la misma
escala de la asociación es parte de una estrategia de lucha. La concesión
de los servicios de agua y cloaca ¿fue un evento regional o nacional,
local o metropolitano, o fue un evento internacional? Podríamos asu-
mir que fueron todos, lo cual refuerza el reconocimiento de las dife-
rentes escalas en juego y de las divergencias y coincidencias entre los
problemas y significados según las escalas de la concesión.

Al respecto mencionamos dos modalidades de articulación, aque-
llas que contribuyeron al aislamiento de las demandas y las que favo-
recieron su generalización. Ambas modalidades se combinan en un
doble movimiento, a la vez descendente, desde la totalidad de la con-
cesión hacia cada barrio mediante el “modelo participativo de gestión”,
y ascendente, los “foros sociales” que articulan una demanda que se
origina en movilizaciones más ligadas al derecho y la cuestión am-
biental. Entre ellas el “foro de los municipios del conurbano” como
escala intermedia de articulación de intereses.

Esta cartografía muestra modalidades de articulación de las deman-
das de red, en las que se identifican figuras para la acción pública igual-
mente relevantes: de un lado, cada situación local requiere un tipo de
construcción política caracterizada por la singularidad; y por otro, una
figura que puede pensarse como complemento: la acción desterritoria-
lizada o más bien reterritorializada, que conecta a las distintas situacio-
nes locales en la perspectiva de movimientos colectivos más amplios y
universales.
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María Cristina Cravino

En el análisis de las ciudades aún perviven abordajes que la expli-
can como meros soportes físicos de la actividad humana, a la vez que
ciertos estudios de los procesos sociales se despegan acríticamente del
espacio urbano. En algún sentido, esta desterritorialización implica
una despolitización de la cuestión urbana, mientras que las corrientes
fisicalistas pierden de vista la perspectiva socio-histórica. Recientemente,
hubo avances en la perspectiva relacional, para comprender las vincu-
laciones entre los procesos territoriales y la acción pública. En sintonía
con este último enfoque, se intentará analizar algunos procesos socia-
les de las villas de la Ciudad de Buenos Aires.

Se parte de conceptos multidimensionales como territorialidad y
de esta forma, se apuesta a pensar integralmente ciudad y sujetos, o, en
otras palabras, territorio y entramados de actores/agentes. Para esto, el
trabajo se centra en el concepto de territorialidad barrial de las villas
como una construcción social y se focalizará en la disputa por el terri-
torio implicado. Para ello se necesita establecer qué tipo de barrios son
estos asentamientos31 a fin de comprender la relación entre éstos y la

31 Para indagar acerca de los conflictos por el territorio en las villas de la Ciudad de Buenos
Aires, me planteé tomar casos que permitieran generalizaciones. Por esta razón escogí
tres villas, entre las más pobladas de la Ciudad de Buenos Aires. Se utilizaron, por un lado,
técnicas cuantitativas (encuestas) y por otro se desplegó una mirada en profundidad,
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ciudad. La cuestión de la escala con la que se miran los procesos es
una decisión metodológica, pero fundamentalmente teórica, porque
su definición tiene consecuencias para dilucidar su capacidad explica-
tiva o comprehensiva.

En la construcción de los conflictos por el espacio urbano dentro
de las villas y en relación con el entorno, intervienen tanto las acciones
propias de los habitantes de estos barrios, como las mediaciones, prác-
ticas y discursos estatales (entre los que se dan confluencias, negocia-
ciones y disputas), e inclusive las de actores o sectores que se desen-
vuelven en otros espacios de la ciudad (¿legal?). Todo esto configura
una territorialidad y una acción pública particular, que remite a repre-
sentaciones y usos del espacio que categorizan a los barrios en la ciu-
dad y los valorizan diferenciadamente.

La “cuestión villera” interpela no sólo a conflictos sociales, sino a
las modalidades de gestión urbana y, en consecuencia, la gobernanza
de la ciudad, procesos y prácticas que se busca analizar en conjunto.
Entonces, en la configuración del status de ciudad “formal” e “infor-
mal”, el Estado es un actor central aunque no el único. Por ejemplo,
conviven infraestructuras “informales” con “formales”, en otras las “in-
formales” son formalizadas por el Estado, en otras sucede el proceso
inverso, así como también el Estado suele entregar materiales de cons-
trucción en una estrategia de autogestión del hábitat, etc. De esta for-
ma, se debe analizar la territorialidad del barrio teniendo en cuenta la
complejidad de actores y acciones dentro de las villas, pero en el mar-
co de su relación con la ciudad en conjunto.

La propuesta es, entonces, comprender la relación ciudad y villas, a
partir de un análisis de la territorialidad del mercado inmobiliario ex-
tralegal, la espacialidad barrial de las redes sociales y la interfase de
vinculación entre los pobladores de las villas y las diferentes agencias
estatales, a la luz de la acción pública, a partir de las intervenciones del
Estado en estos barrios.

rescatando y reconstruyendo los puntos de vista de los sujetos, para lo que desarrollé un
trabajo de campo intensivo por medio de entrevistas, historias de vida y observación
participante. Este trabajo retoma y amplía algunos tópicos trabajados para la tesis de
doctorado “Mercado inmobiliario informal, regularización dominial-urbana y propiedad
en el espacio barrial de las villas de la Ciudad de Buenos. Una mirada socio-antropológi-
ca”. El trabajo de campo fue realizado desde comienzos del año 2004 y hasta finales del
2006. Agradezco al Lincoln Institute of Land Policy por el apoyo recibido a través de una
beca para realizar el doctorado. Por otro lado quiero agradecer la lectura crítica del
capítulo que realizó generosamente Clarisa Bettatis.
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La secuencia     del presente capítulo es la siguiente: en primer lugar,
en una escala que toma el conjunto de la ciudad se debatirá la proble-
mática relación entre las concepciones teóricas que establecen la dico-
tomía formalidad-informalidad y la categorización práctica equivalen-
te; indagándose si las teorías acerca de la segregación son superadoras
de dicha taxonomía. En segundo lugar, en la escala del espacio barrial,
se analizará el fenómeno del surgimiento y funcionamiento del merca-
do inmobiliario extralegal en las villas de la ciudad. En tercer lugar, en
una escala que se redefine constantemente y donde se articulan la ciu-
dad o región metropolitana y el espacio barrial, se indagará la cons-
trucción de un sistema de significaciones y prácticas en torno a la regu-
larización dominial en dichas villas. Por ultimo, se presentarán algu-
nas consideraciones finales.

En la escala de la ciudad: tensiones a partir de las categorías
formal-informal

Las villas, hasta hace un tiempo llamadas “villas miseria”, son de-
nominadas en el lenguaje técnico-académico como asentamientos in-
formales, asentamientos irregulares, asentamientos populares o sim-
plemente asentamientos humanos, otras veces se los llama barrios pre-
carios, barrios subnormales o, en su defecto, se utilizan nombres se-
mejantes. Estas denominaciones suelen buscar despegarse de los tér-
minos aplicados por la sociedad, que implican sentidos peyorativos y
se asocian a representaciones estigmatizantes respecto a sus habitantes,
sin embargo son “traducidos” al sistema de representaciones, mante-
niendo siempre aspectos valorativos.

Las villas suelen ser categorizadas como parte de la “ciudad infor-
mal”, sin embargo, esta concepción debe ser problematizada porque
encierra problemas a la hora de pensar la territorialidad como un con-
cepto multidimensional.

La misma categorización establecida desde el Estado y desde ámbi-
tos académicos, asume una taxonomía dual: ciudad “formal” versus
ciudad “informal”. Esta clasificación oculta dos categorías que no son
equivalentes en cuanto a su valoración. La ciudad “formal” es la que se
encuentra dentro de las normas (que se modifican con el tiempo y por
lo tanto, incluyen o dejan fuera de la legalidad ciertas zonas), con un
status social legitimado, lo que conlleva a naturalizarla como equiva-
lente a “ciudad” o colocar como hegemónicas las prácticas y formas de
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urbanización de algunas clases o sectores sociales. La “informal”, en-
tonces, es aquello que no encaja bajo la definición de urbanización
formal. Es una definición ambigua, que se delimita por la negativa, y
que en la realidad abarca una amplia gradiente de situaciones. Esta
noción coloca en el extremo a las villas como formas cristalizadas de la
urbanización “ilegal” y deslegitimada, esto es: la tipología más alejada
del “deber ser” de la ciudad. Este atributo de informalidad opera para
definir también los conflictos y los actores intervinientes en los entra-
mados de las villas. Así, este cumplimiento o no del “deber ser” se
traslada a las categorizaciones de los actores que viven en las villas,
adscribiéndole las etiquetas de “ilegales”.

Las villas mantienen una relación contradictoria con la “ciudad for-
mal”: son parte de la ciudad, es decir son una porción de una misma
unidad, pero física y socialmente son considerados espacios claramente
diferenciados. El término “subnormal” es indicativo de este paradig-
ma: lo normal es la llamada ciudad “formal” y todo lo que no se ajusta
a dichas normas, está por fuera de lo “normal”, instalado como un
sentido común compartido por los diferentes sectores de la urbe. En
síntesis, son fragmentos de ciudad sin status de ciudad, considerando
tanto su status social, como el jurídico o el normativo.

Esa tensión se manifiesta claramente en las actuales intervenciones
del Estado: por un lado se intenta regularizarlas (dominial y urbana-
mente), es decir ajustarlos a lo “normal”, pero al mismo tiempo en
muchas ocasiones se reconoce el espacio construido y por lo tanto, la
urbanización realizada los propios vecinos de estos barrios. Esto se
evidencia como un equilibrio inestable: las instancias estatales inten-
tan modificar la traza urbana para asemejarlas a la ciudad “formal” (aun-
que con una normativa adaptada32), pero los habitantes intentan que
sean reconocidas las viviendas que construyeron y que no sean objeto
de demolición. Este paradigma de intervención estatal presupone que
lo físico es superior a los procesos sociales y arrastraría a éstos últimos
hacia el cambio. La realidad indica una mayor complejidad: lo físico y
lo social se encuentran intrínsecamente unidos y son decodificados
socialmente de forma integrada. Sin embargo, los procesos físicos y
sociales presentan tiempos procesuales diferentes y nunca pueden ser
pensados de forma mecánica.

32 Ya que por ejemplo habilita la formalización de lotes con una superficie menor a la que
establece la norma para la ciudad en general.
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Apelar a los términos segregación/fragmentación/diferenciación so-
cio-espacial, en sí mismo no resuelve la recusación al dispositivo ciu-
dad formal-ciudad informal. Es un lugar común en las investigaciones
urbanas hacer referencias a ciudades segregadas, a la “agudización” de
los procesos de segregación sin que sea explicitado cómo se entiende
este proceso o cómo pueden ser verificadas dichas afirmaciones. Tam-
bién son recurrentes las imágenes que remiten a la “crisis” de las ciuda-
des latinoamericanas, particularmente en alusión al crecimiento de las
urbanizaciones informales. Mientras tanto, otros autores plantean que
en las ciudades latinoamericanas, desde su surgimiento, distintos sec-
tores tendieron a asentarse en espacios urbanos diferenciados33, que
implicarían entonces situaciones de segregación precoz.

La segregación no es evidente, por el contrario, la primera imagen
que aparece es que las ciudades son desordenadas, improvisadas. La
cuestión es precisar a qué intereses y de qué actores depende la plani-
ficación urbana (Marcuse, 2004). Por ejemplo, las intervenciones esta-
tales recurrentemente tendieron a invertir en infraestructura urbana en
las áreas consolidadas, generándose un círculo vicioso que tiende a
reforzar el dispositivo ciudad formal-informal, fortaleciendo los proce-
sos de legitimación y deslegitimación de estos espacios. Esto sucede
aún cuando el paradigma de intervención actual no hace tabla rasa de
las urbanizaciones informales, sino que surge de reconocer que estas
modalidades fueron la forma de solucionar el acceso a la ciudad por
parte de los sectores populares, solución que, sin embargo, desde ese
punto de vista, debe ser corregida.

Es muy difícil escapar a esta taxonomía que fuerza la dicotomía,
aún cuando la realidad presente más matices, más grises. Es reconoci-
do que existe informalidad urbanística o legal en lo que aparenta ser la
ciudad “formal” y viceversa. La dificultad radica en que este modelo
(dicotómico) es el hegemónico como paradigma de intervención y se
constituye en una representación social compartida por todos los sec-
tores, aunque con denominaciones distintas, dependiendo de los ac-
tores que las enuncien. Es decir, aunque lo cuestionemos como concepto

33 Es llamativo que la investigación específica sobre segregación (además de usos retóri-
cos reiterados) estuvo ausente en la Argentina hasta muy recientemente, en que comien-
za a esbozarse tímidamente como preocupación teórica relevante, vinculado principal-
mente a las nuevas modalidades de urbanización de las elites. Quizás una de las excepcio-
nes más honrosas son los trabajos aportados por Torres (1998).
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opera como categoría social. Por ejemplo, en las villas se suele hablar de
un “adentro” y un “afuera” para hacer referencia a esta dicotomía34. En
las instancias estatales es común aludir a las “villas” contrapuestas a los
“barrios”, en el mismo sentido. Cualquiera de estas denominaciones
alude a las categorizaciones sociales formal-informal.

Harvey (1997) parte de la premisa de que la accesibilidad y la proxi-
midad35 son los rasgos más importantes de todo sistema urbano.36

Creemos que estas dos variables son centrales para analizar los proce-
sos de segregación/fragmentación. Este autor considera a este proceso
como el resultado de la acción de grupos sociales interesados en apro-
piarse de la renta “real”, entendida como el acceso desigual al consumo
de bienes colectivos o calidad de vida. De esta forma, se puede com-
prender que existe una tensión entre distintos modelos de ciudad, sos-
tenidos por grupos sociales determinados, lo mismo sucede dentro de
los mismos barrios a través de mecanismos de diferenciación que lue-
go se explicarán.

Debido a que el concepto de segregación presenta demasiadas
imprecisiones en cuanto al fenómeno que quiere connotar y que
conlleva una densidad fuerte (muchas veces considerado como si-
nónimo de polarización), emergieron, particularmente en la última
década, términos que intentaban superarlo para dar visibilidad a
procesos más complejos. De Queiroz (et al., 2003), por ejemplo,
habla de “fragmentación social”, Prevôt Schapira (2002), de “socie-
dad en archipiélago”37. La idea de “fragmentación” evidencia un fe-
nómeno de superposición entre diferentes espacios urbanos dando
visibilidad a la multiplicación de las diferencias sociales. A su vez,
debe relacionarse con las modificaciones en la estructura social y
los procesos urbanos, ya que su vinculación no es mecánica o di-
recta, sino que contiene, por el contrario, numerosas mediaciones.
De esta forma matiza el concepto de segregación urbana; en particular,

34 Es interesante notar que en los barrios cerrados también se alude a un “adentro” y
“afuera”, pero allí el primer término pretende ser un espacio cerrado y no “contaminado”
de los procesos sociales del entorno y, por lo tanto, lograr una sociabilidad propia y
exclusiva. Esta es la utopía que alimenta a estas experiencias, pero este capítulo no
pretende analizar cuánto logran o no esta utopía aislacionista.
35 Por proximidad entiende los efectos de estar en contigüidad y continuidad.
36 Luego retomaremos el análisis de este autor en el análisis del mercado inmobiliario
informal y los procesos de regularización dominial.
37 Cabe aclarar que estos términos son utilizados también por muchos otros autores.
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a partir de la complejización de la estructural social, que implica cam-
bios en la territorialidad de las ciudades o metrópolis.

Las villas, son espacios que remiten a una diferenciación socio-
espacial y los sujetos que allí habitan son objeto de estigmatización
por la pertenencia a un territorio marcado negativamente en términos
sociales. Por esta razón, para referirse a ellos se utiliza muchas veces la
etiqueta de “gueto”.     La escuela de Chicago, que estudió profundamen-
te estos espacios,38 partió de una visión ecológica de la ciudad. Supo-
nía que lo que lo creaba no eran relaciones externas, sino que el gueto
creaba sus propias relaciones (Park se aleja de esta visión general), es
decir se creaba a sí mismo, en un proceso auto-aislacionista. Tanto
para Park como para Wirth el gueto no es sólo un hecho urbano, sino
un “estado de la mente”, concebido como una cultura39, muy vincula-
do a la hostilidad, la violencia y los conflictos entre esta cultura del
gueto40 y la del resto de la sociedad norteamericana. Mostraba al mis-
mo tiempo, la diversidad de formas de vida en la ciudad.

Wacquant (2001:39) plantea la existencia de una “nueva línea de
color urbana”, donde analiza las transformaciones de las visiones so-
bre el gueto norteamericano. Destaca que en un determinado momen-
to histórico se dio una fuerte reivindicación de este tipo de espacios,
mediante movimientos sociales que vigorizaban a la comunidad ne-
gra, enmarcado en una coyuntura donde el país se comprometía a com-
batir la desigualdad racial. En sus palabras: “por debajo de la persisten-
cia de la subordinación económica y el encierro racial, el gueto de la
década del ochenta es muy diferente del gueto de la década del cincuenta.
El gueto comunitario de la inmediata postguerra, compacto, marcada-
mente delimitado y con todo un complemento de clases negras enlazadas
por una conciencia colectiva unitaria, una división social del trabajo casi
completa y organismos comunales de movilización y representación de
amplia base, ha sido reemplazado por lo que podemos llamar hipergueto

38 La Escuela de Chicago aplicó el término “gueto” a las áreas urbanas donde residía la
población más pobre, en general inmigrantes europeos aún no “aculturados” por la
sociedad norteamericana. Según Park, el gueto es tanto un producto de la dominación de
un grupo sobre otro, como de la defensa y resistencia culturales del grupo étnico subor-
dinado. La asimilación y la superación de su posición subordinada se centra en que el
grupo acepte y adopte los valores de la sociedad norteamericana.
39 Aquí puede observarse la influencia de esta escuela en la formulación teórica de Lewis
de una “cultura de la pobreza”.
40 Por esta razón no compartimos la posibilidad de hablar de “guetos de ricos” como
plantea Sabattini (2003).
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de las décadas ochenta y noventa, cuya configuración espacial, composi-
ción institucional y demográfica, posición estructural y función en la so-
ciedad urbana son absolutamente novedosas”. Esta “hiperguetización” se
caracteriza por la decadencia de la trama organizativa y por la falta de
presencia del Estado, a diferencia de etapas anteriores.

Se deben tomar precauciones y evitar una traslación acrítica de esta
teoría, a las villas miseria de Argentina, porque justamente su historia
difiere radicalmente de la de los guetos norteamericanos. Recientemente,
el término gueto es utilizado como referencia para indicar los procesos
de transformación que se producen en los asentamientos informales
de la Argentina, en cuanto a su sociabilidad, relación con la ciudad
“formal” o fenómenos como el clientelismo. Wacquant (op.cit.) plan-
tea que ni la discriminación ni la segregación significan guetificación.
Por eso considera que los barrios de relegación en Francia, que se
multiplicaron cuando los mecanismos de la reproducción de la clase
obrera cobraron dificultades, son en realidad “antiguetos” y están pro-
fundamente penetrados por el Estado (proceso similar al de las villas
de la Ciudad de Buenos Aires41). Esto no quita que exista una tenden-
cia a crecientes divisiones y tensiones étnico-raciales en las metrópolis
europeas, por lo tanto su consideración de “antigueto” es provisoria
(al respecto podemos resaltar en particular los conflictos ocurridos en
los suburbios parisinos de los años recientes).

Aquí se propone distanciarse de aquellos que se refieren a las villas
de la Ciudad de Buenos Aires como guetos. Se considera que se trata
de dos espacios sociales con fuertes diferencias, aunque comparten ser
objeto de estigmatización. En el surgimiento de los guetos el Estado es
el actor central en el proceso de relegamiento, término que está impli-
cando una intencionalidad de localización específica en la ciudad. En
las villas, el origen puede remitirse a una falta de política de vivienda y
al mercado de la vivienda (y por lo tanto, la regulación del Estado),
que coloca barreras económicas a la entrada (en algunos casos también
barreras sociales) que dificultan el acceso de los sectores de escasos
recursos tanto al suelo urbano como a la vivienda en la ciudad. Si bien
en ciertos casos las villas surgen a partir de acciones puntuales de agentes
estatales ante una “emergencia”, no se puede plantear una intencionali-
dad de acotarlos geográficamente a ese espacio Por otra parte, como

41 Es importante de todas maneras remarcar que a la presencia del Estado en estos barrios
no puede atribuirse el mismo sentido.
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muestra Wacquant (2001), en el gueto la variable racial es central, si-
tuación que no se puede aceptar como válida vis a vis para las villas de
la Ciudad de Buenos Aires.

Las villas comparten con los guetos ser objeto de estigmatización,
pero esto no es exclusivo de ellas. A su vez, el concepto de gueto se
asocia a una “cultura del gueto” que se considera que nos aplicable y
que puede constituir la principal crítica a la posición ecológica-cultu-
ral de la Escuela de Chicago, impronta que se sigue arrastrando en
muchas de sus utilizaciones. Según esta corriente, estos imaginarios
están disponibles y “cada sector se vincula con él según las disposiciones
subjetivas que ha podido adquirir y según las relaciones sociales en que
está inserto” (García Canclini, 1997: 95). La categorización de “gueto”
puede contribuir a una mirada que culpabiliza a los sujetos de su si-
tuación. Se puede hablar de peores condiciones habitacionales, infe-
riores condiciones de inserción laboral, etc, pero esto remite a factores
externos, producto de causas que los habitantes no pueden controlar;
aplicar etiquetas como “anomia” o similares, acrecienta artificialmente
la diferencias entre áreas con y sin status de ciudad, como son consi-
deradas las villas.

Se producen cambios en la sociabilidad y en las condiciones de
acceso a los barrios (en particular la aparición de un mercado inmobi-
liario informal), pero también se pueden advertir cambios en la ciudad
tomada en su conjunto. Es decir, se fue modificando la dinámica so-
cial de la metrópoli y la década del 90 fue paradigmática en cuanto a re-
cualificaciones y operaciones urbanas (son emblemáticos Puerto Ma-
dero y el Abasto, aunque no las únicas), que tendieron a la gentrifica-
ción de esas áreas y por lo tanto a la expulsión de los grupos de meno-
res recursos.

Asimismo, se desea resaltar que las villas de la Ciudad de Buenos
Aires y del Conurbano son espacios heterogéneos, por lo que no se
coincide con aquellos que ven una tendencia hacia la homogeneiza-
ción de los barrios llamados comúnmente “populares”. Por el contra-
rio, esa tendencia puede ser observada en los enclaves que producen
las urbanizaciones de las elites (gated comunities), como lo demuestra
Svampa (2001). Hay reacomodamientos de los grupos sociales en la
ciudad que disputan por las externalidades y status que ofrecen dife-
rentes sectores, vinculados, pero no unidireccionalmente, a las trans-
formaciones de la estratificación social de la región.
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Como sostiene Gravano (2003), las modificaciones de la identidad
de un barrio transforman la identidad de la ciudad toda. Otra diferen-
cia, que merece ser resaltada, entre “barrio” y “villa” como categorías
nativas, surge apelando a la idea de trayectos urbanos, ya que puede
afirmarse que los “vecinos” de barrios “formales” del Área Metropolita-
na de Buenos Aires suelen atravesar distintos sectores de la ciudad en
sus trayectorias cotidianas, pero pocas veces (o directamente nunca) se
adentran en las villas, que son espacios cerrados simbólica e ideológi-
camente. Esta diferenciación funciona como frontera al ingreso, aún
cuando haya ciertos espacios más “formalizados”, tales como arterias
viales o equipamiento comunitario (mayormente producto de las in-
tervenciones estatales) que “ablandan” el acceso/tránsito y permiten el
paso. De esa forma, la territorialidad del status social de los barrios no
se yuxtapone directamente (o no se correlaciona) con la trama urbana
de la ciudad, es decir no se puede sostener que a igual configuración
física igual utilización y apropiación de los espacios, sino que es nece-
sario contemplar la dimensión socio-simbólica. Esto es, la territoriali-
dad se construye socialmente y debe ser interpretada y de-codificada.

Por lo tanto, las villas son barrios pero sin prestigio, con una iden-
tidad negativa, que buscan tener la legalidad/legitimidad de cualquier
barrio, en otras palabras fragmentos de ciudad con status de “anti-
ciudad” (comprendido desde las marcas territoriales y simbólicas). De
ahí, que la estrategia de sus habitantes y algunas de las políticas guber-
namentales sea la de quitar la etiqueta negativa y poder asignarle la de
“barrio” con status “normal” (traducible, en buena medida a “ciudad
formal”). Este status significa librarse de ciertos elementos materiales
(marcas) que se asocian al desprestigio, por ejemplo, reemplazar pasi-
llos por calles. Sin embargo, esta transformación material se inserta en
un proceso con ciclos de mediano alcance, ya que la villa físicamente
es un lugar siempre en mutación, continuamente haciéndose, constru-
yéndose. En cambio, aún cuando su condición urbana o arquitectóni-
ca cambie, el estigma y el status no se modifican automáticamente. Por
esta razón, muchos de los “asentamientos” del Conurbano Bonaeren-
se, aún cuando físicamente no tengan una diferenciación tan marcada
con su entorno, en la mayoría de los casos, suelen cargar con el estig-
ma de “villa”. El tipo de abordaje que realizan los medios masivos de
comunicación, resaltando aspectos negativos, tales como el mercado
de la droga o la delincuencia en el espacio barrial de las villas, refuerza
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día a días las etiquetas acusadoras. El territorio devuelve a los sujetos
que habitan las villas una identificación negativa provocada por la mi-
rada exterior, que no es asumida pasivamente, sino que es objeto de
disputa y que busca ser transformada en una identidad positiva (Cra-
vino, 2003) o, en algunos casos, reproducida.

La noción de espacialidad barrial

Desde hace algo más de una década asistimos a dos movimientos
dentro de la teoría social: por un lado, cada vez es más introducida la
variable social en las concepciones del espacio, y por el otro, cada vez
es más considerado el espacio por parte de aquellos que estudian el
campo social. Todo parece indicar la necesidad de una articulación
dialéctica de estas dos variables. Soja (1985) distingue entre espacio y
espacialidad42, siendo esta última el espacio socialmente producido A
su vez, la producción social de la espacialidad43 no puede ser separada
completamente del espacio físico y cognitivo.

El barrio es una categoría que utilizamos cotidianamente, que apre-
hendemos de pequeños y que se escurre muchas veces en las teoriza-
ciones acerca de la ciudad porque está incorporada a las vivencias co-
tidianas de quien habita en ella. Esta categoría es construida por medio
de la relación de múltiples actores y connota valoraciones identitarias,
sociales, de status y afectivas. Suele haber tensiones entre las denomi-
naciones oficiales y los usos de la cualidad barrial en la vida cotidiana
de los vecinos, e incluso los límites de los barrios son definidos y
redefinidos socialmente en el juego de relaciones con el resto de la
ciudad, por medio de dispositivos de diferenciación socialmente
construidos que implican valoraciones distintas. Por ejemplo, son
muy conocidas las diferentes etiquetas que se utilizan dentro del
barrio de Palermo para distinguir zonas (Soho, Hollywood, Queen,
etc.) que muchas veces son utilizadas o inventadas por los desarro-
lladores urbanos.

Actualmente, es relevante una corriente que confluye en estudiar la
territorialidad de las prácticas sociales de los sujetos populares o de las
intervenciones del Estado. No obstante, se puede distinguir entre estu-
42 Siguiendo a Soja no todo espacio es socialmente producido, pero toda espacialidad
lo es.
43 La temporalidad y la espacialidad, como productos sociales manifiestos, son centrales
para la construcción de toda interacción social.
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dios que consideran el territorio como una variable (independiente)
para comprender alguna cuestión social particular, de aquellos que lo
tienen como objeto de estudio la ciudad en sus escalas.

En nuestro país, la relevancia de los estudios situados en los ba-
rrios populares (de los que existen buenos antecedentes) responden a
dos fenómenos antagónicos, pero asociados. Por un lado, como con-
secuencia de políticas sociales de corte neoliberal acentuadas en los
‘90, emerge la focalización barrial como modalidad supuestamente
eficiente y eficaz en la distribución de recursos y servicios para los
sectores de bajos recursos. Por lo tanto, la focalización territorial pasa
a ser la forma más “simple”, que implica en los hechos focalizaciones
superpuestas de acuerdo a los criterios de cada programa. Esto provo-
ca la diferenciación de zonas específicas donde la recepción de los re-
cursos de los programas circulan de manera más intensa que en el
resto de la ciudad, constituyendo “barrios bajo planes” Así, observa-
mos que en los estudios de política social se multiplican los análisis
que delimitan determinados ámbitos barriales, lo mismo que los estu-
dios sobre clientelismo (Auyero, 2001) o la política local (Frederic,
2004) o como escenario de movimientos sociales, como las tomas de
tierras, en los 80 y hasta mediados de los años noventa (Merklen 1991;
Cravino, 1998); recientemente la escala barrial se empleó para delimi-
tar el área donde tienen lugar prácticas políticas nuevas tales como las
Asambleas Barriales44 (Quintar-Calello, 2002) o movimientos pique-
teros (Svampa, 2003, Manzano, 2004).

Por otro lado, y también producto de la política económica de cor-
te neoliberal de la década del 90, el barrio emerge vinculado a las trans-
formaciones de las clases medias altas y altas (”los que ganaron” con el
modelo socio-económico), lo que llevó a analizar la sociabilidad mi-
crosocial en los barrios cerrados y countries (Svampa, 2001). También
desde la historia urbana se observa una recuperación de la escala ba-
rrial, dando Scobie (1977) el puntapié inicial y continuado por diver-
sos autores (por ejemplo Gorelik, 1998 o De Privitello, 2003)45, su-
mado a ensayos como los de Sebrelli o Sarlo.

Un aspecto a subrayar es que la implementación consecutiva de
programas sociales, refuerza y reproduce las estigmatizaciones de los
son objeto estos territorios, las villas. Es decir, profundizan su status
menor, diferenciándolas y distanciándolas aún más de la ciudad “formal”.
44 Ver en este mismo libro el capítulo escrito por Aída Quintar.
45 Ver en este mismo libro el capítulo escrito por Alicia Novick.
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El barrio es la escala donde el funcionamiento de los entramados
de actores del mercado inmobiliario informal de cada una de las villas
puede ser comprendido. Su territorialidad condensa entramados inter-
nos y los vincula con el “afuera” de estos barrios, particularmente en
cuanto a la diferenciación en las condiciones urbanas y dominiales.
Esta condensación propia de un entramado de actores con reglas del
juego vinculadas a la “informalidad urbana” es lo que podemos deno-
minar espacialidad barrial, en su doble dimensión ontológica: física y
social. Con el concepto de espacialidad barrial queremos cristalizar un
espacio donde lo social y lo físico están imbricados, es decir las rela-
ciones sociales moldean prácticas dentro de un territorio y ciertos pro-
cesos pueden ser comprendidos en este marco. Por otra parte, toda
espacialidad barrial implica tensiones internas y disputas por el terri-
torio mismo y su estatus.

Existen transformaciones en la sociabilidad desde los comienzos
de cada una de las villas hasta la actualidad, también aumentó geomé-
tricamente la densidad, la cantidad de población, y varió el origen de
los migrantes, por lo que, sin duda, los lazos sociales no son los
mismos que los de la etapa fundacional. Las redes y las organizaciones
sociales son por definición dinámicas y por lo tanto se modifican,
surgen nuevas y otras desaparecen. Sin duda, las relacionales sociales
desplegadas por las redes sociales no cubren todo el barrio (villa),
sino que están adscriptos territorialmente a manzanas (o sectores) o
simplemente a redes específicas diseminadas espacialmente. Que no
existan organizaciones fuertes o de gran actividad (en comparación
con otros momentos) en relación a las reivindicaciones sobre el hábi-
tat, e inclusive que hayan decaído las organizaciones de segundo gra-
do, no significa que estas hayan desaparecido o se hayan desertificado.
Es decir, se están transformando/adecuando o construyendo un nuevo
contexto en relación a la ciudad en su conjunto.

Vinculado a esto, se sostiene que la focalización territorial en la
aplicación de los programas sociales es el elemento más relevante de
fragmentación: la llegada de recursos, en los hechos de forma discre-
cional, fomenta la sospecha entre vecinos y la competencia por los
mismos. Nadie conoce con exactitud por qué y cómo algunas institu-
ciones reciben mercadería/recursos y otras no, situación que se extien-
de hacia diferentes áreas46. Que en ciertos casos se aprovechen esos

46 Con esto se quiere marcar que aunque los programas están diseñados focalizadamente,
en la implementación se utiliza criterios de discrecionalidad y esto sucede gracias a que



58 MARÍA CRISTINA CRAVINO

recursos individualmente no implica que ocurra en todos los casos,
pero, sin embargo, todos son sospechados por el resto de los vecinos
de hacerlo. En algunos casos, hay acusaciones de discriminación por
nacionalidad, respecto al acceso a recursos o servicios, en esto se invo-
lucra a los delegados, de quienes se dice que favorecen a sus connacio-
nales. En este caso, se puede razonar de igual forma: que en algún caso
ocurra no significa que siempre suceda, pero la desconfianza existe. A
su vez, la cooptación política de delegados o representantes barriales
provoca diferenciaciones entre los mediadores, de acuerdo a las alian-
zas que establecen con las agencias estatales u organismos proveedo-
res de recursos.

También se evidencia la competencia de las instituciones o agentes
estatales por detentar la interlocución con los habitantes de las villas.
Es decir, la competición por los recursos y por la representación es la
estrategia central desarrollada por estas redes y los agentes individua-
les. Pero esta estrategia nunca es pura, ya que se articula conflictiva-
mente con redes de reciprocidad ajenas a los recursos estatales.

El espacio barrial aparece en una primera imagen como unificador,
por la condición habitacional que comparten sus habitantes, como
una marca en su identidad. Pero cuando se pone la lupa en las relacio-
nes sociales, se encuentran una serie de redes superpuestas o exclu-
yentes dentro de las villas. Por lo tanto, se debe plantear una primera
disrupción a la imagen de unidad. Por un lado los prejuicios que este-
reotipan los comportamientos de los sujetos por nacionalidades, dife-
rencian entre sí a los habitantes. Además, por otro lado, tomando la
perspectiva de los actores barriales, la clasificación interna de “pobres
dignos” e “indignos” opera como una forma de apropiarse de un me-
jor status social dentro del barrio, ya que todos quieren presentarse e
identificarse con los primeros y siempre son “los otros” los que no
“aspiran” al progreso personal o familiar y esos otros (los “indignos”)
son, desde la perspectiva de los villeros, aquellas familias que no en-
vían a sus hijos a la escuela o dejan que permanezcan en las calles o
pasillos a riesgo de conformar grupos tentados al consumo o tráfico
de drogas. Es decir, sobre la territorialidad social dada por el barrio se

no se conocen en los barrios los requisitos para ser incluido o no en la focalización y, por
lo tanto, se evitan reclamos de los vecinos por no ser incluidos. De esta forma, los
recursos estatales se constituyen en elementos privilegiados para el manejo del poder
barrial.
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inscribe una territorialidad clasificatoria de los diferentes grupos que
los cualifica de forma diferencial. En síntesis, las etiquetas, los agrupa-
mientos por nacionalidades o las aspiraciones, son elementos clasifi-
catorios de los grupos, que construyen territorialidades sociales, que
sólo pueden se de-codificadas a partir de las estructuras de significa-
ciones de los habitantes de las villas. Coexisten a la vez, entonces,
diferentes tipos de diferenciaciones sociales internas, que presentan un
relevante dinamismo.

Aquí se considera que los medios de comunicación exageran (y/o
distorsionan la información) respecto a la redes de tráfico de drogas o
actividades delictivas, ya que éstas no involucran a la totalidad del
barrio, tal cual se las pretende presentar. De igual modo, las organiza-
ciones dedicadas a estas actividades no son la principal institución de
autorregulación del barrio. Tal autorregulación no se halla legitimada
o aceptada por todos los agentes del barrio, los conflictos son resuel-
tos entre los mismos vecinos a partir de un sentido común comparti-
do del deber ser de buena “vecindad”, por las pautas o decisiones to-
madas por los delegados o los cuerpos de delegados, por las interven-
ciones de las iglesias, las escuelas, los centros de salud, la policía y
sólo en algunos casos por la redes del delito. Por lo tanto, su control
del territorio no es total, varía de acuerdo a los períodos: todos los
vecinos conocen sus zonas de acción y conociendo la topografía social
de las villas, se puede acceder a estos barrios sin mayores dificultades. Es
decir, la territorialidad de las actividades ilegales no es la principal territo-
rialidad de las villas, tal como se la quiere presentar en diferentes ámbitos.

En la cotidianidad, los habitantes realizan acciones que dan cuenta
de la existencia de diferentes sistemas de relaciones: las compras dia-
rias se realizan en sus barrios, se despliegan lazos de reciprocidad como
el cuidado de niños, préstamo de herramientas, alimentos o dinero,
frecuentemente. Es decir, hay una territorialidad de las relaciones so-
ciales barriales de reciprocidad, que signa la vida cotidiana. Esto fue
corroborado por medio de la aplicación de encuestas (propias), donde
las respuestas en este sentido fueron mayoritarias. A su vez, hay una
territorialidad de la actividades económicas que van desde comercios
hasta talleres de costura y otro tipo de producciones. En estas las rela-
ciones de connacionalidad son relevantes para acceder a la red. Esto es,
la territorialidad de las actividades económicas está moldeada, en bue-
na medida, por la de la sociabilidad barrial.
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Disputas por el hábitat: el mercado inmobiliario extralegal y las
transformaciones en la territorialidad barrial

Las urbanizaciones informales surgieron por ocupaciones de he-
cho o acciones colectivas desde aproximadamente 1930 en Buenos
Aires. Las redes de migración o de parentesco fueron un elemento
central para explicar su conformación o crecimiento, en una lógica de
reciprocidad de los sectores populares urbanos (es decir, sin mediar
pago alguno). Sin embargo, desde principios de la década del 90, estas
modalidades de acceso se modificaron sustancialmente, ya que: cada
vez es más importante el peso que tienen las formas monetizadas de
obtención de un terreno o una vivienda. Esta mercantilización en las
formas de acceso a los barrios se presenta en dos tipos de transaccio-
nes: la compra-venta de inmuebles y el alquiler de piezas o casas. Estas
prácticas conforman un mercado inmobiliario que es categorizado como
“informal”, esto es, sin la documentación legal requerida por la admi-
nistración pública para este tipo de transacciones. En este caso, el tér-
mino “informal” alude a dos procesos que lo diferencian de lo “for-
mal”, con todas las connotaciones que tiene esta construcción teórico-
social dual que explicamos en el primer apartado. En primer lugar, este
mercado inmobiliario “informal” tiene lugar en asentamientos deno-
minados “informales”; en segundo lugar (y consecuentemente), las ope-
raciones inmobiliarias no se ajustan a las prácticas de lo que se hace en
la “ciudad formal”. Como sostuvimos, la primera categorización (for-
mal-informal) separa dos tipos ideales de ciudad, donde la segunda
parte enfatiza la condición de las transacciones que se producen por
fuera del control del Estado, aunque en íntima relación con la primera
(legal-extralegal). Es decir, las categorías operan trasladándose de las
formas urbanas a las prácticas que allí se desarrollan.

Lo que se desea resaltar en este trabajo es que el mercado inmobi-
liario adjetivado como “informal”, sería más correcto calificarlo de “ex-
tralegal” porque contiene reglas del juego en un orden jurídico local
que puede ser comprendido desde el pluralismo jurídico. Es decir, no
se comparte la idea de ilegalidad porque se cubre un vacío dejado por
el Estado, aunque no se construye en contra de la ley oficial. Este mer-
cado introduce nuevas complejidades a las relaciones sociales barria-
les, generando una territorialidad, que tiene consecuencias en las polí-
ticas gubernamentales implementadas y a implementar. Imprime, por
tanto, una mayor complejidad respecto a las formas de acceso a la
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ciudad de los sectores populares..... A su vez, impacta sobre las concep-
ciones de legalidad y legitimidad de los villeros y modifica, por tanto,
su relación con otros actores, entre otros, el Estado.

Esto implica, por lo tanto, que se genera un nuevo entramado de
actores en torno a prácticas nuevas, que son explicativas de buena par-
te del crecimiento de la ciudad. Esto no significa que no hubiera ante-
cedentes de estas prácticas mercantilizadas, sino que recientemente se
institucionaliza como forma de acceso a la ciudad. Es decir, emerge
una territorial económica “extralegal” con una lógica propia, que pue-
de ser reconsiderada alejada de la imagen de caos con la que se adscribe
al término “informal”.

Se considera que sólo es posible entender las operaciones inmobi-
liarias “extralegales” en el marco de las relaciones sociales de vecindad
(por lo tanto proximidad) o de las redes presentes en ellas en un terri-
torio. Para comprender qué y cómo suceden las operaciones en el
mercado inmobiliario “extralegal” se hace imprescindible conocer pre-
viamente cómo se establecen los vínculos sociales en el espacio barrial
y cómo se transforman. Estas transacciones se diferencian por sus
modos y lógicas de las relaciones entre partes del mercado inmobilia-
rio “formal”. Otra característica que emerge en el análisis es la flexibili-
dad de las condiciones económicas de los acuerdos inmobiliarios.
Como ejemplo, podemos mencionar que en las villas, se suelen re-
pactar los acuerdos establecidos de pago en cuotas por una vivienda,
se conmutan deudas, no se cobran intereses, se paga en especie, se
otorgan nuevos plazos a los compradores, etc., sin que la operación se
documente formalmente. Por esta razón se considera que no se puede
centrar el análisis simplemente en la oferta y la demanda de inmuebles
como los elementos que estructuran el mercado o los submercados
informales, ya que el factor relacional, el “cara a cara”, introduce sus
propias reglas del juego en el funcionamiento del mercado

Nuevamente, si se quiere analizar estos fenómenos, la operación
dual no es fértil para captar la complejidad de los procesos. Se encuen-
tran diferentes lógicas en las transacciones. La práctica del alquiler es la
que se asemeja más a la “capitalistas”, ya que lo busca el locador, en
general, es la ganancia (con la excepción de aquellos que sólo alquilan
uno o dos cuartos como forma de sobrevivencia y el alquiler a veces es
el principal ingreso de estas familias). El resto de las operaciones (com-
pra-venta de viviendas o lotes) están incrustadas en las relaciones so-
ciales barriales, que difieren en matices de un barrio a otro, pero no se
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desprenden del todo de la lógica de la reciprocidad, presente en estos
espacios barriales. Es decir, dependiendo quién es el comprador, se le
permite pagar en cuotas o bajar el precio ya que, por lo general, se
accede a los inmuebles por medio de las relaciones barriales o de pa-
rentesco.

A su vez, en algunos casos las organizaciones sociales prescriben
normas implícitas o explícitas que obligan a un mayor ocultamiento
de las transacciones inmobiliarias. También el Estado con sus inter-
venciones y discursos construye un campo en el cual se prescribe qué
se puede y qué no se puede hacer, construyendo una legitimidad por
sobre la ilegalidad en sentido estricto, de las operaciones inmobilia-
rias. Es decir, se establece un sistema de normas que son conocidas
localmente y que es necesario reconocer para realizar una transacción
inmobiliaria.

Al igual, que cuando se criticaba la concepción de la “ciudad formal
/ ciudad informal” como un esquema dicotómico, respecto del merca-
do inmobiliario “informal” o “extralegal”, aquí se intenta tomar distan-
cia del contrapunto legalidad oficial-no oficial, y poder pensar en nor-
mas o legalidades alternativas en los términos que lo hace Boaventura
de Sousa Santos (1992). Está claro que esta legalidad alternativa no se
aísla completamente de la legalidad oficial, sino por el contrario opera
en referencia a ésta, para oponerse o mimetizarse con ella. Con lo cual,
las prácticas del mercado inmobiliario “informal” son más complejas
que decir opuestas a la legalidad oficial, por el contrario, vienen a su-
plir/resistir/complementar dichas normas, variando según el caso o las
circunstancias.

Se va institucionalizando     un mercado inmobiliario en las villas con
submercados y una impronta particular, con reglas del juego conoci-
das por todos los actores y donde coexisten diferentes lógicas en las
transacciones, que lo acercan o lo alejan de las prácticas del mercado
inmobiliario “formal”. Para mencionar las que las acercan al mercado
“formal” podemos tomar los casos en que los vecinos que realizan las
operaciones firman documentos (a veces idénticos a un boleto de compra
venta “formal”) a fin de refrendar transacciones que se realizan por
fuera de la legalidad “formal”, ya que el que vende no es propietario
real (desde el punto de vista de la juridicidad vigente y hegemónica)
del inmueble. Se alejan, en cambio, los intercambios que colocan pau-
tas flexibles de pago, muy lejos de los mecanismos de financiación de
los agentes del mercado inmobiliario “formal”, que tienen estipulacio-
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nes precisas para el pago, situaciones de atraso, e inclusive pueden
implicar la pérdida del inmueble para algunos. Se quiere resaltar que
para entender el funcionamiento de este mercado inmobiliario extrale-
gal se debe situarlo en la relación Estado-pobladores-mercado del sue-
lo/vivienda formal. Este funcionamiento le otorga una impronta parti-
cular al crecimiento de las villas, trasformando entonces la territoriali-
dad social, económica y política del espacio barrial.

Las representaciones sociales de los pobladores acerca de la propie-
dad se vinculan tanto al funcionamiento del mercado inmobiliario ex-
tralegal como a las intervenciones estatales de regularización dominial
y urbana. Desde el punto de la subjetividad de los sujetos comprado-
res de suelo y vivienda de este mercado institucionalizado en las villas,
se puede hacer dos afirmaciones: Por un lado, se consideran “propie-
tarios”47, aunque no tengan los papeles legales que así lo certifiquen,
mostrando lo que Boaventura de Sousa Santos (1982) llamaría “juridi-
cidad alternativa”. Por otra parte, muestra que “pagar” legitima y así
“legaliza” dentro de un orden jurídico local48. Hay un sentido común
compartido acerca de que comprar se hace de buena fe, y nadie puede
cuestionarlo por eso, por sus “correctas” intenciones. En cambio, la
situación de vendedor, hace visibles que los sujetos que venden están
fuera de la norma porque aquí emerge que en realidad “no son propie-
tarios”. Entonces se desdobla la autopercepción: comprar es un acto
similar a cualquier otro en el mercado, vender pone en evidencia que
el producto a la venta no cumple con los requisitos del mercado y las
normas legales y los coloca lejos de la lógica de la necesidad. Vivir en
la villa muestra a los otros la penuria y la necesidad de un lugar en la
ciudad; en cambio vender la vivienda, podría llegar a ser interpretado
como que el que lo hace no “precisa” habitar en ella, aún cuando el
dinero que obtenga por la operación no alcance más que para comprar
una casa en otra (o la misma) urbanización informal o en la periferia de
la ciudad “formal” (Cravino, 2006).

47 Fue interesante el caso de un conflicto entre un vendedor y un comprador, donde la
policía intervino de hecho ante la denuncia de un comprador que reclamó por sus dere-
chos sobre la vivienda, aún sin mediar papeles que lo respaldara. La autoridad policial
defendió al comprador y obligó al dueño anterior de la vivienda a entregarla.
48 Entendemos por orden jurídico local, el constituido por las normas vigentes en los
barrios, que organizan y dirimen los conflictos entre vecinos. Al mismo tiempo debe
considerarse que estas normas son dinámicas y se van modificando en el tiempo por
procesos tanto internos como externos al barrio.
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Esto evidencia que las categorías “formal”-”informal”, indican al mis-
mo tiempo, características de los sujetos que habitan un modo u otro
de ciudad, pero también asignan comportamientos esperados en uno
y otro espacio. Por esto, la venta de un inmueble parece propia de la
“ciudad formal”, y no de la “informal”, donde todos, supuestamente,
viven con muchas necesidades y pocos recursos. Sumado a esto, los
compradores “informales” quieren tener una seguridad de tenencia lo
más similar a la “formal” y por esto solicitan documentación que acre-
dite haber pagado por la vivienda.

La indiferencia estatal ante este mercado inmobiliario “informal”
convalida (y quizás también legitima) de hecho estas prácticas, pero
también abre la posibilidad de una sanción futura, por lo que se trata
entonces de una institucionalidad de mercado inmediatista, porque se
mueve en la incertidumbre de que el Estado cambie radicalmente las
reglas de juego del campo (Cravino, 2006). Esta posibilidad queda
abierta porque existe un discurso entre los funcionarios que sostiene
que “no está bien” la compra-venta de inmuebles porque consideran
aquellos que el “buen villero” es aquel que tiene vocación de quedarse
siempre en su lugar y esperar la regularización dominial y/o urbana.
Por su parte, cierta “economía moral” barrial considera que los inqui-
linos no tienen derecho de acceso a una propiedad estatal si sufren la
apertura de una calle y deben ser re-localizados. Entonces, los vecinos
de las villas están legitimando, de hecho, un estatuto de la propiedad
(paralelo, alternativo), ya que los “propietarios” “informales” tendrían
más derechos que los inquilinos “informales”, como un equivalente a
lo que sucede en el mercado formal. Este hecho es el que refuerza la
idea de una legalidad alternativa, que opera y funciona en una relación
Estado-pobladores no exenta de conflictos y contradicciones, porque
si bien la normativa favorece e impulsa la regularización, hasta que no
se obtiene el título de propiedad nada garantiza la posesión plena del
inmueble. Toda esta situación se da en el marco de un “urbanismo
tácito” (Abramo 2003) que indica qué se puede construir y qué no,
cómo se diferencia el “espacio privado” del “público”, etc. Esto está
muy influenciado, a su vez, por las prácticas concretas de la interpreta-
ción de ese urbanismo tácito por parte de los delegados de manzanas u
otro tipo de dirigentes barriales, quienes sugieren, permiten o prescri-
ben ciertas normas de edificación y uso de las viviendas.
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La interfase entre la ciudad y el barrio: la lucha por la regulari-
zación dominial

Las normas y políticas implementadas en los asentamientos infor-
males se gestaron en un marco de cambio del paradigma internacional
sobre el tratamiento de estos barrios, que fijó como agenda la radica-
ción in situ, aunque lógicamente, con particularidades nacionales y
locales. Este cambio no es unívoco u homogéneo, sino que está en
constante transformación por el avance en el debate jurídico (y sus
instrumentos), y político y por las prácticas y relaciones que se dan en
el entramado de actores involucrado en la regularización dominial de
este tipo de barrios.

El paradigma de radicación in situ de estos asentamientos ha sufri-
do mutaciones, fruto del correr de tiempo y de las intervenciones esta-
tales; concomitantemente, y en disputa con las reivindicaciones y con-
formación de organizaciones a nivel barrial o de segundo grado en la
ciudad. Paralelamente a la conformación de una institucionalidad de
mercado (informal), se constituye una legalidad alternativa (siguiendo
la corriente del pluralismo jurídico) y al mismo tiempo, los sujetos
intervinientes en las transacciones del mercado extralegal portan y
manipulan diferentes formas de concebir la propiedad de los inmue-
bles.     Este mercado entonces interpela las políticas de regularización
dominial, genera nuevos entramados de actores y transforman la terri-
torialidad de las villas. En él se pueden percibir los entrecruzamientos
de la territorialidad del mercado del suelo/vivienda (sea formal o extra-
legal), la territorialidad a nivel barrial de las redes sociales y la de las
políticas estatales.

En primer lugar, está claro que “regularización” no es un término
unívoco, en algunos casos sólo se refiere a aspectos dominiales, es
decir, el saneamiento de la tenencia; en otros, incluye sólo algunos
elementos urbanísticos como infraestructura y unos pocos programas
del país o de América Latina incluyen variables legales, urbanas, am-
bientales, sociales y culturales integralmente.

Es necesario comprender mejor la dinámica entre las políticas pú-
blicas y la regulación jurídica del uso del suelo para advertir el proceso
de conformación socioespacial. La legislación tiene un impacto direc-
to en los valores (precio) de la tierra, e inclusive en la dinámica (de
tipo especulativo) del mercado inmobiliario, por lo tanto, provoca, en
muchos casos, la ubicación de los grupos de menores recursos en
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lugares inadecuados ambientalmente de la ciudad (Fernándes, 1993).
Sin embargo, en otros casos las leyes no tiene la fuerza suficiente para
que el Poder Ejecutivo las aplique, y éstas se acumulan sin poder mo-
dificar las condiciones de vida concretas de la población que habita
estos barrios.

Por otra parte, existe consenso respecto a que la población involu-
crada debe participar en las decisiones de intervención en sus barrios
y, en la práctica, el rol de las organizaciones de pobladores es central en
la consecución de los objetivos de re-urbanización de los asentamien-
tos “informales” que se implementan desde oficinas públicas. No obs-
tante, existen diferencias entre su rol de mediadores entre el Estado y la
población (como facilitadoras de un diálogo donde las voces de la
gente sean escuchadas, donde las decisiones sean compartidas) y lo
que sucede en los hechos. Muchas veces se constituyen en actores que
resuelven, generan o acentúan buena parte de los conflictos derivados
de las intervenciones estatales. Estas últimas ponen como centro el
territorio de las villas y prácticamente no se problematiza la ciudad en
su conjunto. Asimismo, los habitantes de estos barrios sólo incorpo-
ran la problemática de la ciudad en su totalidad o de su entorno cuan-
do son objeto de conflicto con actores de otras áreas.

En las tres décadas previas a los años 80, la propuesta estatal era la
erradicación de los habitantes de las ocupaciones irregulares (a partir
de diferentes concepciones: desarrollistas o de seguridad nacional) y la
construcción de nuevas viviendas, por lo general, agrupadas en con-
juntos habitacionales o simplemente la dispersión en la ciudad a partir
de sus propios medios (como sucedió durante el último gobierno
militar) en lugares no apetecidos por el mercado inmobiliario “for-
mal”. El paradigma internacional, vigente desde los años 70, postula
una nueva concepción de las intervenciones estatales tendiente a obte-
ner “soluciones habitacionales” más que viviendas “llave en mano”, es
decir se consideraron las ocupaciones irregulares desde una óptica dis-
tinta a las políticas anteriores, esto es se piensa la solución por partes y
en algunos casos sólo la parte de la vivienda que tiene más impacto en
las condiciones sanitarias (núcleo húmedo). En la década del 80, jun-
to a la recuperación de la democracia, se comenzó a adoptar una con-
cepción diferente, como ya se verificaba en otros países de América
Latina. Consistía en radicar a los habitantes en el mismo lugar que
ocuparon, realizando algunas modificaciones urbanas a fin de dotar-
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los de una funcionalidad semejante a los espacios residenciales de los
sectores medios (es decir, la “ciudad formal”), proveyéndoles también
de servicios urbanos.

El término “radicación” significa, en estos casos, la regularización
dominial de las tierras ocupadas (en su gran mayoría fiscales para el
caso de la Ciudad de Buenos Aires y sólo algunas en áreas privadas49)
y re-urbanización de los barrios. Para las “villas miseria” la radicación
requiere de un proceso complejo porque implica –además de aspectos
jurídicos– modificaciones en los lotes y las viviendas a fin de adaptar-
las a las normas vigentes. El problema, es que aunque se intente “for-
malizar” la ciudad “informal” siempre arrastra consigo su origen (que
permanece en el imaginario colectivo) y físicamente mantiene marcas
que diferencian a estos barrios de la ciudad “formal”. Así, por ejemplo,
existían posiciones diversas en una villa respecto a si los conjuntos
habitacionales construidos por el Estado eran parte de la misma o de la
ciudad (”formal”). Algunos los consideraban parte de la villa porque
estaban de hecho en el mismo predio, otros en igual posición argu-
mentaban que “todo el mundo sabía” que allí vivían villeros y que, por
lo tanto, eran parte de la villa. También estaban aquellos que los con-
signaban como espacios de la ciudad “formal”, mientras que otros los
clasificaban como una zona “intermedia”, indefinida, es decir no perte-
necen ni una ni otra. De esta forma se observa cómo las categorizacio-
nes se construyen históricamente y se modifican con el uso de los
distintos actores, mientras algunas nuevas situaciones no encajan fá-
cilmente en las categorías vigentes (formal-informal).

Aquí se debe tener en cuenta dos cuestiones que se imponen como
límites prácticos-ideológicos en la “formalización” de la informalidad.50

Con el criterio de economizar suelo se dictaron normativas especiales
para la urbanización de las villas, con lo cual esta transformación nun-
ca es completa y siempre quedarían como una ciudad “formal” “espe-
cial” (distinta, de menor valor estético y económico, ya que la que

49 En el Gran Buenos Aires la situación es inversa, la mayoría de las ocupaciones irregula-
res se dieron en tierras de propiedad privada y sólo algunas en tierras fiscales. Esto se debe
a la escasez de estas últimas, que son la opción privilegiada en las ocupaciones porque
implican menor conflictividad, dado que existen algunas experiencias en las que los
propietarios iniciaron acciones judiciales de desalojo (en algunos casos logran con éxito la
recuperación de los predios).
50 En 1996, la primera Constitución de la Ciudad le dio status cuasi de derecho a la
radicación, cambiando el escenario para la emergencia de políticas, actores y demandas
en la Ciudad de Buenos Aires, que derivaron en varios programas de radicación.
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cumple con las normas tiene mayor legitimidad y valoración –social y
económica). Por otra parte, la necesidad de avanzar sobre la ciudad
“formal” para consumir suelo a fines de urbanizar las villas emerge
como una barrera política (nunca técnica), porque nadie pareciera dis-
puesto a hacer crecer la “ciudad informal”, ya que cualquier urbaniza-
ción destinada a villeros tendría esta etiqueta de “informal”.

Por lo tanto, las nuevas condiciones provocaron un aggiornamiento
del paradigma, que sin cambiar discursivamente se autoevidenció como
impracticable. De esta forma, las intervenciones de comienzos del si-
glo XXI ya no apuntaban a los aspectos dominiales, sino a entender la
“integración urbana” como la apertura de calles, y consideraba que,
consecuentemente, el ingreso de la policía o ambulancias derivaría en
una mayor calidad de vida de la población involucrada. Es necesario
hacer una lectura fina y contrastar el discurso y los objetivos explicita-
dos en los programas y las intervenciones efectivamente realizadas, ya
que muchas acciones quedaron a mitad de camino. En algún sentido,
pareciera que se opera en un nivel de superficialidad al transformar las
villas en “barrios”, mientras su estatus menor permanece intacto, su
estructura física sólo cambia en parte y su ilegalidad no cambia. Puede
interpretarse como la utilización de la idea de ciudad como “sistema”,
donde, entonces, devolver la accesibilidad a las villas, las transforma
mecánicamente en “ciudad formal”.

Esto tiene vinculaciones con la necesidad de comprender las partes
dentro del todo y pensar en que las intervenciones deben tener presen-
te las vinculaciones entre las escalas del territorio y las relaciones entre
el espacio físico y el social, en otras palabras, la territorialidad de las
villas o sus territorialidades. Incluso, por el contrario, el estatus de
estos barrios pareció empeorarse en los últimos años, al asociarse és-
tos a los problemas de inseguridad de la ciudad. Evidentemente son
territorios en disputa por su imagen: la positiva, que le permitiría acce-
der a las intervenciones del Estado en términos de política habitacio-
nal; y la negativa, desplegada por los medios de comunicación, e in-
clusive el mismo Estado desde las instancias que se ocupan de la segu-
ridad/inseguridad. Entonces, el entramado de actores se complejizó a
partir de la presencia de agentes (más dimensionados por la opinión
pública que lo que arroja la evidencia empírica) de actividades ilegales,
particularmente vinculadas al tráfico de drogas, secuestros o robos.
Algunos sectores incluyen entre este tipo de actividades, incluso el
“cirujeo” o “cartoneo”.
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Un dato que pone en evidencia dos problemas es que la respuesta
mayoritaria de los habitantes encuestados de las villas en los años 2005
y 2006 fue que desconocían la existencia de algún programa de radica-
ción, urbanización o mejoramiento en el barrio, aún en aquellos que,
por ejemplo, podían observarse obras como la apertura de calles. Esto
implicaba, en primer lugar, una falta de “llegada” del Gobierno de la
Ciudad a los barrios y, en segundo lugar, fallas en la comunicación de
las organizaciones sociales con los vecinos. A su vez, esto muestra que
los habitantes veían a las acciones del gobierno como fragmentadas y
sin una lógica de mejoramiento integral del barrio, más allá de sus
intenciones. Lo cual, también se vincula a los tiempos prolongados
que requiere la implementación de los programas (más atrasos por
dificultades en los procesos de implementación), que provoca que se
pierda la imagen de las acciones como una secuencia, y que tampoco
se condicen con los que plantean las organizaciones barriales. Estas
muchas veces anuncian medidas que tardan años en concretarse, como
las aperturas de calles o el asfalto, con lo que pierden credibilidad y se
erosiona su legitimidad como representantes de los vecinos.

Un punto a resaltar es el tratamiento de los inquilinos. Como es un
fenómeno nuevo, no está suficientemente problematizado, ni existen
lineamientos precisos en los programas respecto de éstos. Encontra-
mos dirigentes barriales que consideraban que éstos no tenían dere-
chos, en sus argumentos afirmaban “son golondrinas, hoy están mañana
no están”, considerando que cuando se demuele una casa para la aper-
tura de una calle se deben ir y desconociendo que muchos de ellos
llevaban años en esa condición. Otros opinaban que el gobierno se
debía hacer cargo de ellos. Las acciones puestas en marcha desde el
gobierno muestran que no hay una política clara, que quede plasmada
en normas escritas.....

Un punto central en la problemática de la radicación es el creci-
miento (aumento de la población) de las villas, que hace que no sea
sustentable el slogan que se sostuvo durante mucho tiempo, de que
cada familia permanecería en su lote, en su casa y sólo serían afectados
los que se ubican en la traza de las calles. La encuesta aplicada en el año
2005 a las villas de la Ciudad de Buenos Aires, puso de manifiesto que
en algunos barrios se consideraba que el gobierno quería derribar to-
das las casas y hacer desaparecer las villas, en otros que el gobierno los
desalojaría porque la tierra tiene alto valor inmobiliario y en otros, que
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nunca serían propietarios porque la densidad no permitiría cumplir
con las normas urbanísticas.

Existen mutuos condicionamientos a la legitimación de los diri-
gentes. Por un lado, la consideración que hace el Estado de ellos deter-
mina en gran medida su capacidad de posicionarse como interlocuto-
res. Por otra parte, las actitudes de los dirigentes hacia ciertas políticas
las puede legitimar o descalificar. Entonces, si fracasan (como ocurrió
asiduamente) los mecanismos abiertos para la participación significan
fuertes costos políticos para los dirigentes barriales. En cambio los
funcionarios manejan más autónomamente los “costos políticos” y és-
tos dependen más de sus relaciones hacia arriba (dirigentes políticos
de los que dependen o funcionarios superiores) que hacia abajo (ciu-
dadanos). En algunos casos esto provocó un desgaste de las organiza-
ciones villeras y por lo tanto, el Estado se quedó sin interlocutores con
capacidad de negociación51.

Esto remite a la discusión de que en los programas de regulariza-
ción dominial, muchas veces, se parte del supuesto de que los barrios
funcionan como comunidades de intereses. Por el contrario, el punto
de partida debería ser el reconocimiento de una micropolítica presente
en estos espacios barriales, donde las conflictividades están presentes
y se expresan territorialmente. Aún cuando la condición de precarie-
dad habitacional otorga cierta homogeneidad al espacio urbano de la
villas, los sujetos que las habitan son portadores de aspiraciones y
valoraciones diferentes, al igual que sus condiciones objetivas de in-
gresos no son uniformes. Las estrategias y actuaciones de los dirigen-
tes y de los vecinos, interpelan directamente a las prácticas y lógicas de
los actores estatales, ya que la villa no es una isla, ni social ni política-
mente, lo que pone en evidencia la existencia de áreas en las que hay
“integración”/”articulación” con la “formalidad”. La territorialidad polí-
tica en estos barrios tiene la particularidad de que la situación de preca-
riedad de tenencia de los habitantes atraviesa todas las articulaciones
del entramado de actores, tanto internos como externos.

Reconstruyendo la perspectiva de los habitantes de las villas, resul-
tó que el tópico más recurrente era las condiciones urbanas de su hábi-

51 Un funcionario del Instituto de la Vivienda del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires
(IVC) atribuía esta situación a un problema de representatividad de los dirigentes: “hay
una organización en las villas que es formal, pero las villas que crecen masivamente, más
que nada a partir del 2001, son dirigencias que representan una porción.
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tat que su situación legal, pero en un barrio donde existía posibilidad
del desalojo, el tema de preocupación y tratamiento entre los vecinos
eran cómo afrontar (política y judicialmente) esta situación. Asimis-
mo, emergió en las entrevistas a los pobladores, en relación a su ubi-
cación en la ciudad la cuestión de la “discriminación” que sufrían por
vivir en las villas, desde su inserción en las escuelas hasta su participa-
ción en el mercado de trabajo.

Una fuente de tolerancia o intolerancia hacia la permanencia de los
asentamientos desde el Estado proviene de la relación con los barrios
del entorno. Cuanto mayor es la diferencia socio-económica entre el
barrio en cuestión y los que lo rodean, mayor es el grado de intran-
sigencia también de los funcionarios gubernamentales respecto al
asentamiento informal, ya que se prioriza el derecho de la urbani-
zación formal frente a la “informal”. Cuando la distancia es menor,
existe por lo general menor conflictividad, aunque se detectaron
muchos casos, en que los ya “establecidos” no aceptan a los recién
asentados, porque afecta al estatus recientemente alcanzado y siem-
pre en estado de fragilidad.52

En cuanto a la cuestión de la seguridad en la tenencia, en la mayoría
de las entrevistas fue más fácil introducir el tópico de la propiedad o la
escritura a partir de dos cuestiones: el mercado inmobiliario informal
y la herencia. Es decir, obtener el título “lo más legal posible”, los
protege de pleitos con los anteriores dueños de la vivienda, con sus
otros vecinos, o con el Gobierno de la Ciudad. Por su parte, los inqui-
linos aspiran a convertirse en “propietarios” del mercado “informal”.
En relación a la herencia se evidenció una fuerte preocupación por
poder trasmitir un bien, como capital residencial o capital disponi-
ble en caso de necesidad, ya que algunos vecinos fueron pesimistas
en cuanto a la posibilidad en corto plazo de obtener el título de
propiedad perfecto. En todos los casos se esperaba que este título
fuera individual.

Se sostiene aquí que en Buenos Aires, como en otras ciudades de
América Latina, los sectores populares urbanos anhelan constituirse
en propietarios, debido al contexto de vulnerabilidad o inestabilidad
que caracteriza a nuestro sistema económico-político. Tener una vi-
vienda en propiedad otorga la seguridad de un lugar donde habitar, en
un marco de fuertes inseguridades, en particular la de tener un ingreso

52 Este caso se evidenció en el renombrado incendio de “Villa Cartón”, de Villa Soldati.
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mensual acorde a las necesidades de las unidades domésticas. De las
encuestas se desprende que, en promedio, los ingresos de los inquili-
nos tienden a ser menores que los de los “propietarios”, por esta razón
permanecen en esa condición, hasta que logran obtener ahorros o prés-
tamos de algún pariente o amigo.

Como se explicó, la cuestión de la propiedad en la implementación
de las políticas públicas fue pasando a un segundo plano y los progra-
mas de radicación se centraron fundamentalmente en acciones puntua-
les, como la apertura de calles53. Un alto funcionario del Instituto de la
Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires (IVC) afirmó: “independiente-
mente de lo que uno quiera, el nivel de intervención que tiene el Estado es
inocuo, la velocidad con que crece el asentamiento, es mayor que la velo-
cidad con que nosotros logramos construir las viviendas”.

Desde el punto de vista de los pobladores, éstos no tienen la per-
cepción de que serán propietarios en un plazo establecido. Esto se
verifica tras a una década de políticas de radicación sin resultados efec-
tivos, que trajo descreimiento y desconfianza a esta posibilidad de
obtener el titulo de propiedad.

Consideraciones finales

Los conceptos de territorialidad y de acción pública remiten a con-
ceptos que intentan captar la complejidad de los procesos.

El primero se vincula a la relación dialéctica entre sociedad y terri-
torio, donde este último no es un escenario o soporte físico de proce-
sos sociales y donde los procesos sociales no pueden ser pensados
desterritorializadamente, porque en su conformación social el territo-
rio es parte de ese proceso inseparablemente. Implica que la territoria-
lidad es una construcción social que remite a una intencionalidad de la
acción de control del espacio y devuelve a los agentes elementos para
la construcción identitaria. De esta forma, al superar visiones de causa-
lidad unidireccional, plantea la necesidad de una mirada integral que
captura las interfases relacionales del territorio y la sociedad. Permite,
entonces captar dos dimensiones: a) la procesual, al plantearse como
una relación recíproca, es necesario conceptualizar la territorialidad como
un fenómeno dinámico, en movimiento; b) la diversidad: el territorio

53 La apertura de calles además beneficiaría a la ciudad en su conjunto porque permite
mayor accesibilidad.
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no puede ser homogéneo porque es el resultado de una construcción
social, es decir no existe un espacio puro, neutral, sino que por el
contrario la territorialidad expresa el juego de relaciones de los diver-
sos sectores sociales que interactúan en un territorio y disputan por él
material y simbólicamente. Implica, entonces, la necesidad de pensar
lo espacial integrado a las dimensiones social-simbólicas y políticas,
que dan por resultado una territorialidad particular, específica. Esto es
implica consecuencias en la forma abordar los procesos específicos de
las ciudades.

El concepto de acción pública comparte con el de territorial la in-
tencionalidad de superar miradas unicausales de los procesos sociales,
en este caso territoriales, donde por un lado la perspectiva de las polí-
ticas públicas muchas veces tendieron a sobreestimar las capacidades
del Estado en cuanto a fijar comportamientos sociales y control del
territorio. Por otro lado, en algunos casos la perspectiva de la acción
colectiva se centraba en los grupos o agentes en donde no siempre se
evidenciaba su relación con el Estado o su interpelación a las normas
legitimadas desde el Estado. Permite captar la interfase donde múlti-
ples actores se relacionan, disputando el poder y el territorio. Es decir,
los proceso socio-territoriales son el resultado de una relación diná-
mica entre múltiples actores, que remiten entonces a proceso públicos
complejos.

En el estudio del mercado informal en las villas de la Ciudad de
Buenos Aires, un primer acercamiento a las categorizaciones oficiales,
académicas y del sentido común muestra la construcción política de la
territorialidad. Entonces la clasificación “formal” e “informal” para re-
mitirse a tipos urbanos en las ciudades muestran dos zonas con esta-
tus y derechos diferentes, una hegemónica, otra subordinada. A su
vez, dentro del territorio de la informalidad, que es categorizado bajo
una misma etiqueta se encuentran situaciones diversas. Aquellos que
ocuparon el territorio de las villas y se consideran a sí mismos “pro-
pietarios”, pero otros su acceso los coloca en una situación de “inqui-
linos”, existiendo además situaciones diversas como la de compartir
una vivienda, préstamos, etc. Nuevamente se hallan realidades con es-
tatus y condiciones de vida diferentes. Los actores que allí habitan
construyen una legalidad alternativa que interpela a la normativa esta-
tal, a las prácticas y miradas de los otros actores sociales en la ciudad.
Entonces es necesario pensar estos fragmentos de ciudad en relación a
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la ciudad en su conjunto. Los procesos del mercado inmobiliario ex-
tralegal modifican la territorialidad de lo que se llama comúnmente
asentamiento “informal” y expresan una disputa por el espacio urbano
dentro de las villas y con el resto de la ciudad, que recientemente ad-
quiere nuevas complejidades. Esto es, los actores disputan el territorio
de acuerdo al lugar que ocupan en la relación de territorialidad.

Intentando comprender este fenómeno a partir del concepto de te-
rritorialidad y de acción pública nos indica su fertilidad y la necesidad
de aprehender la dinámica y las configuraciones sociales cambiantes.
La apropiación de este concepto derivó en no elegir a priori un “terri-
torio” y luego centrarnos en los procesos sociales, sino que los proce-
sos sociales configuraban una territorialidad propia, que remitía a dos
territorios diferentes: villas y el resto de la ciudad pero que sólo pue-
den entenderse relacionalmente. Por lo tanto estudiar la territorialidad
implica la selección de diferentes escalas de interacción y de intersec-
ción. Supone además remitirse a la historia, condensando la configu-
ración urbana, la política urbana y los entramados de actores con sus
disputas territoriales. Por último, involucra una mirada micro social
territorial que describa y analice los relieves de esa territorialidad, que
nunca es homogénea y que implica una acción pública y por lo tanto,
una dimensión política. Los actores inciden diferencialmente y con
diferente poder en la conformación de esa territorialidad. En este pro-
ceso los actores, ya sean individuales o colectivos, portan su territoria-
lidad (e identidad) más allá del espacio compartido en el que actúan.
Esto asume una dimensión simbólica, que muestra que el significado
del territorio sólo puede ser entendido en el marco de una territoriali-
dad específica.

Mientras se puede criticar la dicotomía “formal” e “informal” desde
el punto de vista teórico, como ya fuera desarrollado en detalle, en la
práctica y en las representaciones de los diversos actores de los
entramados opera como modelizadora de dos tipos de ciudad, más
vinculados al deber ser que a una realidad concreta Es decir son
categorías del sentido práctico (siguiendo la teoría de Bourdieu,
2001) con las que operan todos los actores del entramado en torno
a la cuestión villera, pero lógicamente con significaciones o reapro-
piaciones diferentes.

Por su parte, aquí se enfatiza que dentro de la categoría “informal”,
en las villas se fueron construyeron subcategorías; la de poseedor (lla-
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mado a si mismo “propietario”) y la de “inquilino”, portando cada uno
intereses diferentes, lo que introduce nuevas complejidades a estos
espacios barriales. Esto modifica las formas de sociabilidad barrial y se
constituye una institucionalidad en las prácticas de un mercado inmo-
biliario “informal”, en constante evolución, crecimiento y especializa-
ción. Esta institucionalidad se construye sobre las redes de relaciones
sociales, que a su vez se ven modificadas por estas prácticas económicas.

Entonces, la disputa por el suelo urbano no sólo opera en el plano
concreto de las formas de habitar la ciudad, sino que son espacios en
que también se disputa la legitimidad. La jerarquía social diferente que
tienen la ciudad “formal” y la “informal” opera como una forma de
diferenciación socio-espacial y cualifica a los territorios y sus actores.
Mientras tanto, también la diferenciación social y urbana se reproduce
dentro de estos territorios barriales y se establecen subcategorías entre
zonas con diferente status.

La discusión de las intervenciones estatales en las villas interpela
las concepciones de ciudad como un todo, aún cuando su focalización
las remita a espacios acotados.

Para concluir, se quiere reforzar la idea de que la territorialidad de la
ciudad se muestra así compleja, heterogénea, con estatus diferenciados
y debe ser desentrañada, ya que no se manifiesta a priori. La relación
entre las villas y la ciudad en su totalidad implica una forma de gober-
nanza, donde el Estado juega un rol directo en cuanto a la regulariza-
ción dominial e indirecto (permitiendo prácticas, estableciendo dife-
rentes sentidos y aprobaciones y desaprobaciones respecto a las rela-
ciones de vecindad y representación políticas) respecto al mercado in-
mobiliario extralegal. El orden jurídico local se constituye como una
institucionalidad que fija nuevas reglas del juego internas, que se re-
apropia de las normas de vecindad más tradicionales con relaciones de
mercado, en el marco de una competencia por los recursos estatales.
Entonces, podemos diferenciar analíticamente una territorialidad del
mercado inmobiliario extralegal, una territorialidad social que se rede-
finió recientemente bajo prácticas de reciprocidad y competencia a la
vez y una territorialidad de representaciones y reivindicaciones sobre
la tenencia de la tierra. Sin embargo, éstas se encuentran intrínseca-
mente relacionadas y se vinculan, a su vez, con la territorialidad de las
intervenciones del Estado, que no debe confundirse con los discursos
o paradigmas explicitados.
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Natalia Da Representaçao

La construcción de los espacios comunes como problema, parte del
desafío de transitar la intersección entre sociabilidad, gestión y territo-
rio, y se inscribe en el campo más amplio de articulación entre acción
pública y territorialidad. Supone una reflexión teórico-conceptual en
torno a la noción de espacio público y a las distintas dimensiones que
se le asignan en intervenciones urbanas concretas. Pretende, asimis-
mo, aportar al debate sobre lo público y lo común desde el punto de
vista del trabajo empírico en villas y asentamientos.

La cuestión de los espacios comunes en villas y asentamientos da
cuenta de la actual tendencia del crecimiento urbano metropolitano a
concentrarse principalmente en estas áreas de la ciudad (así como en
los emprendimientos cerrados) y plantea una caracterización posible
para los procesos de fragmentación urbana, en tanto la villa objeto del
presente estudio se encuentra emplazada en un territorio fuertemente
diferenciado desde el punto de vista socioespacial.

Nuestro punto de partida, requiere especificar la preocupación por
desarrollar un análisis multiescalar en el estudio del territorio, con el
propósito de identificar y analizar los entramados de intereses que ar-
ticulen actores de diferentes escalas, que recuperen la totalidad de las
nuevas cuestiones urbanas e interroguen la inter–territorialidad 54 par-
ticular de los espacios comunes. ¿Por qué estudiar los espacios comu-
nes desde la ecuación territorialidad- acción pública? En el caso de los

54 Documento de trabajo “La Cuestión Urbana hoy”, Seminario Latinoamericano La
Cuestión Urbana Hoy, ICO, UNGS, 2004.
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espacios comunes, el territorio visto como espacio sujeto de múltiples
apropiaciones se presenta como una dimensión central, tanto para el
desarrollo de estrategias identitarias, como para aprehender la articula-
ción de intereses respecto de la construcción y gestión de estos espacios.

En la medida en que se presenta como una aproximación explora-
toria de la construcción de espacios comunes en villas y asentamien-
tos, nuestro análisis supone un descubrimiento en el proceso mismo
de investigación, de los alcances del concepto, y, en alguna medida, de
los posibles aportes a la discusión en torno a lo público. Esta inquie-
tud reenvía a su vez posibles interrogantes al campo de la acción pú-
blica, y a la cuestión de la interacción entre actores múltiples –con
distintas jerarquías y valores– en torno a una situación común.

Las posibilidades analíticas del concepto de espacio común permi-
ten pensar los procesos empíricos de construcción del espacio aten-
diendo a la compleja trama de actores involucrados en su utilización y
gestión, quienes sustentan recursos e intereses diferenciales. Intenta
contribuir, analizando una situación concreta, a una concepción de la
gestión urbana incorporando la idea co-constitutiva de actores de la
sociedad civil y del Estado, así como las posibles implicancias deriva-
das del uso de la noción de gobernanza territorial y su articulación con
la construcción de demandas ciudadanas en términos de derechos.

Las intervenciones sobre los espacios comunes se inscriben como
un interesante objeto en esa dinámica que trasciende lo público y lo
privado, pues al tiempo que son el resultado de la gestión pública, son
un plano donde “medir” la complejidad de intereses de actores diver-
sos y las múltiples escalas que intervienen. No obstante, cabe especifi-
car la necesidad de focalizar más minuciosamente el análisis en la esca-
la local y barrial, en la medida en que nuestro interés reside en reflexio-
nar en torno a la modalidad particular de construcción y apropiación
de los espacios comunes en la villa, respecto del resto de la ciudad.

En síntesis, los espacios comunes son visualizados como ámbitos
de encuentro e intercambio, sitios que se organizan en la intersección
de un doble juego, de construcción y de memoria, de lo que es común
para un conjunto de personas. Nos preguntamos acerca de sus proce-
sos de constitución, consolidación y cambio, y más específicamente,
quiénes y cómo los gestionan, cómo se negocian sus transformacio-
nes y cómo impactan las intervenciones urbanas en los espacios co-
munes sobre la vida cotidiana de los actores y sobre la estructuración
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de la ciudad. Es decir: ¿cómo construyen los espacios comunes los
distintos actores sociales que intervienen en la definición del espacio
urbano (organizaciones sociales, vecinos, funcionarios municipales,
provinciales y nacionales, actores privados) en una villa de la Región
Metropolitana de Buenos Aires?. En particular, ¿qué lugar ocupan los
espacios comunes en las demandas de los actores sociales en el marco
de los procesos de gestión de tierra y vivienda?

En este sentido se focalizará en: -la identificación y caracterización
de los espacios comunes en la villa (cuáles son, qué usos se les asig-
nan, qué recorridos suponen, qué emplazamiento tienen dentro del
barrio, qué calificación y equipamiento tienen, qué significados se les
atribuyen); -los procesos de constitución de esos espacios comunes
(cómo se originan, qué momentos atraviesan hasta llegar a su situa-
ción actual, cómo se articulan las decisiones desde las políticas urba-
nas con los procesos de construcción de espacios comunes de los
vecinos, cuáles son los momentos de la gestión urbana que pueden
rastrearse en su construcción).

Se presenta en primer lugar un recorrido teórico-metodológico en
torno a las nociones de espacio público y espacio común. El espacio
común como territorio es al mismo tiempo un espacio material, un
espacio de construcción de identidades colectivas y un objeto de ac-
ción pública. Esa triple naturaleza material, simbólica y política del
espacio y del territorio, remite a los diferentes planos de análisis nece-
sarios para dar cuenta de sus determinaciones: las lógicas de confor-
mación del espacio urbano metropolitano, la trama de actores que in-
tervienen en su construcción y utilización, los procesos de construc-
ción de identidades que de ellos resultan y que a la vez los constitu-
yen, las nuevas modalidades de gestión pública con participación de
actores diversos, el abordaje multiescalar. A continuación se desarro-
llan las características que asumen distintos espacios comunes en una
villa del conurbano bonaerense y los modos en que se gestionan sus
transformaciones recientes. Se indagan, en particular, las vinculaciones
que se establecen entre estos espacios, la vida cotidiana y la vida polí-
tica de quienes los producen y les dan sentido.

Espacios comunes, nociones y problemas

Conceptualmente los espacios públicos han sido objeto de reflexión
desde diversas tradiciones teóricas y disciplinas, de modo que los usos
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de la categoría en diferentes ámbitos implican una creciente impreci-
sión al adjudicarle múltiples significados no siempre claros y coheren-
tes entre sí. Sólo mencionaremos algunas claves del debate sin preten-
der agotarlo, sino anticipar la necesidad de trabajar lo público y lo
común desde un abordaje interdisciplinario así como de revisar dón-
de arraigan las representaciones sobre estas categorías que pueden ras-
trearse en los actores involucrados en las intervenciones.

Desde la Teoría Política, las Ciencias Políticas, la Filosofía Política
la reflexión clásica sobre lo público suele remitir al modelo mítico del
ágora griega, en el sentido de plaza pública donde se dirimían las cues-
tiones de interés común a todos los ciudadanos. La esfera pública se
considera una instancia intermedia entre la sociedad civil y el Estado, y
su carácter público es una herramienta de la que disponen los ciudada-
nos para el intercambio racional de ideas que contribuye al correcto
funcionamiento de un sistema republicano 55. En estos largos siglos
de debate en torno a lo público pueden rastrearse perspectivas que
celebran la esfera pública, en las cuales lo público es un supuesto o
bien es algo a construir 56. Asociada con la democracia y con la expre-
sión de la ciudadanía, la recuperación de la categoría de espacio públi-
co en este sentido parece inscribirse en una aproximación prescriptiva
y crítica de los espacios públicos, que en general se asocian con un
“deber ser” más que con una reflexión descriptiva y explicativa de sus
alcances.

En alguna medida, la complejidad del debate sobre lo público ha
sido simplificada cuando se traduce al campo del urbanismo. Por un

55 Los abordajes de Habermas y Arendt se consideran aportes sustanciales a la reflexión en
torno a lo público. Habermas sostiene que lo público es lugar de expresión, históricamen-
te situado, del debate democrático. Es posible pensar allí un diálogo racionalmente
motivado, ya que lo público habilita la “acción comunicativa”, cuyo objetivo es la
elaboración de un acuerdo basado en el uso libre y público de la razón. Hanna Arendt, por
su parte, considera que el espacio público se estructura alrededor de una definición
común del interés general o del bien público; y es en la esfera pública donde se produce
el poder genuino.
56 Salcedo Hansen (2002) señala que esta visión enfatiza la idea de un espacio (metafóri-
co) de libertad, el cual existe entre el Estado y los asuntos privados y que constituye el
punto de partida para un debate crítico-racional que presenta una pretensión para el
ejercicio legítimo del poder. Este debate público, para no ser una simple simulación,
requiere del uso de la racionalidad humana y del encuentro y diálogo de diversos grupos
sociales. El autor destaca que en su Teoría de la Acción Comunicativa, Habermas señala
que la constitución de una esfera pública libre de las arbitrariedades del poder, es una
promesa incumplida de la Modernidad, ya que ha primado la racionalidad instrumental
propia del sistema de intercambio de dinero y poder.
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lado, la intervención y el control sobre calles, avenidas, plazas, sobre
las relaciones entre los espacios privados y los del conjunto de los
ciudadanos fue uno de los fundamentos de la disciplina57. Por el otro,
los espacios públicos, vistos como espacios de la sociabilidad, como
expresión política y social, como el lugar de condensación de la iden-
tidad de las ciudades, se plantearon desde el urbanismo y el planea-
miento como sujetos de políticas cuyo objetivo fue el mejoramiento
de la calidad ambiental de las ciudades, tanto para las actividades de
sus habitantes como para los flujos turísticos y de inversión inmobi-
liaria (Novick, 2004). Sumado a lo anterior, la perspectiva de los pla-
nificadores urbanos tiende a enfatizar el quehacer del técnico, minimi-
zando la construcción compleja de estas intervenciones donde técni-
cos, políticos y habitantes se interpelan mutuamente.

Nuestro interés reside en abordar los alcances del espacio público,
de sus propiedades intrínsecas, de los desafíos que supone su cons-
trucción política, desde la noción amplia de espacios comunes, que in-
tenta recuperar algunos aspectos de la noción de lo público y transitar
sus posibilidades focalizando situaciones concretas de construcción
de estos espacios. De este modo, resulta prioritario despejar de qué
hablamos cuando hablamos de espacio común, qué tipos de espacios
comunes podemos identificar en distintos sectores de la ciudad, cómo
se articulan las prácticas sociales en su construcción y emergencia, cómo
se construyen los significados en torno a dichos espacios.

Tal como anticipáramos, por un lado, existe una tendencia a enfati-
zar lo prescriptivo del espacio público, que no necesariamente coinci-
de con los usos y posibilidades de estructurar la sociabilidad que efec-
tivamente se dan en dichos espacios. Por otro lado, la definición del
espacio público ha sido asociada a otro contexto histórico, con una
fuerte identificación con lo público estatal, que a la luz de las transfor-
maciones de los últimos años derivadas de la reforma del Estado, re-
quiere de cierta revisión (Rolnik, 2001)58.

57 Desde los manuales decimonónicos de diseño y gestión de calles y avenidas pasando
por los “sistemas de espacios verdes y libres” que se gestan en los albores del siglo XX,
hasta la reciente demanda de espacios públicos que se dirime en el marco de la formula-
ción de proyectos urbanos de nueva generación, los espacios públicos fueron uno de los
objetos privilegiados de este campo disciplinar.
58 En el marco de la redefinición de lo público y lo privado de la década del noventa,
Catenazzi y Filc (2001) pusieron de manifiesto el doble proceso de retirada y penetración
del Estado. A partir de la reforma del Estado, éste deja de producir bienes y servicios
públicos y se implementa una progresiva transferencia de funciones al sector privado, con
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En términos del debate, existe una prolongada tradición del uso de
lo público que lo asocia a “lo común y general” en contraposición a lo
individual y particular, que refiere a lo que es de interés o de utilidad
común a todos los miembros de la comunidad política y a lo que
atañe al colectivo. En ese sentido, lo público se vuelve progresivamen-
te sinónimo de político. Lo común y lo general estuvo durante mucho
tiempo identificado con la comunidad política o Estado (Rabotnikoff,
1995). La construcción de ese lugar de lo común y lo general, históri-
camente identificado con el espacio público hoy en día se ha ido des-
plazando hacia significados diversos. Estos nuevos desplazamientos,
conservan lo central del concepto de espacio público y recuperan de
esa idea tradicional la dimensión colectiva, común y general de lo pú-
blico. Este énfasis es el que interesa recuperar cuando planteamos el
desplazamiento del espacio público al espacio común.

Desde el marco legal, el espacio público puede ser definido de
manera simple como el espacio perteneciente estrictamente al ám-
bito público estatal, no perteneciente a una “persona moral de dere-
cho privado”.

Desde una perspectiva urbanística, los espacios públicos se caracte-
rizan fundamentalmente por desarrollarse en lugares abiertos o exte-
riores tales como calles, caminos, plazas, parques, jardines, terrenos
baldíos, etc. Por otro lado, entre los nuevos desplazamientos identi-
ficamos diversos espacios que tendemos espontáneamente a consi-
derar como públicos, porque pueden acoger a numerosas personas
y asimismo proponer un marco a la sociabilidad ciudadana, pero
que en rigor son lugares privados. Recientemente, bajo el paradig-
ma de la ciudad competitiva y global de los noventa, el proyecto
urbano se fue reduciendo a una suma de intervenciones emblemá-
ticas del marketing urbano, en tanto el espacio público se transfor-
mó en vidriera urbana de ciudades donde el mercado seleccionaba
las localizaciones privilegiadas y abandonaba a su suerte las áreas
postergadas. Se instaura de este modo una heterogénea “publici-

la consiguiente mercantilización de los servicios. Pero a lo largo de ese complejo proceso,
se fue transformando la mediación en la implementación de políticas sociales, con la
intervención de nuevos actores. En fecha reciente, para comprender los procesos de
gestión urbana, requieren de la amplia noción de gobernanza que no se restringe a las
acciones de la esfera pública sino que incluyen los privados y más globalmente considera
la multiplicidad de actores que participan en los procesos de producción y toma de
decisiones en la ciudad.
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dad” en la Región Metropolitana de Buenos Aires y una privacidad de
características inéditas (Liernur, 2003; Remedi, 2003; Serpa, 2004).

En la actualidad, pueden hallarse en la ciudad espacios de sociabi-
lidad en apariencia públicos pero que escapan a la anterior definición
clásica del término, que podrían ser espacios mixtos o intermedios,
como aquellos “de contacto”, “de paso” ( la reunión en el escuela, la
parada del ómnibus, la esquina) o como aquellos que se visualizan
como espacios públicos privatizados o semipúblicos (shoppings, par-
ques enrejados, calles cerradas con barreras); también los “territorios
inciertos” (lugares abandonados en los intersticios entre grandes terre-
nos, zonas residuales de los sistemas de transportes, donde pareciera
que no existe norma ni intervención), entre otros. Con frecuencia, di-
versos autores destacan las transformaciones de los espacios públicos
enfatizando la pérdida o privatización de lo público (Gorelik, 1997;
Svampa, 2002; Sennett, 2003). Coincidiendo con Remedi (2003),
Liernur (2003), Moisés Rodríguez (2001), entre otros, esta diversidad
de espacios requiere repensar la categoría de espacio público para abor-
dar el análisis de intervenciones concretas.

Pareciera que el espacio público no debe entenderse necesariamen-
te como propiedad pública ni como lugar de libre acceso al público en
todo momento, sino que básicamente representaría el espacio que el
interés general desarrolla y establece para cumplir esa función. Resulta
importante utilizar un término que contribuya a crear independencia
entre la propiedad del bien mueble o inmueble de su función de uso
público y ampliar así el concepto y las acciones sobre éste.

Intentando describir la textura de estas diversas modalidades de
espacios, el desplazamiento que proponemos va del concepto de espa-
cio público, que dista de ser un concepto unívoco, al de espacio común.
Un espacio común es un ordenamiento que permite la copresencia de
actores sociales, fuera de su marco doméstico- para disociar de esta
manera espacio común y vivienda. Este espacio común puede ser pen-
sado como un espacio de convergencia y de actos, en el sentido en que
es donde los individuos convergen y actúan e interactúan en él con
otros individuos pero también con objetos y formas espaciales (Luss-
ault, 2003). En este sentido, el espacio común se propone como un
concepto articulador de las posibles combinaciones de los aspectos
material e inmaterial del espacio, así como de sus atributos y de su
configuración en base a las prácticas sociales de los actores. Sostene-
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mos con Crosta (2000) que el espacio no se torna público ni por
decreto ni sólo por el uso “en común” sino por un proceso de interac-
ción social en una situación de copresencia en la cual los actores aprenden
a convivir a pesar de las diferencias59.

Se intenta enfatizar desde esta definición la idea de lo común en el
sentido de lo “construido por la comunidad”, de aquello que adquiere
así significado para un colectivo. Monnet (1997) hace hincapié en la
construcción de los lugares simbólicos de la ciudad, como sería el
caso de los espacios comunes, como un proceso que contribuye a la
identificación de la sociedad como una comunidad, en el sentido que
implica una comunión social que otorgue un sentido definido y com-
partido por el grupo que ese espacio reúne. Los símbolos expresados
en los espacios comunes, son comunes en el sentido de que son cons-
truidos y comprendidos por todos, su simbolismo se instituye como
un todo, como la unión de los espectadores del símbolo.

En el estudio de los procesos culturales urbanos,     las representacio-
nes sociales se presentan como una de las dimensiones de la produc-
ción de espacios comunes, ponderando los mecanismos de apropia-
ción y “auto referenciación”, de construcción de identificaciones60, de
disputa entre diferentes grupos por la construcción del sentido, enfo-
que que hace visible la potencialidad de interpretar la naturaleza sim-
bólica del territorio. (Brubaker y Cooper, 2001; Grimson y Semán,
2005; García Canclini, 1991; Bertaux, 1996). En ese sentido, se ilu-
minan las relaciones que se establecen entre la naturaleza del territorio
y la subjetividad de los actores. Entender al territorio de los espacios
comunes como auto-referencia, tiene en cuenta de manera simultánea
su carácter subjetivo y convencional (intersubjetivo). Su naturaleza
subjetiva está relacionada con la experiencia individual, afectiva y sim-
bólica. Su naturaleza convencional expresa la pertinencia de un proce-
so dado, singular y endógeno de construcción colectiva de inteligibili-
dad del mundo y de una representación auto-referencial e identitaria
del grupo que la construye.
59 “Se inviste un lugar del carácter de ‘público’ si y cuando todos los que allí se encuentran
a interactuar en una situación de ‘compresenza’, utilizándolo de manera diferente y por
motivaciones diferentes (y no compartidas: la ‘compresenza’ puede ser caracterizada por
tensiones y por conflictos), aprenden, a través de la experiencia concreta de la diversidad,
la ‘compresenza’ en términos de convivencia; y a través de este proceso ‘se hacen’ públi-
co” (Crosta, 2000, p42).
60 Brubaker y Cooper (2001) entienden la identidad como la acción de identificar, acción
que no habla de un único actor, sino de la interacción entre diferentes actores en puja por
la construcción del sentido.
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Mientras que una de las posibilidades que contempla esta defini-
ción es caracterizar un gradiente de tipos de espacios comunes, otra de
las potencialidades del concepto espacio común es que no se en-
cuentra asociado a una connotación positiva de la organización de
las interacciones espaciales posibles, la práctica de este espacio co-
mún no es a priori “virtuosa”, tal como en diversas tradiciones se
asigna a lo público.

Orientando el análisis de estos espacios, Lussault (2003) plantea
dos componentes o analizadores del espacio común que son la accesi-
bilidad y la intersubjetividad.

En términos de la accesibilidad, si pensamos el espacio común como
un espacio que tiende a ser “abierto”, lo que entra en juego es quiénes
y cómo forman parte de ese espacio y quiénes y cómo son excluidos.
Dicho de otra manera, cuáles son los límites o las fronteras y cuáles las
compuertas de acceso y exclusión, fronteras que pueden ser de exclu-
sión explícita o sólo potencial.

Entre los aspectos que inciden en la accesibilidad se cuenta la defi-
nición del carácter jurídico e institucional de un espacio. Dicha defini-
ción contribuye a que el actor adopte un registro específico de acción,
determinando de esta manera las prácticas legítimas para él como para
otro. Ineludiblemente, al hablar de espacios comunes, junto a la deli-
mitación formal debemos insertarnos en el terreno de los sistemas
normativos no institucionales, en cuyo marco intentamos compren-
der cómo las normas sociales y los valores son comprometidos e ins-
criptos en las prácticas y contribuyen a definirlas y a justificarlas.

En este sentido, en la construcción de estos espacios comunes apa-
recen diversas formas de accesibilidad diferencial que responden a
normas institucionales formales así como otras informales que mar-
can las fronteras y las condiciones de acceso a los mismos (Serpa,
2004; Saraví, 2004).

Ambos aspectos, lo institucional y lo no institucional, resultan cen-
trales para entender cómo en el entorno común los actores no siempre
responden a un conjunto formal de reglas que se aplican indistinta-
mente a todas las situaciones. Focalizar los sentidos que adquieren
estas prácticas de acuerdo a los usos que habilitan determinados siste-
mas normativos y determinados ordenamientos espaciales permite
analizar los espacios comunes “en situación”. De este modo, un espa-
cio común es configurado, aprehendido y representado de acuerdo a
su escala, a su ordenamiento, a su accesibilidad, así como de acuerdo
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al lugar que el colectivo y/o el actor social le asigne de acuerdo a los
sistemas normativos vigentes.

En la misma línea, enfatizando la relación que existe entre sistemas
normativos y disputa por el territorio, Duhau encuentra potencialidad
en el concepto de orden urbano, entendido como conjunto de normas
y reglas tanto formales (pertenecientes a alguna jerarquía del orden
jurídico) como convencionales a las que recurren los habitantes de la
ciudad explícita o tácitamente en el desarrollo de las prácticas relacio-
nadas con los usos y las formas de apropiación de los espacios y
bienes públicos o de uso colectivo de la ciudad (Duhau, 2004, p.
258). El enfoque de los usos de estos espacios requiere comple-
mentarse con el abordaje de la gestión multinivel de los espacios
comunes en la ciudad, de modo de ahondar el modo en que las
demandas y usos habituales de los actores interactúan con las solu-
ciones técnico-políticas.

Junto a la cuestión de la     accesibilidad de los espacios comunes, otra
dimensión constitutiva es la posibilidad de ser marco de la intersubje-
tividad. El ámbito de lo intersubjetivo implica para cada actor afrontar
el probable encuentro con lo que no deseaba o no esperaba ver, mien-
tras que en el ámbito privado los actores tienen casi siempre la posibi-
lidad de elegir el tipo de entorno acorde con sus preferencias. La posi-
bilidad del encuentro intersubjetivo, implica las modalidades en que
se ordenan los intercambios en términos de identidad, precisamente
porque existe consenso acerca de la construcción de identidades como
un proceso que requiere del reconocimiento de una alteridad, de otro.
Los espacios comunes se construyen, siguiendo a Silva (1991), incor-
porando las “marcas de habitación” que las personas y los grupos pro-
ducen al nombrarlos y recorrerlos. Su producción exige, además, un
conjunto de operaciones simbólicas integrado por las evocaciones, la
imaginación y el poder de representación de los sujetos, sus vivencias
y experiencias cotidianas.

Desde nuestra perspectiva, la construcción colectiva de espacios
comunes incorpora a la cuestión de la distribución, la calificación o el
equipamiento, la accesibilidad, las negociaciones identitarias, tensio-
nes y juegos de poder en las que interviene una compleja trama de
actores. En la medida en que las disputas por los espacios comunes,
inscriben la cuestión en términos de poder, permiten pensar al espacio
común como recurso, como producto y como práctica. En suma, para
este trabajo, su apropiación a nivel simbólico, las operaciones impli-
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cadas en sus transformaciones y en su gestión, la posibilidad de cons-
truir espacialidades comunes inéditas tienden a corresponderse con
proyectos políticos y culturales en tensión. La territorialidad de los
espacios comunes condensa conflictos de diverso orden, enfatizare-
mos en particular los conflictos que supone el análisis de cómo se
construyen y gestionan los espacios comunes en villas y asentamien-
tos irregulares.

Espacios comunes en disputa: el caso de la villa La Cava

El objeto del presente apartado es el de analizar los desplazamien-
tos propuestos entre las nociones de público y común en un caso
concreto, analizando los distintos tipos de espacios comunes identifi-
cados en la villa La Cava. Se trata de espacios que han sido objeto de
diversas intervenciones, las cuales expresan los proyectos en tensión
que están en juego en cada hito en la historia de su constitución. El
trabajo intenta abordar las transformaciones recientes, tomando como
punto de llegada los inicios de la implementación del plan de urbani-
zación de la villa (2005).61

Hacia una caracterización de los espacios comunes de la villa

Para responder a estas preguntas, se trabajará en torno a la cons-
trucción de espacios comunes en la villa La Cava, la cual se localiza en
el municipio de San Isidro de la zona norte del Gran Buenos Aires,
contigua a residencias de sectores de altos ingresos. La ocupación del
territorio del barrio se produce hacia la década del ’50, bajo la autori-
zación de Obras Sanitarias de la Nación, quien permite a los obreros
que trabajaban en sus obras asentarse en el predio con sus familias.
Hoy La Cava se extiende en un área de unas 19 hectáreas y cuenta con
una población aproximada de 8.500 personas.

 El barrio cuenta con dos calles abiertas mientras el resto de la cir-
culación interna se resuelve por un intrincado sistema de pasillos. Posee
redes de servicios de agua potable y electricidad muy precarias y no
dispone de desagües de alcantarillado ni pluviales. Pueden distinguir-
se cinco sectores dentro del barrio (20 de Junio, la Cava Grande, la

61 El trabajo de campo se realizó entre 2003 y 2005, supuso la realización de 25 observa-
ciones (participantes y no participantes) in situ y 10 entrevistas semi estructuradas a
informantes clave. El enfoque elegido fue de tipo exploratorio y desde una perspectiva
cualitativa. Se prevé una segunda etapa de trabajo de campo para comienzos de 2009,
con las obras de urbanización de la villa ya avanzadas.
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Montaña, la Isla, Quinta del Niño), tres de los cuales cuentan con
espacios utilizados para el esparcimiento, los potreros que aquí lla-
man canchas.

Clichevsky (2003) plantea que inicialmente en la conformación de
las villas, si bien supone una ocupación del terreno sin planificación
previa, se suelen dejar áreas libres para distintas actividades comunes,
dependiendo de la densidad relativa de la villa su posterior ocupación
para viviendas. Cuando existen, dichos espacios comunes generan lu-
gares de encuentro y zonas abiertas que “disminuyen la baja calidad
ambiental provocada por la falta de espacios verdes” y sirven para acti-
vidades de recreación.

Efectivamente, un primer recorrido por La Cava nos muestra un
conjunto heterogéneo y desordenado de casas y casillas precarias, se-
paradas por angostos pasillos que en algunas zonas desembocan en
espacios abiertos de dimensiones variables en cada caso. Algunos de
estos espacios abiertos no pueden ser transitados ni ocupados por
viviendas por ser zonas inundables. Otros espacios abiertos, llamados
“canchas” por los vecinos, fueron rellenados sucesivamente ya sea por
la acción puntual y limitada de algunos vecinos o por la descarga de
escombros y residuos de los camiones municipales. Sin una intencio-
nalidad explícita de mejorar tales espacios, dichas acciones transfor-
maron esas zonas con frecuencia inundables en áreas libres utilizadas
por niños, jóvenes y adultos.

Las canchas son significadas por los habitantes como los espacios
de todos, de encuentro y de diversión, y pueden pensarse desde la
categoría de espacios comunes. Se usan frecuentemente como espacio
de juegos para niños, jóvenes y adultos, en particular para jugar al
fútbol, también se los ha utilizado para hacer asados y fogones. Son
sitios donde se manifiestan las celebraciones: en ocasiones específicas
durante el año, como por ejemplo para el día del niño, son centro del
festejo y se realizan juegos, entregas de juguetes y meriendas; también
se utilizan durante las procesiones en los festejos religiosos.

En tanto espacios comunes, posibilitan el encuentro social de los
vecinos de la villa y operan como nudos en el territorio del barrio (en
el sentido que otorga Silva, 1991, a los cruces de recorridos, la con-
fluencia de pasillos y los puntos de encuentro). La sociabilidad y los
intercambios posibles sufren cambios durante el transcurso del día:
los juegos de niños y adolescentes, los grupos de mujeres y varones
reunidos se prolongan hasta que se va la luz del día. A partir de esa
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hora, recorren estos espacios los que viven en sus alrededores y quie-
nes conocen la actividad propia de ciertos pasillos, como parte de las
normas no formales de convivencia en el barrio. Indagados acerca de
quién controla y mantiene estos espacios, los vecinos responden vaga-
mente “los de ese sector” o “los que viven en el borde de la cancha”.
Tampoco existe una imagen unificada respecto de sus orígenes, “están
desde siempre” y “fueron quedando” son las formas más habituales de
registro que aparece entre los vecinos, sin lograr identificar actores
específicos que intervinieron en su primera delimitación y conforma-
ción. De ahí que se trata de espacios que existen una vez que comien-
zan a usarse.

A su vez, la reaparición de algunas organizaciones sociales con tra-
bajo comunitario en los últimos años, ha otorgado a estos espacios un
uso menos habitual: el armado de espectáculos artísticos y talleres de
trabajo al aire libre que convocan al conjunto de los vecinos. Por últi-
mo, la movilización reciente (desde 2003) de un grupo de vecinos por
el derecho a la tierra y a la vivienda junto a las organizaciones sociales
APAC y CELS62, ha tenido como expresión de alta visibilidad la orga-
nización de algunos talleres de información y discusión sobre la cues-
tión de los derechos de los vecinos realizados en la “cancha” de la zona
de la Montaña. Dicha convocatoria supuso, además, la invitación a
que expusieran sus trabajos un grupo de artesanos de La Cava y a que
se montaran ferias de comida realizadas por mujeres del barrio, ocu-
pando buena parte de la cancha y algunos accesos importantes.

Una primera mirada permite analizar a estos espacios comunes como
marcas territoriales de identidad, escenarios de sociabilidad nombra-
dos y recorridos por todos. A diferencia de otros espacios destinados
al ocio y al esparcimiento en el resto de la ciudad, los espacios comu-
nes en la villa tienen la particularidad de cubrir estas necesidades que
difícilmente pueden ser resueltas dentro de las dimensiones reducidas
de las viviendas, en su mayoría carentes, además, de espacios similares
a los patios. En una población en la cual el aprovechamiento intensivo
de los espacios es uno de los indicadores más elocuentes de su situa-
ción de precariedad, esto no parece obstáculo para que los vecinos de
La Cava reconozcan sus necesidades de encuentro y recreación y lo
manifiesten legitimando y preservando los escasos espacios comunes

62 APAC: Asociación Para Apoyo a Comunidades CELS: Centro de Estudios Legales y
Sociales
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con los que cuentan dentro del barrio, los cuales portan la característi-
ca distintiva de ser accesibles a todos ellos.

Existen otros espacios de encuentro, habilitantes de actividades
comunes resueltas en espacios “cerrados”, como es el caso del patio
del colegio (próximo a la parroquia Nuestra Señora de La Cava, ubica-
da en uno de los límites de la villa) donde transcurren desde los feste-
jos de la vida escolar hasta los encuentros de la Comisión de Tierras y
Vivienda que milita activamente por los derechos económicos, socia-
les y culturales de los vecinos del barrio. Por el tipo de intercambios
que propone, el patio del colegio también puede interpretarse como
espacio común del barrio.

Otras expresiones de espacios comunes son los pasillos internos
de la villa. La cuestión de la circulación al interior de la villa se resuelve
por una compleja distribución de angostos pasillos, objeto de sucesi-
vas mejoras, en ocasiones por los propios vecinos, en ocasiones por
el municipio. Existe una “vida de pasillo” en la cual a diferentes hora-
rios se encuentran las mujeres, se reúnen los jóvenes y juegan los
niños. En los pasillos se produce todo tipo de intercambios, y, en
ocasiones, se mencionan situaciones de riesgo para los propios veci-
nos. Cuáles son los horarios riesgosos, a quiénes se debe evitar en-
contrar, cuándo y dónde ir acompañado, forman algunas de las claves
de significación que adquieren estos espacios comunes. Quienes vi-
ven desde hace un tiempo en el barrio conocen con cierta certeza los
hábitos y costumbres de buena parte de sus vecinos y comienzan a
desarrollar una suerte de mapeo territorial del barrio en su conjunto,
no formalizado y de utilidad operativa, ubicando zonas donde se pue-
de circular y zonas donde no siempre es posible (ya sea porque está
inundado o porque hubo algún conflicto violento reciente), pasillos
que se evitan por su deterioro y pasillos que conectan itinerarios habi-
tuales (comprar, ir a la escuela, asistir a la parroquia, salir y volver del
trabajo, etc). De este modo, el pasillo aparece referido como un espa-
cio común valorado y con utilidad múltiple; en base a los acuerdos
tácitos y normas a veces explícitas entre vecinos, en los pasillos la
extrema proximidad física otorga oportunidades de compartir así como
oportunidades de vivir (o perpetrar) situaciones de riesgo y violencia.
Para una gran parte de los vecinos, dadas las limitaciones estructurales
de las viviendas, el pasillo aparece como una extensión del espacio
privado de la vivienda, aunque con ciertas diferencias respecto de las
canchas.
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En definitiva, los espacios comunes reconocidos en el barrio, apa-
recen como lugares comunes a todos donde se “prueba” el mundo,
donde en alguna medida se participa del sentido común de vivir y
crecer en la villa. Sin embargo, como operadores de las interacciones,
los espacios comunes identificados producen sociabilidad con mati-
ces diferentes.

A diferencia de lo que el supuesto sobre la inaccesibilidad de las
villas prescribe respecto de las interacciones sociales posibles en estos
barrios, los encuentros desplegados en las canchas y el patio del cole-
gio involucran tanto a los vecinos como a diversos actores sociales de
fuera del barrio. Para buena parte de las actividades convocadas, tanto
el patio del colegio como las canchas son espacios comunes que pare-
cen admitir la presencia de “otros”, externos a la villa. En ambos espa-
cios las actividades desarrolladas suelen generar intercambios entre
vecinos, referentes políticos, miembros de organizaciones sociales de
La Cava y de fuera del barrio. Cabe mencionar que en las propuestas
más recientes de talleres de encuentro por la situación de la tierra y las
viviendas (2004 en adelante), la intencionalidad por acercar la villa al
resto de la ciudad forma parte incluso de algunas de las convocatorias,
así como de los temas de debate.

En un primer intento por reconstruir distintos tipos de espacios
comunes puede pensarse que canchas y patio resultan espacios de en-
cuentro en los cuales se admite y se incentiva la presencia de “otros”,
aparecen como una parte que la villa expone más hacia fuera. Asimis-
mo, es donde se suceden encuentros más institucionalizados, más or-
ganizados, de hecho es una de las instancias donde se hace visible la
presencia de organizaciones sociales. La intencionalidad de intercam-
biar con el afuera parece condensarse en estos espacios, en el marco de
escenarios calificados por los vecinos como lugares protegidos.

Frente a esta primera diferenciación, resulta interesante especificar
otro tipo de espacio común, los pasillos. En los espacios de circula-
ción interna del barrio, los encuentros parecen ser más espontáneos,
casuales, en buena medida con escasa planificación de las interaccio-
nes. No obstante, son espacios comunes donde los códigos internos,
conocidos casi exclusivamente por los propios vecinos, adquieren una
importancia fundamental para realizar los intercambios, códigos de
los cuales quienes no son del barrio quedan excluidos, dependiendo
de los primeros para ingresar y circular por el interior de la villa.
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Espacios comunes y los márgenes de la acción pública
en La Cava

En el marco de un discurso de intervención en las villas, en el cual
históricamente se priorizaba la propuesta de la erradicación antes que
la radicación y/o regularización, los sucesivos gobiernos municipales
han realizado en la década del noventa, no obstante, algunas interven-
ciones puntuales en La Cava, como la apertura de una calle interna, la
mejora de algunos pasillos internos (aportando los materiales mien-
tras los vecinos aportaban su mano de obra), el relleno de algunos
sectores inundables. Pueden reconocerse incluso divergencias al inte-
rior del municipio, mientras que un sector del municipio, en general
el área de Planificación Urbana propone la erradicación o estándares de
urbanización altos, otro sector, con frecuencia el área de Desarrollo
Social, aporta materiales, conocimientos técnicos específicos y conta-
das soluciones acotadas.

En el proceso de consolidación de las villas miseria descripto por
Clichevsky (2003) se reconoce que fueron principalmente algunas
organizaciones sociales las que contribuyeron fuertemente a la mejora
del hábitat en infraestructura y equipamiento colectivo. El trabajo de
APAC-CELS en La Cava desde el año 2003 puede inscribirse en este
tipo de intervención. En el escenario de un costoso proceso de sensi-
bilización a los vecinos y de diversas estrategias de convocatoria a par-
ticipar, se lograron por un lado, intervenciones puntuales (denomina-
das “las obritas de los vecinos”, quienes aportaban su mano de obra)
tales como mejora de algunos pasillos internos, arreglo de algunos
desagües, poda de árboles añejos que constituían un peligro para las
viviendas de esa zona, limpieza y creación de una especie de plazoleta
en un cruce de pasillos acompañada de un altar a la virgen. Se destacan
estas intervenciones puesto que, en su totalidad, involucran a los es-
pacios comunes como una de las necesidades de transformaciones
urbanas sostenidas por los vecinos.

Por el otro, orientando un proceso de mediano y largo plazo, el
trabajo en talleres de promoción comunitaria y los eventos de difusión
al interior de la villa habilitaron el acceso al conocimiento de los están-
dares establecidos por el Comité de Derechos Económicos Sociales y
Culturales (órgano encargado del monitoreo del cumplimiento del Pacto
Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales) que otor-
gan contenido al derecho a una vivienda digna, entre los que se inclu-
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yen: la seguridad jurídica de la vivienda; la disponibilidad de servi-
cios, materiales, facilidades e infraestructura; gastos soportables; habi-
tabilidad; asequibilidad; lugar; adecuación cultural. Dichas demandas,
preeexistentes con formulaciones menos precisas y aún más dispersas,
encuentran así un modo integral de expresión y una posibilidad con-
creta de comunicación y concientización en sectores del barrio escasa-
mente involucrados en el proceso histórico de lucha por la tierra, la
vivienda y el hábitat.

Con el tiempo, como resultado del trabajo en talleres, se establecie-
ron comisiones de vecinos respondiendo a la necesidad de organizar-
se para viabilizar reclamos e intervenciones que atenderían a distintos
aspectos del mejoramiento urbano (e implicaban algún nivel de inter-
vención en los espacios comunes): de arbolado y alumbrado; de servi-
cios públicos; por el derecho a la tierra, a la vivienda y al hábitat.
Dicho proceso supo propiciar encuentros entre actores públicos y pri-
vados, con contextos de debate diferentes, así como acuerdos y resul-
tados aún escasamente visibles.

En el caso de los servicios públicos, algunos vecinos organizados
sostuvieron encuentros con representantes de las empresas Edenor S.A.
y de Aguas Argentinas S. A., intentando iniciar un proceso de mejora-
miento del precario servicio existente63 con participación de los veci-
nos. En el caso de Aguas Argentinas, los intercambios no avanzaron
debido a las relaciones conflictivas que sostenían tanto APAC como
los vecinos organizados con el municipio de San Isidro. Con Edenor
se realizaron diversos encuentros planificando la distribución de res-
ponsables internos de algunas mejoras (en particular, del cuidado de
las acciones frente a los cortes de luz) y a cargo del contacto con la
empresa. En cierta medida, no llegaron a implementarse aún los cam-
bios, dada la dificultad para hallar responsables reconocidos por los
vecinos en cada sector de la villa.

De mayor impacto fue el trabajo de la comisión de vecinos por el
Derecho a la Tierra y a la Vivienda, en coordinación con el CELS y con
APAC. Por un lado, como referentes para la capacitación en derechos
(económicos, sociales y culturales); por otro lado, para apoyar y orga-

63 La Cava cuenta con una distribución precaria de la red de agua, con caños que van por
encima de los pasillos a la altura de los techos y a la par del cableado interno de la luz.
Ambas redes “cuelgan” sobre los pasillos de circulación que se encuentran frecuentemente
inundados.
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nizar reivindicaciones y reclamos por vía legal así como movilizacio-
nes, tanto en torno a tierra y vivienda como a aspectos vinculados a los
espacios comunes. Iniciados estos reclamos, asambleas barriales del
municipio (como la Asamblea de Vecinos de Beccar) se acercaron a
conocer el trabajo de los vecinos organizados y apoyaron algunas de
sus acciones y reivindicaciones.

A su vez, la creciente visibilidad de su accionar suscitó ciertos repo-
sicionamientos de algunos actores claves a la hora de pensar las trans-
formaciones urbanas en la villa. El municipio intentó, primero a través
de sus punteros políticos en La Cava, y luego a través de algunos
funcionarios, ejercer presión para desalentar las actividades y convoca-
torias tanto de la comisión por el Derecho a la Tierra y a la Vivienda
como de APAC-CELS.

Dada la evidencia del limitado acceso de dichos sectores a la justicia
y a las posibilidades de defenderse frente a los abusos de terceros o del
propio Estado, el proceso por el cual los vecinos de la villa La Cava
junto a un conjunto de organizaciones sociales llegan a hacer visible y
ponen en la agenda pública su demanda integral de tierra y vivienda64

se rescata como una experiencia que conjuga aspectos de las nuevas
mediaciones frente al Estado sostenidas por actores de la esfera pública
no estatal, en interacción conflictiva con determinados actores de dife-
rentes niveles del estado involucrados, en particular el gobierno local.

Por un lado, esta participación encuentra arraigo en algunos gru-
pos –medianamente desarticulados– con considerable experiencia an-
terior en la lucha por la tierra, por la vivienda y el hábitat, actores que
inscriben la nueva forma de abordar la cuestión en algunos repertorios
de acción anteriores, cuyo organizador era el conflicto y la contraposi-
ción con los poderes locales vigentes. En este sentido, la historia de
esta lucha en La Cava ha sido desde el inicio inscripta en la lucha de
poder al interior de la comunidad por “pertenecer a la ciudad”, que en
la actual demanda reedita la tensión entre los diversos actores involu-
crados: el poder del municipio y de sus punteros políticos, el poder

64 La demanda de una vivienda digna involucra aspectos directamente relacionados con
el derecho a la tierra, a la disponibilidad de suelo urbanizable como un aspecto estratégi-
co así como otras demandas asociadas a la apertura de calles, a su iluminación, a la mejora
del actual tendido de redes de agua potable (sistema de caños suspendidos en el aire, en
la mayor parte de los casos coincidiendo en su recorrido con el tendido de cables de luz)
y del sistema de distribución de la energía eléctrica; al cuidado y gestión de determinados
espacios comunes como los pasillos de circulación y las “canchas”.
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de la iglesia, el poder local frente al poder provincial o nacional, el
poder de los actores privados, el poder de los vecinos incipientemente
movilizados.

Desde esta nueva modalidad de demanda, pasible de ser reclamada
por vía judicial, un grupo de vecinos entra en diálogo con el gobierno
provincial, en cuestiones vinculadas a la urbanización y tratamiento de
espacios comunes (reordenamiento de viviendas y apertura de algunas
calles) y a la construcción de algunas viviendas nuevas, así como con
las empresas de provisión de agua y de electricidad, sin más resultados
concretos –por el momento– que la posibilidad de ser considerados
interlocutores en clave ciudadana.

En principio, parecieran estar dadas las condiciones para un inter-
cambio fructífero, en términos potenciales de gobernanza territorial,
con actores muy diferentes involucrados en las transformaciones pen-
sadas para el barrio. Los nuevos espacios de información, contextos
de debate y de gestación de reclamos, con intercambios incipientes
entre actores del barrio y de fuera del barrio, podrían pensarse como
una primera “arena” de negociación, si bien requieren de determinadas
señales por parte del Estado para crecer como ámbito de coparticipa-
ción y gestión.

En estos contextos, comienzan a reactualizarse los antecedentes de
las distintas propuestas de regularización en el barrio que nunca pu-
dieron culminarse. Por un lado, son objeto de revisión como expre-
sión de la articulación conflictiva de las lógicas territoriales de las pro-
puestas del gobierno nacional, provincial y municipal (Plan de Reno-
vación Urbana del Barrio, Programa Arraigo). Por el otro, como signo
elocuente de la limitada posibilidad de articulación e intercambio entre
vecinos y organizaciones sociales para erigirse como interlocutores en
este proceso.65

65 Una de las políticas de focalización del gobierno nacional con el acento puesto en la
regularización dominial ha sido el Programa Arraigo, bajo el cual fue incluida la villa La
Cava (año 1992). El programa no contempló inicialmente diversos aspectos que hacen a
una vivienda digna, como la provisión de sistemas de abastecimiento de agua y alcanta-
rillado, alumbrado público, recolección de basura, subdivisión en lotes, apertura de
calles, quedando en manos del municipio o de los propios vecinos la solución a este
conjunto de problemas, con el resultante incumplimiento por parte del municipio la
mayoría de las veces. Sumado a lo anterior, gran parte de la población beneficiaria carece
de condiciones para hacer frente al pago de las cuotas, el encarecimiento de las tasas
municipales y de las tarifas de los servicios privatizados, de manera tal que quienes no
pudieron cumplir con este conjunto de condiciones, quedaron sin protección frente a la
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Recientes decisiones respecto de la intervención en La Cava otor-
gan nuevo sentido a los recorridos, debates y negociaciones analiza-
dos. En el 2005, se firmó un convenio entre el gobierno federal y la
provincia de Buenos Aires que crea el SubPrograma Federal de Urbani-
zación de Villas y Asentamientos Precarios (componente del Programa
Federal de Construcción y Mejoramiento de Viviendas) y prevé la cons-
trucción de 1854 viviendas en la Cava, implicando la apertura de ca-
lles y la relocalización de algunas familias.

Actualmente la villa La Cava se encuentra en un momento de signi-
ficativa transformación, dado que se han comenzado las obras de cons-
trucción de viviendas y apertura de calles bajo la implementación del
SubPrograma de Urbanización. Parece significativo que para algunos
de los vecinos, dichas transformaciones no sólo no tienen en cuenta
las necesidades habitacionales de cada familia (en términos de tamaño
y distribución de la vivienda) sino que tampoco consideran las necesi-
dades de espacios comunes (en particular, las necesidades de encuen-
tro y esparcimiento que se resolvían habitualmente a través de las “can-
chas”). De acuerdo a los testimonios relevados, aparece fuertemente
cuestionada, en primer lugar la exclusión de los vecinos en el proceso
de formulación de las intervenciones específicas del SubPrograma para
esta villa en particular, donde venía gestándose un proceso participati-
vo de prácticas, reflexiones y expectativas en torno a las transformacio-
nes de la villa. En segundo término, la escasa participación de los veci-
nos organizados en la actual etapa de implementación, aun existiendo
dispositivos de participación ciudadana como una Mesa de Transpa-

posibilidad del desalojo. En el caso de la villa La Cava, el gobierno municipal ha sido el
principal obstáculo para la regularización del barrio, haciendo lugar a la fuerte presión del
mercado inmobiliario con intereses en la zona, contando con la tolerancia de los gobier-
nos provincial y nacional. Otro de los frustrados planes que tuvieron a La Cava como
objeto, esta vez un plan de vivienda, fue el Plan de Renovación Urbana del barrio La
Cava, convenido hacia 1984 entre la Secretaría de Vivienda del gobierno nacional y el
Instituto de Vivienda del gobierno provincial. Se trató de un plan de construcción de
viviendas de interés social a realizarse en seis etapas, planificando la construcción de
viviendas para todos los habitantes y la urbanización de todo el predio donde se asentaba
la villa que fuera de propiedad pública, junto al financiamiento para el abastecimiento de
servicios urbanos básicos. Sólo se ejecutó la primera etapa, en la que se construyeron
viviendas para unas 280 familias en un predio cercano a la villa, las cuales aún no cuentan
con el título de propiedad. Para la etapa siguiente, el gobierno federal transfirió al Insti-
tuto Provincial de la Vivienda las tierras próximas a la villa ocupadas ilegítimamente por
dos entidades (Agrupación Tradicional Argentina El Lazo y Club Hípico del Norte),
paralizando la continuidad del plan de viviendas frente a la resistencia de ambas institu-
ciones a desocupar los terrenos.
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rencia creada a tal fin por el municipio (a la que los vecinos no fueron
convocados, iniciando reclamos legales al respecto).

Si bien parte de los reclamos se relacionan con las características de
las viviendas en construcción; otra parte respecto de la incertidumbre
sobre la asignación de sus destinatarios y el proceso de relocalización
de familias; es de nuestro interés señalar que los reclamos, en alguna
medida, tienen como objeto a los espacios comunes, tanto a los exis-
tentes como a los planificados.

Respecto de los espacios comunes existentes, algunos vecinos men-
cionan la inexistencia, en los nuevos espacios diseñados, de dimen-
siones similares y de la posibilidad de visualizarlos como “protegi-
dos” (al estar rodeados de viviendas). La mayor parte de los espacios
comunes existentes serán ocupados por viviendas, mientras que una
de las canchas, al borde de una avenida principal del partido, ha sido
ocupada con la construcción de un amplio centro de salud. Como
espacio abierto y común sólo resta en el diseño previsto, un boulevard
que distribuye la circulación vehicular a un lado de La Cava y fuera de
los límites del barrio. Pareciera que el hecho de que los espacios co-
munes sean internos es más valorado por quienes habitan en el barrio
que el acceso a una franja de espacio verde externa al barrio.

Las diferencias entre los distintos espacios comunes pensados, vuel-
ven a poner de manifiesto las tensiones entre diferentes representacio-
nes de estos espacios sustentadas por los actores involucrados, sin
instancias de negociación para su concreción efectiva a la vista. Frente
a la necesidad de amplios espacios abiertos para el encuentro, seguros
y protegidos, la respuesta viabilizada en la intervención en marcha se
reduce a una franja angosta que más que incorporarse al barrio como
un espacio común opera como una barrera urbana, acentuando la dife-
renciación socioespacial entre La Cava y los habitantes de los barrios
circundantes. Dicha resolución parece elocuente en términos de valo-
rizaciones sustantivamente diferentes respecto de las necesidades de
accesibilidad y de intercambio intersubjetivo que portan los espacios
comunes para unos y para otros.

Notas de cierre

Tomando la idea clásica del espacio público como horizonte de
sentido, para este trabajo hemos planteado que aspectos como “lo pú-
blico” diferente de “lo privado” y “lo abierto” como opuesto a “lo clau-
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surado”, siguen vigentes con algunas transformaciones que, en alguna
medida, mantienen lo nuclear del concepto clásico y que llamamos
espacio común. Bajo esta denominación nos referirnos a lugares con-
cretos de un barrio, espacios de sociabilidad portadores de marcas
territoriales que suelen estar presentes con mayor o menor fuerza en
los reclamos, demandas y expectativas de los habitantes y en los pla-
nes e intervenciones urbanas de la gestión pública.

La potencialidad del concepto encuentra su expresión en la cons-
trucción de espacios comunes en situaciones concretas. Una primera
aproximación a la vida cotidiana en La Cava nos permite identificar un
conjunto de espacios comunes que pueden distinguirse preliminar-
mente en distintos tipos: las canchas, los pasillos, el patio de la escue-
la. Tanto los límites materiales y simbólicos, como los objetos urbanos y
las oportunidades para la sociabilidad que constituyen la organización de
esos espacios, otorgan características distintivas a cada uno de ellos.

Entre los analizadores del espacio común, se destacan la cuestión
de la accesibilidad y la de la intersubjetividad. La intersección entre
ambos componentes contribuye a orientar la construcción de tipos de
espacios comunes diferenciables. Una especificación que nos interesa
destacar es aquella que distingue entre los espacios habilitantes del
encuentro de los vecinos con “otros”, que no son del barrio –como las
canchas y el patio de la escuela– y los espacios donde adquiere impor-
tancia crítica el conocimiento de la normativa interna que regula la
circulación, parte del “nosotros” en la villa- como en el caso de los
pasillos.

Una segunda mirada nos permite focalizar las intervenciones suce-
sivamente realizadas en los espacios comunes en el marco de transfor-
maciones del conjunto de la villa, enfatizando los procesos que con-
vocaron la participación de actores con intereses, recursos y represen-
taciones diferenciales respecto del espacio urbano. Asimismo, el énfa-
sis en el modo en que se construyen y gestionan los espacios comu-
nes, nos permite inscribirlos –en el caso de La Cava– en una discusión
de alcance más amplio, que interpela la relación entre la villa y la ciudad.

El ejemplo del trabajo inaugurado por las organizaciones de la so-
ciedad civil (como APAC y CELS), en su intento de capacitar a la po-
blación en sus derechos, concientizar sobre las alternativas a la situa-
ción de vulnerabilidad existente, contribuir a la movilización de la
población de la villa por sus reivindicaciones, inician un camino que
puede repensarse desde la perspectiva de la gobernanza territorial. Invita



Los Espacios Comunes como problema. Sociabilidad, gestión... 101

a pensar su potencialidad como un recurso de poder, posible de arti-
cularse con otros actores más que como un conjunto de logros pun-
tuales y aislados de mejoría del barrio. Asimismo, adquiere relevancia
el ámbito de lo local como lugar de promoción y ampliación de po-
tencialidades, en particular para los sectores populares. La disputa,
mediada por reclamos más específicos, encuentra en la idea de “perte-
necer a la ciudad” un argumento convocante tanto para los propios
vecinos como para las nuevas organizaciones que se han sumado a su
esfuerzo por erigirse en interlocutores, ampliando de este modo la
inscripción territorial del conflicto.

El proceso conjunto transitado por vecinos y organizaciones socia-
les no parece, sin embargo, haber hallado eco en el modo de resolver
la intervención reciente en esta villa, con predominio casi excluyente
de la gestión municipal en las distintas instancias del proceso de toma
de decisiones. No obstante lo anterior, los primeros continúan reali-
zando presentaciones públicas, otorgando reportajes, presentando re-
clamos por vía judicial, organizando debates, más que desde una vo-
luntad de dura confrontación con las autoridades estatales, con una
intencionalidad de participación real en el proceso, desde un lugar de
interlocutores ciudadanos.

El abordaje multiactoral de la cuestión de los espacios comunes en
la villa dispara interrogantes sobre las posibilidades concretas de las
nuevas modalidades de acción pública. Por un lado, ineludiblemente,
la coexistencia de estilos tradicionales de hacer política y de propues-
tas innovadoras (como las que se trabajaron con las organizaciones
APAC y CELS) en la articulación de espacios de decisión, plantea cier-
tos márgenes de la gobernanza territorial en ámbitos locales. Por otro
lado, el complejo proceso de constitución de nuevos actores deman-
dantes de derechos, supone incorporar la cuestión del mediano y lar-
go plazo para el acceso a escenarios de intercambio real y de puesta
en marcha de intervenciones más consensuadas. A la vez, supone
analizar los nudos durante ese proceso en los cuales se abre la bre-
cha entre el plano discursivo de la participación en la toma de deci-
siones y las prácticas efectivamente más consensuadas de interven-
ción en el territorio.

Dicha complejización de la mirada en torno a la construcción y
gestión de espacios comunes reposiciona el lugar de la constitución de
territorialidades, de la construcción de objetos urbanos desde una pers-
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pectiva material y simbólica, del necesario intercambio de modos de
pensar, valorar y actuar entre los actores estratégicos respecto de lo que
está en juego, planteando nuevos desafíos a la interpretación y a las
decisiones en las intervenciones con impacto en las transformaciones
de la ciudad.
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El presupuesto participativo (PP), que comienza a ser implementa-
do en nuestro país a comienzos del nuevo siglo, se presenta como una
modalidad de la acción pública entendida en términos de “gobernanza
urbana y territorial”66. La experiencia del presupuesto participativo,
una verdadera innovación en materia de política y gestión urbana, se
iniciaba en Porto Alegre (Brasil) hace poco menos de dos décadas. Tal
como lo explicaron allí sus promotores67 el objetivo fue abrir nuevos
canales para la democratización de la relación Estado-sociedad, fuerte-
mente restringidos por más de 20 años de dictadura militar68. Esa exi-
tosa experiencia fue replicada en otras ciudades latinoamericanas aun-
que sus resultados no fueron los mismos. En este capítulo nos propo-
nemos analizar el proceso del Presupuesto Participativo que se co-
mienza a implementar en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA)
a partir de la crisis del 2001. Tras una experiencia piloto realizada en el
2002, esta nueva modalidad de acción pública se extiende al año si-
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guiente a toda la ciudad. Nuestro estudio se cierra en el 2006, cuando
un cambio del rumbo de las políticas del gobierno local transforma
profundamente el escenario.

A los efectos de dar cuenta de esa experiencia, el capítulo se organi-
za en tres secciones. En primer lugar, retomando los alcances de los
conceptos de territorialidad y acción pública que se tratan en este li-
bro, intentamos precisar las nociones de gobernanza urbana y territo-
rial que guían nuestra interpretación, refiriéndose a una reorientación
del papel del Estado en favor de una mayor intervención de la sociedad
civil en la definición de políticas públicas. Luego, presentamos las
características de un tipo de gobernanza urbana y territorial que se
experimentaen la puesta en marcha del presupuesto participativo lleva-
da a cabo, a fines de la década de 1980, en la ciudad brasileña de Porto
Alegre.

Con base en esos referentes, y en tercer lugar, analizamos la imple-
mentación del PP en Buenos Aires, reflexionando sobre los alcances y
límites de esta experiencia en relación con las nuevas formas de ges-
tión y política urbana y territorial.

Algunas precisiones conceptuales

En las últimas décadas del siglo XX y a partir de los cambios im-
puestos por la globalización, varios autores señalan el creciente interés
por los territorios locales en tanto actores de los procesos de desarro-
llo, si bien existen controversias en el modo de interpretar el papel que
juegan. Dematteis y Governa (2005:33) destacan que para ciertas pers-
pectivas de análisis, el territorio se reduce a una mera “pantalla sobre la
cual ciertamente se proyectan procesos y dinámicas que tienen su ori-
gen en otro lugar (en los circuitos económicos, en las estrategias de las
empresas, en las dinámicas sociales, etc.)”. Sin embargo, para otras
interpretaciones, el territorio y la territorialidad se presentan como com-
ponentes esenciales del proceso más complejos, en la medida que los
agentes portadores de práctica y de conocimiento son a la vez “pro-
ductores” del territorio y de una nueva lógica de referencia identita-
ria de los lugares. Desde ahí, en la construcción de las nuevas lógi-
cas se entrelazan en una relación dinámica las diversas concepcio-
nes del territorio, entendido como espacio de las competencias,
patrimonio o herencia del pasado y construcción social colectiva
de los agentes locales.
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El proceso de la globalización también incide en la capacidad de
gobierno del Estado-nación. De hecho, con la complejización del es-
pacio de la interacción social, se multiplican los lugares, niveles y par-
ticipantes de la acción política, quedando involucrados en el debate
social tanto los instrumentos como las formas de intervención del agente
público. En ese marco se profundiza el reclamo por una descentraliza-
ción de las competencias en la toma de decisiones del poder estatal en
favor de la sociedad civil.

Algunos autores señalan que en los países europeos la simultanei-
dad de procesos de globalización y localismo ha planteado la necesi-
dad de generar nuevos conceptos tales como “gobierno multinivel” y
“gobierno en red” (Brugué, Gomà y Subirats, 2002) para dar cuenta de
formas de articulación de la participación de actores públicos y priva-
dos que operan en los diversos niveles de gobierno (local, nacional y
supranacional). Precisamente, el término “gobernanza” designa estas
nuevas formas de gestión política y administrativa de la sociedad que
enfatizan el papel de la acción colectiva en las decisiones públicas im-
pulsando la mayor interacción entre las instituciones de gobierno y las
organizaciones de la sociedad civil (asociaciones de vecinos, organiza-
ciones no gubernamentales, movimientos sociales, asociaciones pro-
fesionales).

a) Acción pública, participación ciudadana y gobernanza territorial
En este trabajo utilizaremos el concepto de gobernanza para referir-

nos a una modalidad de intervención caracterizada por la coordina-
ción horizontal entre múltiples actores sociales públicos y privados en
un escenario de articulación multiescalar y coordinación vertical entre
diferentes niveles de gobierno. Consideramos que la participación ciu-
dadana, es una de las claves en esa modalidad de acción pública, que
responde a la búsqueda de nuevas formas de legitimación y democra-
tización del poder político y social, en contextos de sociedades no
sólo complejas sino altamente fragmentadas como las nuestras. Esa
acepción que organiza nuestro trabajo, es tributaria de una serie de
autores y experiencias de las que damos cuenta a continuación.

Cabe recordar que las raíces teóricas de la gobernanza –o governan-
ce– pueden ser identificadas en campos disciplinarios muy diversos
como la economía institucional, las relaciones internacionales, la Ciencia
Política o la Gestión Pública. Si bien en los estudios sociopolíticos se
establecieron amplios consensos acerca de la vinculación de esta no-
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ción a las interrelaciones entre sociedad civil y Estado en la cons-
trucción e implementación de políticas públicas, su utilización esta
aún atravesada por incertidumbres y ambigüedades, que es necesa-
rio mencionar.

Hacia finales de los años ochenta el término se utilizaba en los
análisis del Banco Mundial refiriéndolo al poder de los gobiernos para
definir y resolver las políticas relacionadas con el desarrollo. Desde ese
alcance, el término gobernanza fue incorporado al Diccionario como
“Arte o manera de gobernar que se propone como objetivo el logro de
un desarrollo económico, social e institucional duradero, promovien-
do un sano equilibrio entre el Estado, la sociedad civil y el mercado de
la economía”69.

Sin embargo, en los últimos años, se fue resemantizando el térmi-
no desplazándolo de la idea tradicional de gobierno –en el que la com-
petencia decisoria en materia de políticas es monopolizada por el Esta-
do– hacia un sentido asociado al de nuevas modalidades de la acción
pública para promover el desarrollo.70

Un importante aporte al respecto, resultó del análisis de Pierre Muller
e Yves Surell sobre el Estado francés y su administración. En ese estu-
dio, los autores articularon la ciencia política, la sociología y la filoso-
fía de las ciencias con teorías de la administración, de la organización y
de las políticas públicas, destacando que en la actualidad el proceso de
argumentación, selección y producción de políticas públicas se pre-
senta como una actividad de construcción y reconstrucción social de
la acción pública que supone el intercambio de visiones y referenciales
valorativos de los distintos actores políticos que intervienen en ellas.71

En esa orientación, Sergio Boissier –en un documento de 2002
sobre el lenguaje emergente en las investigaciones sobre desarrollo
territorial– puso de manifiesto las distinciones entre el antiguo termi-
no de “gobernabilidad” y el mas reciente de “gobernanza”. Entre am-
bos, afirmaba, se manifiesta “el conflicto entre libertad y control, entre
complejidad y coordinación, una coordinación que no puede ser re-

70 Roderick Rhodes en “Understanding Governance” (citado en Governa, F.) destaca que
el término governance es usualmente usado en las ciencias sociales contemporáneas con
al menos seis significados diferentes: como Estado mínimo, gobierno corporativo, nueva
gestión pública, buen gobierno, sistemas socio-cibernéticos, y redes auto-organizadas.
71 Véase la reseña de Mauricio I. Dussauge Laguna al libro de estos autores en la Revista
del Colegio de México. Sección Reseñas. revistas.colmex.mx/revistas/7/art_
7_904_6189.pdf
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suelta por el mercado (eficiente en la micro-coordinación de agentes
económicos) ni por el Estado (centralizado y verticalista en la coordi-
nación macro-económica), pero que abre un espacio para la coordina-
ción horizontal, en red, propia de la sociedad civil.” Según el autor, en
la gobernanza se incluyen “las estructuras institucionales, las estructu-
ras políticas, los procesos decisorios y las reglas formales e informales
relacionadas con temas de interés público, que determinan cómo es
ejercido el poder, cómo se toman las decisiones y cómo los ciudada-
nos participan del proceso decisorio.

La preocupación por la dimensión territorial, fue precisada en el
concepto de “governance urbana” introducido en los años noventa por
Patrick Le Galès (1996) para dar cuenta del proceso generado en algu-
nas ciudades de Europa a partir de la mundialización de la economía y
del debilitamiento y recomposición de los Estados-nación. Este autor
planteaba que en el nuevo contexto se producen transformaciones sig-
nificativas en la organización social y política, pero también en la ac-
ción pública. Señalando así que el concepto de gobernanza urbana se
enmarca en la problemática social y política de sociedades complejas
dado que pone el acento en formas de coordinación vertical y horizon-
tal de la acción pública respondiendo a la interdependencia creciente
entre niveles de gobierno, diversidad de procesos y desplazamiento de
las barreras entre el actor público y el privado.

En ese sentido, Francesca Governa (2002), examinó los diversos
significados que diacrónica y sincrónicamente fue asumiendo el térmi-
no de governance, destacando una primera diferencia significativa cuan-
do la misma se la aplica a la economía y cuando se la utiliza como
governance urbana y territorial. La autora destaca que la primera suele
estar orientada casi exclusivamente a la eficiencia económica de las em-
presas, no incluyendo la dimensión propiamente social y política de la
acción colectiva. Por el contrario, la governance urbana y territorial,
aplicada en los últimos años a las cuestiones vinculadas a la construc-
ción de políticas urbanas y la cooperación interinstitucional, configura
modalidades organizativas multisectoriales de la acción colectiva. En
ese escenario las instituciones constituidas por actores, públicos o pri-
vados se conectan “a fin de desarrollar el capital social, intelectual y
político, y promover la coordinación, el intercambio de conexiones y
competencias en el conjunto de las relaciones sociales que coexisten
en los diversos lugares.” (Governa, 2002)
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En los modelos de gobernanza –en los que lo relevante es lograr la
construcción de asociaciones y coaliciones de actores públicos y pri-
vados para dirimir conflictos y resolver objetivos definidos en forma
conjunta– el papel del agente estatal sufre un progresivo desplazamiento
de su rol tradicional. Sin perder su importancia como facilitador y
articulador de relaciones en el escenario multiactoral, transita del papel
más propiamente decisional y normativo hacia uno de acompañamiento
de las interacciones entre los sujetos y niveles.

Brugué, Gomà y Subirats (2002) al referirse a la coordinación mul-
tinivel y las nuevas modalidades que asume la acción pública en el
actual escenario de unificación europea, distinguen una gobernanza
vinculada al ámbito supranacional y otra cuyo eje es la acción local
(subnacional). Destacan que a nivel de los territorios, ciudades y co-
munidades la cuestión del modo de gobierno ya no puede ser consi-
derado sólo como un problema de los autoridades representativas lo-
cales (intendencias o ayuntamientos) dado que frente a la creciente
interacción entre redes complejas y multidireccionales es necesario es-
tablecer mecanismos de coordinación y de corresponsabilidad con los
agentes y los actores sociales presentes en ese territorio para lo cual las
reglas de la jerarquía ya no sirven. Es decir que va ganando fuerza la
idea de que la calidad de vida de un territorio, su cohesión social y
convivencia cívica no dependen tanto de contar con una autoridad
fuerte y soberana como de que todos esos actores, instituciones, entes
y personas se sientan responsables del futuro de ese territorio, sin que
ello implique la difuminación de las responsabilidades anteriores.

En el marco de las transformaciones estatales, producidas en las
últimas décadas, Antonio Natera (2004) también nos presenta una re-
visión de la trayectoria de la gobernanza en términos de nuevas formas
de entender las relaciones Estado-sociedad, asociándola con la catego-
ría de lo “público no estatal”. Esa categoría pasó de ser una bandera del
neoliberalismo (defensor de la visión de un Estado subsidiario) a en-
tenderse como el ejercicio colectivo de la acción pública por parte de
múltiples actores públicos y privados. Coincidiendo con la mayor
parte de la literatura europea referida a la gobernanza afirma que, en
el ámbito local, esta intervención conjunta de las diversas expresio-
nes de la sociedad civil y el Estado en la construcción de políticas
se viene planteando en forma creciente como gestión de redes de
participación ciudadana.
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A partir de la revisión realizada queremos aclarar que en este trabajo
utilizaremos el concepto de gobernanza para referirnos a una modali-
dad de intervención caracterizada por la coordinación horizontal entre
múltiples actores sociales públicos y privados en un escenario de arti-
culación multiescalar y coordinación vertical entre diferentes niveles
de gobierno. Consideramos que el énfasis en la participación ciudada-
na, como clave de interpretación de esa modalidad de acción pública,
no es ajeno a la búsqueda de nuevas formas de legitimación y demo-
cratización del poder político y social, en contextos de sociedades no
sólo complejas, sino altamente fragmentadas como las nuestras.

En América Latina una experiencia de gobernanza con eje en la ac-
ción local , tal como la caracterizamos en esta investigación, es la que
se viene desarrollando con el Presupuesto Participativo, desde comien-
zos de la década de 1990, en la ciudad de Porto Alegre ( Río Grande do
Sul, Brasil ). El análisis de esta experiencia, en el marco de lo que
denominamos territorialidad y acción pública se refiere específicamen-
te a la acción territorializada de los actores de la ciudad en torno a la
distribución del presupuesto, tema que desarrollamos a continuación.

El Presupuesto Participativo como gobernanza urbana

El Presupuesto Participativo (PP) en Porto Alegre fue la respuesta a
una interpretación particular de la crisis y reforma del Estado promo-
vida en esos años en América Latina. Al respecto, Sonia Fleury (2000)
distingue dos grandes ejes interpretativos de alternativas para la salida
de esa crisis, que involucraban estrategias diferentes. Por un lado, una
lógica neoliberal defendía la reducción del Estado al mínimo y su sus-
titución por el mercado, aún a costa de perder derechos sociales, por
otro lado, una de orientación social-liberal que planteaba un Estado
fuerte y ágil pero trabajando en forma conjunta con organizaciones
competitivas no-estatales en la tarea de asegurar los derechos sociales.

Si bien durante la década de 1990, el avance de la propuesta neoli-
beral en América Latina fue hegemónica, en algunas ciudades brasile-
ñas, en las que había crecido la influencia de la orientación socialista
encarnada en el Partido de los Trabajadores (PT), la situación de crisis
fue interpretada como una oportunidad para el despliegue de una esfe-
ra pública no-estatal, auto-organizada y capaz de crear formas admi-
nistrativas más democráticas de cogestión social. Tal fue el objetivo



112 AÍDA QUINTAR

del PP puesto en marcha por el gobierno electo del PT en la ciudad de
Porto Alegre. (Fleury, S., 2000) Lo que resultó particularmente intere-
sante de dicha propuesta fue su inscripción en una concepción demo-
cratizadora del Estado y el poder político que impulsaba la activa par-
ticipación de la ciudadanía en la deliberación, decisión y/o implemen-
tación de políticas públicas, en aras de explorar nuevas formas de pro-
fundizar la democracia complementando las estructuras del sistema
representativo en crisis.

De acuerdo a los promotores72 de esta propuesta, lo que se buscaba
desde el gobierno municipal era incentivar la participación ciudadana
combinando los mecanismos de la democracia representativa con los
de una democracia directa a partir de la co-responsabilidad política de
la ciudadanía en las decisiones sobre los destinos del gasto público
municipal.73 Indudablemente, el nivel de organización y movilización
alcanzado por la sociedad civil brasileña en esos años, que ya venía
profundizándose desde fines de los setenta en su lucha contra la dicta-
dura militar contribuyó al éxito del proceso. En efecto, los éxitos obte-
nidos en la implementación del PP en Porto Alegre no sólo siguieron
profundizándose en los años siguientes74 sino que fueron retomados
en otras ciudades de Brasil, como lo atestigua el hecho de que a fines
del año 2000 más de 100 municipalidades estaban intentando poner
en marcha programas de presupuesto participativo (Sánchez, F., 2002).
Asimismo, las resonancias de la experiencia se registraron en un am-
plio reconocimiento internacional. 75

72 Véase, Abascal, G. (2004), Genro,Tarso y Ubiratán de Souza (1998).
73 Gabriel Abascal (2004) afirma que en esa búsqueda por subsanar los déficit de la
democracia representativa a través del ejercicio de formas de democracia directa, el PP
reconoce cierta paternidad ideológica en la tradición de la Comuna de París de finales del
ochocientos.
74 En el año 2005 en un marco de profundización de esta nueva modalidad de relación
entre el gobierno y la sociedad se elabora en Porto Alegre el programa de “gobernanza
solidaria local” consistente en la organización a nivel territorial de una red intersectorial
y multidisciplinar cuyo propósito era impulsar la cooperación entre el gobierno y la
sociedad local. El propósito explícito era “estimular asociaciones basadas en los princi-
pios de participación, autonomía, transversalidad y en la co-responsabilidad en favor de
la inclusión social, profundizando el compromiso de las estructuras de gobierno con las
comunidades locales en un ambiente de diálogo y pluralidad, y estableciendo relaciones
con la sociedad cada vez más horizontalizadas.” Véase: Ayuntamiento de Porto Alegre,
2005. Gobernanza local solidaria. Porto Alegre ciudad-red. Secretaría Municipal de Co-
ordinación Política y Gobernanza Local.
75 En la Conferencia mundial de la ONU sobre problemas urbanos –HABITAT II–, cele-
brada en Estambul en junio de 1996, la experiencia del PP de Porto Alegre fue escogida
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A diferencia de lo que ocurría en la tradicional gestión del presu-
puesto, en el PP la determinación de cuáles son las prioridades en las
que gastar los recursos, dónde y cuándo realizar las inversiones y cuá-
les son los planes y acciones que debe llevar a cabo el Gobierno, son
objeto de un proceso de consultas y de toma de decisiones a lo largo
del cual la población asume un rol activo.

El PP de Porto Alegre se desarrolló sobre tres bases: i) la territorial,
para lo cual los 80 barrios de la ciudad se distribuyen en 16 zonas “a
partir del debate con la gente sobre la mejor forma de realizar esta
división.” (Raul Pont, 2003: 98); ii) la temática, es decir que las re-
uniones y plenarios se organizan no por zonas sino por temas de in-
tervención pública; iii) la institucional, cuya base es la propia Inten-
dencia que desarrolla propuestas a partir del Plan Director y que da a
conocer a la ciudadanía. En las plenarias regionales76 y temáticas, los
ciudadanos eligen de manera directa, los consejeros que los represen-
tarán en el Consejo del PP.

Hacia finales del primer trimestre de cada año, se iniciaba la pri-
mera ronda de plenarias. En esa instancia, los funcionarios de go-
bierno debían efectuar una rendición de cuentas de lo realizado el
año anterior y presentaban propuestas para el ejercicio siguiente,
en tanto se elegían los delegados de la Asamblea que pasan a inte-
grar el llamado Foro de Delegados de la región o temática. Se ini-
ciaba así el proceso de debate y de toma de decisiones en el seno de
esos plenarios.

En una segunda ronda, se realizaban los plenarios territoriales y
temáticos sin la participación de los representantes del gobierno, a los
efectos de construir el presupuesto. Una vez que los participantes re-
gionales elegían las obras a llevar a cabo y discutían las prioridades, el
gobierno presentaba un valor estimado de recaudación y de gastos.
Dicha información les permitía evaluar a los participantes la factibili-

como una de las 42 mejores prácticas de gestión urbana del mundo, y en ésas mismas
fechas fue incluida como una de las recomendaciones de la Declaración Final de la
Asamblea Mundial de Ciudades y Autoridades Locales para HABITAT II .
76 En cada una de las 16 regiones en que se distribuyen los barrios se eligen diputados y
consejeros además de los dirigentes de asociaciones vecinales, cooperadoras escolares,
clubes barriales, etc.
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dad de que el gobierno realizara la propuesta de inversión que ellos
estaban planteando.

Gabriel Abascal (2004) destacó que el Consejo del PP elabora su
propio reglamento “en función de las propuestas y los debates ciuda-
danos y sin intervención del gobierno de la ciudad, establece que el
mandato de éstos consejeros es limitado en el tiempo ya que son ele-
gidos por un año, pudiendo ser reelegidos una sola vez consecutiva-
mente. A partir de ése momento, la ciudadanía, que realiza el proceso
de democracia directa y que ya ha elegido sus prioridades en las ron-
das de asambleas, delega su representación77 en estos consejeros para
que elaboren, en cogestión con el gobierno el presupuesto público,
las actuaciones plurianuales y el plan de obras y servicios del año si-
guiente.” En este proceso, podemos ver cómo se estructura la comple-
mentación entre democracia representativa y democracia directa y, en
segundo lugar, cómo se coordina en un escenario de gobernanza la co-
gestión del presupuesto reformulando la tradicional relación entre la
sociedad y el Estado.

Concluido el proceso de rondas de asambleas territoriales y temáti-
cas, el Consejo del PP (COP), con la presencia de representantes del
gobierno delibera sobre la estructura presupuestaria teniendo en
cuenta las prioridades fijadas tanto en la base territorial como en la
temática y la institucional (del propio gobierno). Sobre la propues-
ta final decidida en el COP, el GAPLAN (Gabinete de Planeamien-
to), redacta la propuesta concreta que será enviada a la Cámara Le-
gislativa municipal para que se proceda a su deliberación y aproba-
ción en la sede parlamentaria.

El supuesto que sustenta este mecanismo participativo, reside en
una idea central, no basta con administrar los servicios, es necesario
además tener una intervención activa para promover el desarrollo local
teniendo claro, como lo sugieren Tarso Genro y Ubiratán de Souza
(1998), la necesidad de definir qué tipo de sociedad se pretende im-
pulsar y qué nuevas prácticas permitirían comenzar a diseñar un nue-
vo tipo de Estado.

Evidentemente, la experiencia del PP en Porto Alegre, más allá de
los problemas que tuvo que enfrentar, significó un importante avance

77 Esta representación delegada, como emanación de la democracia directa, puede ser
revocada en cualquier momento, por el Foro de Delegados Regional o Temático, convo-
cado especialmente para este fin con un plazo de quince días de anticipación.
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en materia de democratización social en la medida que logra ampliar el
espacio público de la deliberación, ofreciendo a la sociedad la oportu-
nidad y los mecanismos para desarrollar una activa intervención en las
decisiones sobre los asuntos públicos. Como señala Gabriel Abascal
(2004) el PP no sólo mejora la práctica de la gestión pública sino que
a nivel político promueve “la construcción de una nueva dimensión de
ciudadanía” e “incide en la calidad democrática”.

Dicho de otro modo, el proceso del PP fue el inicio de una política
que apuntaba a consolidar una “democracia participativa”, de “alta in-
tensidad” (Boaventura de Sousa Santos, 2005). En ese sentido, podría
ser considerado como una innovativa respuesta a la creciente fragmen-
tación resultante de las condiciones profundamente excluyentes del
capitalismo contemporáneo, que ponen al descubierto el gran déficit
de los mecanismos de la democracia representativa.

En Argentina este proceso de fragmentación de las relaciones socia-
les se instaló a finales de los noventa en un punto inédito de la historia
argentina (Argumedo, Quintar, 2003). La crisis del 2001 dio lugar a
diversos análisis en relación con las alternativas de salida en el marco
de nuestra democracia. Al respecto, en un interesante análisis acerca de
la crisis de la representación política y la necesidad de explorar nuevas
formas de reconstruir la legitimidad Abal Medina (h) (2004:122) pro-
pone implementar mecanismos de participación “que por su lógica
‘deliberativa’ no reproduzcan simplemente el funcionamiento de los
procedimientos electorales, sino que abran espacios horizontales
para la identificación de los problemas, la discusión de políticas y
la construcción de consensos”, mencionando al PP como un buen
ejemplo de implementación de tales mecanismos. Una propuesta
de este tipo es la que se plantea en la Constitución de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires a mediados de los años noventa, pro-
puesta a la que nos abocaremos durante el resto del capítulo, ex-
plorando los alcances y dificultades que se presentaron en su im-
plementación hasta el presente.
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Explorando el Presupuesto Participativo en la Ciudad
de Buenos Aires

i) Contexto en el que surge: una lectura entrelíneasi) Contexto en el que surge: una lectura entrelíneasi) Contexto en el que surge: una lectura entrelíneasi) Contexto en el que surge: una lectura entrelíneasi) Contexto en el que surge: una lectura entrelíneas

La propuesta del PP se establece en la Constitución de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires de 1996 junto con otras instancias de par-
ticipación como la consulta popular, el referéndum y la revocatoria de
mandato.78 Su novedad, sin embargo, radica principalmente en el ca-
rácter territorial que enmarca esa modalidad de participación de la ciu-
dadanía, dado que la vincula directamente con la creación de Comu-
nas79 –unidades territoriales descentralizadas– conducidas por una junta
colegiada de miembros elegidos por voto directo de los vecinos.

Sin embargo, el tema del PP no era totalmente novedoso, pues ya
era objeto de debate y difusión por parte de diversas organizaciones
sociales y sindicales. En el curso de los años noventa, y principalmen-
te a partir de la aplicación de las políticas de ajuste, la apertura de la
economía y reforma del Estado, a la vez que comienzan a sentirse en
forma creciente sus efectos en términos de aumento del desempleo,
caída de los ingresos y crecimiento de la pobreza, también se expresan
en la búsqueda de un mayor protagonismo ciudadano en las decisio-
nes. En ese contexto, junto con el crecimiento de los indicadores de
pobreza e indigencia como efecto de la política extrema desarrollada
por el menemismo y continuada por el gobierno de la Alianza que lo
sustituye, el descrédito de los representantes políticos comienza a tor-
narse cada vez más visible80 hasta desembocar en la crisis político ins-

78 El tema de la participación ciudadana en la organización y gobierno de la ciudad ha
sido planteada formalmente en diversos instrumentos del GCBA. Al respecto puede verse
que el Plan Urbano Ambiental, que se crea por Ley 71, aprobada y promulgada por la
Legislatura de la CABA en 1998, se plantea como objetivo “servir de instrumento técni-
co-político de gobierno para la identificación e implementación de las principales estra-
tegias de ordenamiento y mejoramiento territorial y ambiental de Buenos Aires” funda-
mentándose en el “concepto de desarrollo sostenible, entendido como un proceso parti-
cipativo, que integra la transformación urbanística, el crecimiento económico, la equi-
dad social, la preservación de la diversidad cultural y el uso racional de los recursos
ambientales…”
79 Según la Ley 1777 aprobada ̀ por la legislatura porteña el 30 de noviembre de 2004 la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires será dividida en Comunas que serán las que tendrán
entre sus competencias exclusivas la implementación del Presupuesto Participativo.
80 A lo largo del 2001 las expresiones de descontento con el gobierno de la Alianza fueron
creciendo, primero con el llamado “voto bronca” en las elecciones legislativas de octubre,
luego con el voto positivo (aunque informal) de más de 3.000.000 de personas a la
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titucional de diciembre de 2001, que obliga a De la Rúa (presidente
1999-2001) a dejar el gobierno.

En ese conflictivo marco social, el Gobierno de la Ciudad de Bue-
nos Aires encara durante el 2002 la implementación del PP. Cabe des-
tacar que si bien el objetivo declarado era retomar el proyecto de 1996
ofreciendo canales para que los vecinos y las organizaciones comuni-
tarias de cada barrio pudiesen debatir, elaborar y realizar un segui-
miento del Presupuesto Anual, del Programa General de Gobierno y
del Plan de Inversiones81, el contexto de lanzamiento no facilitó su
implementación.

A partir de las jornadas de diciembre del 2001 y durante todo el
año siguiente se fueron organizando en la Ciudad de Buenos Aires las
Asambleas de Vecinos Autoconvocados (AVA) en diversos espacios
públicos, planteándose a sí mismas como estructuras paralelas y autó-
nomas, sin puentes que las conectaran con el gobierno local. Esas
Asambleas tuvieron un papel muy importante en ese período, como
referencia tanto para los políticos que actuaban en el campo electoral
como para los funcionarios gubernamentales que intentaban retomar
la gobernabilidad jaqueada. En ese contexto, la convocatoria del GCBA
para iniciar la implementación del PP, inserta en la estructura de des-
centralización de los Centros de Gestión y Participación (CGP)82, fue
interpretada por muchos sectores de la ciudadanía organizados en las
AVA como un intento por retomar la gobernabilidad más que como

propuesta del FRENAPO (Seguro de Empleo y Formación y una Asignación Universal
por cada menor a cargo, para todos los jefes de hogar desocupados y para cada persona
mayor de 65 años sin jubilación), y finalmente la movilización del 19 y 20 de diciembre
al Congreso y Plaza de Mayo al grito de “Que se Vayan Todos” (Argumedo, Quintar,
2003).
81 Esta propuesta ya estaba contemplado en el Art. 52 de la Constitución de la Ciudad y
los Art. 9 y 29 de la Ley N° 70 de Sistemas de Gestión, Administración Financiera y
Control del Sector Público.
82 Los Centros de Gestión y Participación (CGP) se crean en 1997, es decir un año después
de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, tomando como base las 14 zonas
de los Consejos Vecinales creados en 1972. Dado que se subdividen el 2º y el 14º quedan
finalmente 16 CGP en los que se comienzan a atender diversos servicios como el de Registro
Civil, Rentas, Infracciones, Servicios Sociales Zonales, Defensa del Consumidor, Reclamos e
información al vecino entre otros. Al año siguiente se crean los Consejos Consultivos Hono-
rarios integrado por organizaciones con asiento en la zona de cada CGP, incluido el nivel
barrial de los partidos representados en la legislatura y se implementa una experiencia
piloto de desconcentración de funciones en tres CGP de la ciudad. Las actividades descon-
centradas se agrupan en tres grandes áreas de trabajo: Desarrollo y Mantenimiento Barrial,
Información y Atención al Público, y Coordinación Socio-Cultural.
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una propuesta de participación de la ciudadanía en la gestión y política
pública de la ciudad, como veremos más adelante. Sin embargo, es
interesante destacar, que esa relación de desconfianza entre los vecinos
y las unidades de gobierno desconcentradas83 no fue similar en todos
los barrios. De hecho, en julio de 2001, seis meses antes de la crisis,
en el CGP 13 (Barrios de Belgrano y Nuñez), los vecinos y autoridades
del Centro promovieron una práctica participativa en la que se debatie-
ron propuestas y se estableció un orden de prioridades en relación al
mejoramiento del barrio que podrían ser incluidas en el Presupuesto
de la Ciudad de Buenos Aires. Se trató de una modalidad de interven-
ción participativa en la que se pudo “incorporar a los vecinos en la
discusión y la toma de decisiones acerca de cómo gastar los recursos
públicos” (Clarín, diciembre, 2001). Esa experiencia fue tomada al
año siguiente como modelo cuando la Secretaría de Descentralización
y Participación Ciudadana del Gobierno de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires (GCABA) decidió implementar el proyecto del PP en
toda la ciudad.

Si bien para la consecución de la operatoria asamblearia del PP los
CGP dividieron los territorios en segmentos menores a lo que identi-
ficaron como “áreas barriales” , el significado que le dieron los vecinos
a esas áreas fue muy diferente al sentido que tuvo la categoría “barrio”
para las Asamblea de Vecinos Autoconvocados que se desplegaron por
la ciudad en el 2002. En ellas el barrio quedaba definido en la propia
práctica de vecinos que se autoconvocaban, definiendo y redefiniendo
sus territorios en función de límites subjetivos, geográficos e ideológi-
cos, más allá de las fronteras previstas por la estructura administrativa
municipal.84 En ese sentido resultan claras las tensiones entre lo que
desde la denominación oficial se entiende como barrio y “los usos de
la cualidad barrial en la vida cotidiana de los vecinos”, como destaca
Cristina Cravino.85

83 Si bien en algunas ocasiones la desconcentración y la descentralización suelen utilizarse
como sinónimos, a nivel teórico la descentralización se relaciona con la transferencia o
devolución de poder político (descentralización política) mientras que la desconcentra-
ción administrativa remite a un traspaso de responsabilidades y funciones a nivel admi-
nistrativo, pero sin autonomía en lo que refiere a la toma de decisiones.
84 En realidad las fronteras no estaban previstas porque las “áreas barriales” se definieron
después de la experiencia de los vecinos autocovocados. Lo que aparece en el análisis es
que la delimitación no es objeto de participación ni deliberación, a diferencia de Porto
Alegre como parece insinuarse cuando se presenta el PP. Este tema aparece con más
importancia en el 2004, a propósito de la delimitación de las comunas.
85 Véase en esta investigación el capítulo de María Cristina Cravino.



Presupuesto participativo en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires... 119

Las relaciones que entablaron los CGP con las AVA fueron general-
mente conflictivas. Los argumentos sobre los que basaron estas últi-
mas su confrontación expresaban el temor y la desconfianza hacia po-
sibles intentos del GCBA por cooptarlas o neutralizarlas a través de
esos organismos de desconcentración de la gestión municipal, como
lo destaca el siguiente testimonio:

Al comienzo de la asamblea vino gente del CGP que venían con propuestas de
petitorios pero no les fue bien. Querían que la asamblea sesione en el CGP. Se
fueron y no vinieron nunca más….Otro encontronazo se dio porque la Asam-
blea de Saavedra tomó un predio y el CGP se lo adjudicó a la Cooperativa El
Ceibo, lo que era una maniobra del gobierno para enfrentar a pobres contra
pobres…(F. 28 años, de la Asamblea Nuñez-Saavedra que funcionaba en Cabil-
do y García del Río, agosto/2002)86

También había significativas diferencias con respecto a lo que se
entendía como funciones y atribuciones de ambas instancias participa-
tivas. De hecho, en las previsiones jurídicas existentes a nivel munici-
pal sólo se contemplaba la participación de los vecinos en los CGP a
modo consultivo y no ejecutivo. Además se planteaban limitaciones
respecto a lo que se consideraba pertinente discutir en el barrio y aque-
llo que no correspondía por estar referido a cuestiones extrabarriales,
es decir cuestiones que pertenecían a una escala territorial mayor. Por
el contrario en el Movimiento Asambleario no existían esas limitacio-
nes y las temáticas en debate iban siendo definidas por los propios
asambleístas en sus diversas reuniones87. Así lo expresa un participan-
te entrevistado:

A partir del 11 de enero nos reuníamos en el monumento al Cid. La gente
confluyó allí espontáneamente desde San Martín, Gaona, Angel Gallardo, etc.,
a cacerolear. Desde el 27 de julio la asamblea funciona en la sede tomada del

86 Citado en Quintar, A., Calello,T. Fritzsche, F. y Vío, M. (2003) “De las Asociaciones
locales a las Asambleas vecinales: ensayando nuevas modalidades de práctica política”
(Mimeo).
87 En las AVA, donde en los primeros meses del 2002 llegaban a juntarse en una esquina
o plaza entre 150 y 300 vecinos, se comenzó deliberando acerca de los grandes problemas
económicos, políticos y sociales que enfrentaba la sociedad argentina: corrupción de las
instituciones públicas, deuda externa, privatizaciones, etc. En ellas convergían distintas
expresiones sociales y formas organizativas, en un proceso de articulación conflictivo y
creativo, en particular entre las diversas organizaciones de izquierda, los vecinos aparti-
darios y expartidarios, militantes de organizaciones sociales, de la iglesia, del Gobierno
de la Ciudad de Buenos Aires y profesionales de distintas especialidades (Quintar, A. et al.,
2003).
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Banco Mayo. Es el lugar que tenemos los vecinos para poder cambiar las cosas,
desde lo macro hasta lo micro. Se ha formado otra comunión con los veci-
nos, que antes ni nos saludábamos. A cinco cuadras está la Asamblea de
Paternal, la de G. Bruno y a diez cuadras la de Plaza Irlanda... hay comi-
siones de desocupados con olla popular los sábados en la plaza 24 de Sep-
tiembre, Comisión de Salud con profesionales del Durand, compras comuni-
tarias en el Mercado Central, Comisiones de cultura, juventud, eventos y
educación. Se trabaja más en el barrio... Hay jornadas de reflexión los
sábados por la tarde, charlas sobre Deuda Externa … (F., trabajador grá-
fico, Asamblea Popular Cid Campeador, barrio de Caballito; agosto/2002)

En el PP de Porto Alegre se combinaba una dimensión territorial
con otra institucional. Esto de ir de lo macro a lo micro (como dice
la cita) no excluye la propuesta del gobierno sobre la definición de
cuáles son los temas de la escala barrial sino que está prevista su
articulación con otras instancias como se detalla en el punto siguiente.

En ese contexto, el GCBA impulsó la implementación del PP, ini-
ciándose el proceso, a mediados del 2002, con un programa piloto en
algunos CGP para extenderlo en el 2003 a toda la ciudad.

ii) Mecanismos operativos del PP implementados entre el 2003ii) Mecanismos operativos del PP implementados entre el 2003ii) Mecanismos operativos del PP implementados entre el 2003ii) Mecanismos operativos del PP implementados entre el 2003ii) Mecanismos operativos del PP implementados entre el 2003
y el 2005y el 2005y el 2005y el 2005y el 2005

Entre junio y julio del 2002 se ejecuta el Plan de Prioridades Barria-
les 2002, consistente en “un ejercicio breve e intenso de participación
para que los vecinos se apropiaran del instrumento, estableciendo prio-
ridades barriales en la ejecución del Presupuesto de la segunda mitad
del 2002” (GCBA).88 A partir de esa experiencia, al mes siguiente se
inicia el proceso del PP para el año 2003, desarrollándose el debate en
43 Foros Barriales, que se constituyeron con seis Comisiones Temáti-
cas cada uno. “Finalmente, unos 9.450 vecinos fueron definiendo sus
prioridades, las que votaron en los foros de cierre de cada área barrial.”
(GCBA)89 La mecánica de trabajo a través de la cual el CGP90 canalizó la

88 www.dim.buenosaires.gov.ar/.../index.php?ap=pre_prioridades&orden=prioridad&b_
cgp=&b_nucleo= - 27k –
89 Op.cit.
90 La coordinación y responsabilidad, durante ese período de trabajo, recaía en la figura de
un empleado llamado “Enlace”, cuya función era compañar y regular el debate y las
discusiones, en torno a las propuestas que surgían de las distintas Comisiones Temáticas.
Tenía a su cargo además: a) Administrar y organizar el sistema de participación de su
jurisdicción; b) Convocar e informar a las organizaciones sociales y vecinos particulares
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participación de organizaciones no gubernamentales, sociales y veci-
nales se definió a partir de un conjunto de instancias formalizadas
como Asambleas Barriales, Foros Regionales, Consejo del Presupues-
to Participativo y Paritarias Regionales. En el curso del mes siguiente
se realizaron los Plenarios de Delegados por Comisiones Temáticas a
escala de toda la Ciudad con los secretarios de las áreas centrales del
Gobierno y en conjunto definieron “cómo cada prioridad establecida
por los vecinos iba a ser incorporada al Proyecto de Presupuesto.”
(GCBA)91

Si bien el PP estuvo en principio pensado para discutir y plantear
propuestas referidas a diferentes áreas temáticas, ese objetivo sufrió
algunos cambios cuando a partir del 2004 la Secretaría de Infraestruc-
tura y Planeamiento Urbano92 incorporó para cada CGP una partida
presupuestaria adicional. Esa suma, que constituyó el denominado
Fondo de Mantenimiento Barrial era independiente del Plan de Obras
Públicas de esa Secretaría y estaba destinado a financiar proyectos de-
finidos y seleccionados como prioritarios a través del proceso del
PP93. Aún cuando esos fondos permitían que los proyectos presen-
tados tuvieran mayor asidero por contar con los recursos para su
financiamiento, algunos funcionarios entrevistados consideraron que
el mismo fue restringiéndole potencialidad al PP como instrumen-
to participativo en aquellas cuestiones que excedían a los proble-
mas estrictamente barriales.

Las evaluaciones acerca de lo actuado, realizadas a nivel de la Sub-
secretaría de Descentralización, durante el año 2004, mostraron que
en una perspectiva de conjunto el proceso del PP había sido muy he-
terogéneo, tanto en lo referido al volumen de participación de los veci-
nos en cada área barrial como en términos de la calidad y extensión del
debate en las Comisiones Temáticas. Por ese motivo el Consejo del

de su jurisdicción a través de todos los medios de comunicación existentes; c) Determinar
el lugar de funcionamiento de las Asambleas Barriales de cada Área Barrial, así como
también de las Comisiones Temáticas; d) Garantizar los recursos necesarios para el fun-
cionamiento de las Asambleas Barriales de cada Área Barrial, así como también de las
Comisiones Temáticas; .e) Recibir, clasificar y constar en acta los proyectos barriales.
91 Op.cit.
92 Esa partida fue de un millón de pesos en 2004 y para el 2006 pasó a 2 millones de pesos.
93 El fondo de mantenimiento barrial es una partida autónoma del Plan de Obras Públicas
de la Secretaría. Cabe aclarar, sin embargo, que ese fondo no se aplica cuando los proyec-
tos que surgen como prioritarios afectan a más de un barrio, o la ejecución de la obra dura
más de un año o su costo supera el millón de pesos.
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Presupuesto Participativo (CPP) decidió incorporar en el PP del 2005
una serie de modificaciones, con el propósito de mejorar la metodolo-
gía del proceso participativo y la articulación entre los actores territo-
riales y el gobierno de la ciudad. De ese modo, los cambios planteados
apuntaron a una mayor implicación y compromiso por parte de los
funcionarios y del equipo técnico, y a la necesidad de agilizar la eva-
luación de las propuestas en términos de su viabilidad técnica y finan-
ciera. El tiempo máximo para expedirse en relación a las propuestas
presentadas por los vecinos en la primera ronda, no podía exceder el
mes. De no considerarse factible la concreción de algunos de los pro-
yectos evaluados, se debería elaborar una propuesta alternativa que
sería presentada a la Asamblea de Vecinos para su aprobación, modifi-
cación o reformulación.94 Por otra parte, los cambios también apunta-
ron a fortalecer la difusión del proceso a nivel barrial, desarrollando
una publicidad más activa dirigida a los vecinos con el objeto de inci-
tarlos a incrementar su participación en el proceso. Finalmente, las
modificaciones también apuntaron a la democratización del proceso
de elección de prioridades por parte de los barrios, siguiendo la idea
de que no sólo se vote en el CGP sino también en otros espacios
barriales. Así lo expresó un funcionario del GCBA:

Lo que se quería lograr era una mayor legitimidad en las prioridades elegidas
para lo cual era necesario que las votaran muchos vecinos. Así, al multiplicar
los lugares donde se podía votar y también el número de días en que los vecinos
pudieran hacerlo, si votaban 1000 vecinos por día y la elección duraba una
semana se podía aspirar a que las prioridades surgieran de al menos unas 70 u
80 mil personas, lo que le daría un peso político diferente a las decisiones.
(Funcionario de la Secretaría de Descentralización. Septiembre/2005)

Durante la primera mitad del 2005 se realizaron las tres rondas de
negociaciones para discutir el PP del 2006. En la primera, los delega-
dos temáticos presentaron y fundamentaron los proyectos elaborados
por vecinos en las comisiones; en la segunda, las dependencias del
GCBA involucradas presentaron contrapropuestas para aquellos casos
considerados técnicamente inviables y en la tercera, se formalizaron
los consensos alcanzados para que fueran seleccionadas las priorida-

94 También se plantearon cambios en relación a la participación y representación de los
vecinos. Por ej. para acreditar a un consejero vecinal se estableció como requisito indis-
pensable que cumpla con el 75% de asistencia.
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des por parte de los barrios. Finalmente, la selección de prioridades,
tal como se propuso en la revisión hecha en el 2005, fue abierta a
totalidad de vecinos domiciliados en cada CGP, independientemente
de que hubiesen participado en el proceso deliberativo anterior. Así lo
destaca el funcionario de un CGP:

Lo que se buscó con estos cambios fue que haya mayor difusión del proceso para
convocar a más vecinos a participar, no como en los ciclos anteriores donde sólo
votaban los que habían participado. Se trabajó en forma conjunta con la direc-
ción electoral en la implementación de un software para que se pudiese abrir la
convocatoria sin dejar de asegurar la transparencia en el proceso. En cada CGP
estuvieron disponibles urnas por el término de 15 días. (Entrevista a Enlace de
un CGP del sur de la ciudad. Septiembre/2006)

Tomando en consideración los testimonios anteriores, cabe pre-
guntarse, sin embargo, si la mayor participación puede reducirse a una
mera evaluación cuantitativa sobre el número de votantes que mo-
viliza el CGP o si no sería necesario también una evaluación que
tome en cuenta cambios más cualitativos. ¿En qué medida el PP ha
permitido desarrollar un proceso de construcción colectiva de las
decisiones que implique formas más activas de participación de la
ciudadanía?, ¿Qué instrumentos brindó para que los vecinos pu-
diesen acceder a mayores niveles de información, imprescindibles
para captar las complejidades inherentes no sólo a los asuntos pú-
blicos sino también al funcionamiento de los órganos de gobierno
del propio Estado?

La mayor novedad que propuso el PP como instancia de participa-
ción fue su carácter territorial. En efecto, el diseño de esta modalidad
participativa pretende vincular ese proceso con prácticas asociadas a
unidades territoriales desconcentradas del gobierno o unidades des-
centralizadas conducidas por miembros elegidos por voto el directo,
cuando se concreten las Comunas. Involucra, a su vez, una dialéctica
de escalas, niveles e identidades, dada la pertenencia del ciudadano a
múltiples ámbitos territoriales donde desarrolla su cotidiano. A su vez,
la pertenencia al barrio también involucra una multiplicidad de intere-
ses, perspectivas e identificaciones, que hacen del PP implementado
en cada CGP un caso singular. Esta aclaración vale para entender la
perspectiva desde la cual se plantea el punto siguiente, donde más que
buscar generalizaciones lo que se intenta es ilustrar en parte ese carác-
ter singular.
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Discutiendo el Presupuesto Participativo en el norte y el sur
de la ciudad

Buenos Aires tuvo a lo largo del siglo XX un desarrollo territorial
marcado por la desigualdad social. Esto se vio claramente expresado
por cambios urbanísticos que llevaron a un creciente desplazamiento
de la población de mayores recursos económicos del casco histórico
hacia la zona norte de la ciudad mientras que los sectores de menores
recursos quedaron ubicados en el centro y el sur95, concentrándose en
esta última los mayores niveles de población con NBI, analfabetismo y
problemas de salud de la ciudad. (Scirica, 1999).

Tomando en consideración el proceso de polarización social men-
cionado y el desigual desarrollo de la infraestructura urbana existente,
así como la idea de que el PP puede ser no sólo una práctica de demo-
cratización de las relaciones entre la sociedad y el gobierno sino tam-
bién un instrumento de redistribución social de la renta, nos interesó
analizar el proceso del PP desarrollado en un CGP del sur de la ciudad
y en otro del norte, destacando los contrastes y las semejanzas entre
ambos. Cabe aclarar que, si bien ninguna de esas áreas son homogé-
neas en términos de infraestructura urbana, de acuerdo a la informa-
ción presentada anteriormente parecería que las diferencias entre am-
bas son mayores que las que presenta cada una en su interior.

Nuestro interés es explorar la acción territorializada de los actores
en torno al debate e implementación del PP, analizando el involucra-
miento de la ciudadanía en ese proceso así como el tipo de demandas
planteadas y la tensión entre aquellas referidas a una escala barrial y los
reclamos que se refieren a problemas de una escala mayor como es la
ciudad.96

El CGP del sur presenta una alta heterogeneidad a nivel social y
una amplia variedad de tipos de vivienda, desde edificios de pro-
piedad horizontal hasta inquilinatos y casas tomadas. Incluso hay
una zona en la que se asientan aglomeraciones de viviendas muy
precarias (villas). Asimismo, encontramos numerosas fábricas y

95 Según el Censo Nacional de 1991, la Ciudad de Buenos Aires cuenta en su superficie
con 15 asentamientos de carácter precario, 14 de ellos se hallan instalados en la zona sur.
96 Durante el año 2005 asistimos –en calidad de observadores– a Asambleas Barriales en
las que se discutía el PP realizando entrevistas a funcionarios de diversos Centros de
Gestión y Participación (Directores y Enlaces) y a participantes de las Asambleas Barriales
del PP (vecinos, miembros de asociaciones civiles vinculadas al barrio, consejeros vecinales).
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depósitos desocupados y abandonados, que dan cuenta de otras
épocas en las que esa localización era importante por sus lugares de
almacenamiento de productos primarios, exportables por el Puerto
de Buenos Aires.

El CGP del norte se ubica en el otro extremo de la ciudad, separado
por la Av. Gral. Paz de los partidos del Gran Buenos Aires. Si bien
existen significativas desigualdades en el interior de ese territorio las
diferencias habitacionales –casas de tipo residencial y edificios de pro-
piedad horizontal– no marcan una frontera de precariedad como suce-
de en el sur sino que expresan la variedad de situaciones incluidas en
los llamados “sectores medios”.97

Si bien existe una cierta valoración de la identidad territorial en
los diferentes barrios, particularmente rescatada por algunas de las
organizaciones vecinales que operan en la ciudad, resulta difícil
asociar esa identidad al conjunto de un CGP, dado que en este últi-
mo se agrupan áreas definidas y delimitadas por criterios puramen-
te administrativos de carácter burocrático. En efecto, como lo seña-
láramos anteriormente, esas áreas no coinciden con vivencias co-
tidianas que identifican espacios barriales comunes como sucede con
algunas subáreas vecinales.

En el CGP del norte, donde de hecho ya habían realizado una prue-
ba piloto en el 2001 con el plan de mejoramiento barrial, la experien-
cia les indicó la conveniencia de dividir el territorio en seis subzonas.
El criterio utilizado para realizar esa división fue tomar en considera-
ción el uso del suelo, los espacios reconocidos por las instituciones
del barrio y las zonas de valor histórico, así como problemas comunes
que se habían detectado a través de la información proveniente de las
instancias de gestión vinculadas a la atención al público y al manteni-
miento barrial.

En el CGP del sur las Áreas barriales, que se determinaron para
desarrollar la operatoria del PP, mantuvieron la alta heterogeneidad de
la zona. Esta situación se debe, en parte, al hecho de que la división del
territorio se realizó desde las oficinas centrales del gobierno, con un
conocimiento menor de la zona respecto al caso anterior, pero también
por sostener que esa heterogeneidad evitaba la consolidación de espa-

97 Hacia mediados del siglo XX, en una subárea estaba localizado un asentamiento preca-
rio (villa) que fue erradicada durante la última dictadura militar.
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cios de marginación. Sin embargo, este último criterio no logró el
objetivo de integrar ese territorio, y aún en el caso de las subáreas que
compartieron parcialmente cierta historia, la posible identidad cultural
se vio afectada por la creciente polarización que generaron los cambios
de las últimas décadas.

Cabe destacar que en la zona sur los procesos de empobreci-
miento y marginación afectaron la calidad de vida de los vecinos e
introdujeron nuevas pautas socioculturales provenientes de las co-
rrientes de inmigrantes que se fueron estableciendo de manera pre-
caria en ese territorio. La tensa coexistencia de sectores medios y
marginados influyó en la interacción desarrollada por los vecinos
entre sí tanto en el interior de cada Área Barrial como entre un ba-
rrio y otro, incidiendo en los niveles de participación que requería
un proceso como el PP. De hecho, en la zona más cercana al Ria-
chuelo los habitantes de las villas no compartieron un espacio co-
mún de deliberación sobre el PP con el resto del CGP, a pesar de
mantener entre sí una fuerte interacción, como barrio. También en
el Área Barrial más céntrica de ese CGP se percibió una fuerte frag-
mentación social, que se expresaba en una tensa coexistencia entre
los habitantes de los edificios de propiedad horizontal y los de
casas tomadas e inquilinatos habitados en su mayor parte por in-
migrantes pobres.98

El CGP del norte, como ya lo señalamos anteriormente, fue donde
se realizó la prueba piloto del PP y esa experiencia respondió al interés
que desde ese territorio planteaban tanto las organizaciones de vecinos
como las autoridades locales, identificadas con las prácticas de de-
mocracia participativa que se venían desarrollando en algunos mu-
nicipios latinoamericanos. En el proceso preparatorio de esa expe-
riencia las autoridades del CGP desplegaron diversas modalidades
de sensibilización, a través de reuniones con diversos actores del
barrio. Con el mismo objetivo, organizaron un seminario en el que
participaron invitados especiales99, teniendo como expositor prin-

98 En general, los inmigrantes no participan de las reuniones del PP, resultado en parte de
una marginación autoimpuesta y también generada por discriminación de los vecinos
que, al igual que en el caso de las villas, son responsabilizados por los problemas de
inseguridad del barrio, tratándolos como “vecinos problema” más que como “vecinos
con problemas”. (Blanco y Subirats, 2007)
99 El conferencista Raúl Pont, fundador del Partido de los Trabajadores, ex Prefeito
(Intendente) de Porto Alegre e impulsor del presupuesto participativo en esa ciudad,
presentó la experiencia en julio de 2001.
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cipal al ex prefeito de Porto Alegre que habló sobre esa experiencia
fundacional.100 Se discutieron objetivos, alcances y límites de ese
tipo de acción pública en la ciudad de Buenos Aires y se destacó el
aporte del PP a la democratización de la relación entre ciudadanía y
gobierno, en el marco de la crisis de representación política que se
estaba viviendo.

La experiencia piloto del PP, que implementaron en julio del 2001,
anticipaba algunas de las demandas sociales que pocos meses después
expresó la ciudadanía en las jornadas del 19 y 20 de diciembre. Como
lo señala quien fuera entonces su Director General

“esta experiencia local nos marca que se implementó con mucha anticipación a
la crisis que marcó una bisagra histórica en nuestro país (…) queríamos demos-
trarle al Ejecutivo que el presupuesto participativo era no solo posible sino el
camino para superar los límites que se trazaban en el diagnóstico político.”
(Querido, 2005)

No obstante, a pesar del mayor desarrollo de organizaciones veci-
nales (tanto asociaciones civiles como asambleas de vecinos autocon-
vocados), que hubo en ese territorio en los últimos años, una vez
formalizado el PP como una acción pública desde el gobierno de la
ciudad, la participación vecinal fue menor a la esperada por las auto-
ridades locales, como lo expresó un funcionario de ese ámbito:

El PP no es lamentablemente una reunión que convoca multitudes. Para
esta reunión se llamaron a 600 vecinos, que son los que dejan sus números
cuando van al CGP, se enviaron 2000 mails y se repartieron volantes. Este
es un proceso de participación que debe ser apropiado por los vecinos
individuales, las organizaciones vecinales… (Coordinador del PP en un
CGP del norte de la Ciudad. Junio/ 2005.)

Si bien la política de la Secretaría de Infraestructura y Planeamiento
Urbano en 2004 –consistente en destinar un monto determinado de
su presupuesto para atender demandas del PP101– alentó a los partici-
pantes a concentrar sus demandas en cuestiones vinculadas al mante-
nimiento barrial102, también hubo organizaciones vecinales muy con-

100 El expositor Raúl Pont fue prefeito de Porto Alegre desde 1997 a 2001.
101 Esa Secretaría comenzó destinando un millón de pesos por CGP a tal propósito y al
año siguiente elevó la cifra a dos millones.
102 Ejemplos de ese tenor son: la colocación de “lomos de burro” para restringir la
velocidad de los automotores en las calles, la instalación de semáforos, colocación de rampas
para personas con necesidades especiales, la limpieza y mantenimientos de plazas, etc.).
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cernidas en incidir en la agenda de proyectos y acciones a “escala ciu-
dad”. Por ejemplo, en el CGP del sur un tema que suscitó fuerte interés
de los participantes en el debate desarrollado en las comisiones temá-
ticas –especialmente en la de infraestructura– fue el destino de los pre-
dios abandonados de la zona103. Sin embargo, nada pudieron resolver
al respecto a través del proceso del PP a pesar de haber sido una de-
manda con mucha resonancia entre los vecinos. Algunas asociaciones
de la zona atribuyeron la dificultad para resolver esos problemas a
la falta de planes comunes y de coordinación entre las distintas
dependencias oficiales del gobierno. Es decir que a pesar del es-
fuerzo descentralizador implicado en la práctica del PP, el mismo
tropieza con los límites que le impone una falta de adecuación de
las instituciones de gobierno para atender a las demandas que se
plantean desde los barrios.

La experiencia en el CGP del norte, parecería haber sido relativa-
mente más exitosa no sólo en lo referido al mantenimiento del barrio
(bacheo, pavimentación, alumbrado, etc.) sino también en la resolu-
ción de problemas que trascienden la escala barrial. La falta de infraes-
tructura urbana para prevenir las periódicas inundaciones fue una de
las cuestiones sobre las que se trabajo en el PP de esa zona, logrando el
entubamiento de arroyos, que en años anteriores habían causado se-
rios trastornos a los barrios de la zona.

Según la matriz de seguimiento del estado de situación de los pro-
yectos, realizado por el CGP del norte, fueron significativos los niveles
de resolución de aquellos problemas que aparecieron como priori-
tarios en los diversos ciclos del proceso. En el CGP del sur los
grados de resolución fueron menores, probablemente porque las
demandas planteadas iban en contra del “orden urbano”, al querer
destinar a usos sociales los predios abandonados para obtener
mejores condiciones de acceso a la ciudad, en particular para aque-
llos que tenían condiciones de habitación más precarias (villas, ca-
sas ocupadas, etc.).

103 En esos barrios del sur ya desde el siglo XIX se establecieron depósitos de almacena-
miento y posteriormente grandes y pequeñas fábricas alrededor de las cuales se instalaron
las viviendas obreras. Como consecuencia de diversas políticas públicas en las últimas
décadas del XX la mayoría de los predios fabriles y de los depósitos dejaron de funcionar
como tales y quedaron abandonados.
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El fin de un ciclo del PP

A partir de lo analizado, podríamos concluir diciendo a) que las
demandas resueltas tendieron a mejorar las zonas “buenas” de la ciu-
dad, reforzándose en ese sentido las desigualdades que caracterizaron
el desarrollo urbano de Buenos Aires ; b) que a pesar de la baja coordi-
nación existente a nivel de las dependencias oficiales, a mayor articula-
ción entre los actores territoriales (públicos y privados) del CGP, ma-
yores fueron las posibilidades de alcanzar cierto grado de resolución
de los proyectos y de aumentar la capacidad política y de gestión de
los vecinos en el planteo de sus demandas.

Si bien las experiencias de PP en la Ciudad de Buenos Aires
fueron muy heterogéneas afectando de diversas formas a los ba-
rrios, en todas ellas se registró un decrecimiento en las expectati-
vas, que inicialmente se generaron alrededor de este instrumento,
en términos de producir cambios importantes para la ciudad. Esto
es lo que podría explicar que, a pesar del incremento que muestran
las cifras oficiales en relación a la participación de los vecinos entre
el 2005 y el 2006, en la elección de las prioridades –de 4700 vo-
tantes se pasó a más de 8000– el proceso del PP fue siendo paula-
tinamente abandonado.

En el 2006, o sea en el período de debate para elegir las prioridades
del 2007, sólo se realizó una revisión de lo que quedó pendiente de
las versiones anteriores recogiéndolo en un listado que fue sometido a
votación de los vecinos (incluyendo también el voto electrónico) para
seleccionar los 5 proyectos más votados que deberían ser realizados al
año siguiente. Fue prácticamente lo último que se hizo en ese sentido,
ya que en el 2007 las Asambleas Barriales éstas fueron suspendidas
por la falta de participación vecinal, según señalaron algunos entrevis-
tados de los recientemente devenidos CGP comunales.104

Haciendo un balance de los logros alcanzados y las limitaciones
presentadas por la experiencia del PP en la Ciudad de Buenos Aires
se podría concluir que, por una parte, significó un aporte en térmi-
nos de impulsar a una mayor vinculación de sectores ciudadanos

104 Diversas cuestiones como la crisis por el incendio del local de espectáculo Cromagnon
con casi dos centenares de muertos, el juicio político al intendente que se desarrolló en la
Legislatura porteña y su reemplazo transitorio, así como el inicio de la campaña electoral
para elegir al nuevo gobierno de la ciudad fueron los temas que impregnaron los debates
en el espacio público.
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con algunos ámbitos del gobierno de la ciudad, particularmente en
algunos barrios en los que el logro se cristalizó en resultados con-
cretos (centros de salud, plazas). Por otra parte, este proceso evi-
denció también muchas debilidades que explicarían su estancamien-
to y disolución.

Entre los argumentos esgrimidos por algunos funcionarios de go-
bierno, vinculados en forma directa a ese proceso, las debilidades
obedecieron al hecho de que se careció de un encuadre político
claro que enmarcara esta experiencia territorial, como lo evidencia
la falta de reglamentación de la ley de PP. Por otro lado, de acuerdo
a las mismas fuentes, también la operatoria tuvo que enfrentar pro-
blemas tales como la falta de articulación entre las diversas depen-
dencias oficiales para dar respuesta a las demandas surgidas desde
las unidades territoriales. Ese déficit obedeció, en parte, a cierta
ineficiencia del aparato burocrático de gobierno y en parte a la falta
de acuerdo entre los funcionarios respecto al sentido de esta inno-
vadora modalidad de acción pública.

Por otra parte, muchas de las tensiones y desconfianzas que se ge-
neraron entre los vecinos y las autoridades de los CGP tuvieron su
origen en la falta de concreción de los proyectos que habían sido
seleccionados como prioritarios. Tampoco fueron menores otro tipo
de tensiones, en particular las que se generaron entre la participa-
ción directa de los vecinos que acudían a nivel individual a plantear
sus demandas y la participación de las Organizaciones Sociales que
actuaban como órganos representativos buscando hegemonizar ese
espacio.

Quizás una dificultad ardua de resolver en operatorias como las
que se organizaron en torno al PP, fue la de lograr identificar proble-
máticas comunes y construir consensos a través de la deliberación en
el marco de una fragmentación social como la que hoy caracteriza a la
Ciudad de Buenos Aires. Porque si bien hemos diferenciado en térmi-
nos generales zonas con mayores o menores dotaciones en térmi-
nos de infraestructura urbana, la fragmentación no sólo involucra
desigualdades en las condiciones de vida sino que en muchos ca-
sos la coexistencia de situaciones tan diferenciadas da lugar a pro-
cesos de estigmatización y exclusión social que impiden construir
una visión compartida en torno a los territorios para poder articu-
lar y agregar las demandas.
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Comentarios finales

El PP es una interesante innovación en términos de una nueva
modalidad de acción pública introducida en la gestión municipal de
Porto Alegre a fines de los ochenta, cuando asume el gobierno un
partido político que desde su origen había planteado la cuestión de la
participación como un factor fundante en su desarrollo.105 La modali-
dad del PP se vincula directamente con prácticas asociadas a unidades
territoriales desconcentradas de gobierno y lo que propone es ampliar
el espacio público de la deliberación y estimular la participación ciu-
dadana en la decisión y gestión de prioridades a ser ejecutadas con el
presupuesto municipal. Una política de estas características involucra
complejos procesos de construcción de consensos en los que la dis-
puta territorial se plantea no sólo entre las unidades menores (barrios)
y la mayor que es la de la ciudad que las abarca sino también al interior
de las primeras, es decir entre los barrios y dentro de cada uno de
ellos. La continuidad de este tipo de acción pública en el caso de la
ciudad de Porto Alegre responde en parte a que en ella confluyeron y
se articularon diversas lógicas como la político-partidaria, la de las
instituciones del estado y las de las organizaciones sociales. De ahí la
dificultad que enfrentaron los diversos intentos por replicar esta expe-
riencia en los diversos municipios y ciudades latinoamericanas. En
nuestro trabajo nos interesó analizar, particularmente, los logros y di-
ficultades que se presentaron en la implementación del PP en la Ciu-
dad de Buenos Aires.

En Porto Alegre los mecanismos puestos en juego por el PP se
orientaron a lograr una redistribución social del poder a favor de una
ciudadanía activa. ¿Fue posible replicar esos mecanismos en el caso
del proceso en la Ciudad de Buenos Aires? Si bien vimos que resulta
difícil comparar las experiencias pudimos ver que una primera cues-
tión que diferenció a ambas fue la del contexto de lanzamiento. La
experiencia pionera brasilera, con una definición ideológica de carácter
socializante, expresaba una clara orientación del gobierno local hacia
el fortalecimiento de la estructura asociativa existente a nivel territorial.
La confluencia virtuosa entre las lógicas de acción a nivel político par-

105 El Partido de los Trabajadores (PT), es expresión de un movimiento social que surge
del Sindicato de los Metalúrgicos de São Bernardo do Campo e Diadema en la región del
ABC paulista, formando a lo largo de los setenta en clara confrontación con el régimen
militar.
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tidario y administrativo-burocrático, por una parte así como el acom-
pañamiento activo de la sociedad civil local en el caso brasilero, con-
trasta con el clima de confrontación ciudadana con los representantes
y funcionarios estatales, que impregna el año 2002 en Argentina. Ese
clima de confrontación también se vivía en la Ciudad de Buenos Aires,
donde los funcionarios del gobierno seguían siendo los mismos que
pocos meses atrás habían sido parte del espectro político institucional
cuestionado.106

En el PP implementado en la Ciudad de Buenos Aires, a diferencia
del de Porto Alegre, hubo una suerte de inoperancia desde su origen
que en gran medida fue producto de racionalidades diferentes que no
lograron acoplarse o confluir. En efecto por un lado vimos el desplie-
gue de una lógica sustentada en la búsqueda de prácticas sociales y
políticas no institucionalizadas como las experiencias autonomistas
de las AVA con sus momentos de confluencia y también de confronta-
ción con las lógicas de algunos de los partidos políticos de izquierda.
Cabe destacar que en general, la ciudadanía mantuvo una desconfianza
básica con las instancias de representación político partidarias más tra-
dicionales así como con las político-administrativas del gobierno de la
ciudad. Por otro lado, hubo cierta interacción entre estas dos últimas
lógicas y vecinos o asociaciones locales de los barrios pero tendientes
a reproducir lógicas de acción tradicionales, donde el factor central
promotor de la participación siempre estuvo sostenido por la capaci-
dad de convocatoria del CGP.

Concluyendo podemos señalar que el lanzamiento del PP en la
Ciudad de Buenos Aires fue principalmente un movimiento reactivo
del gobierno, orientado a contener el descontento social que ame-
nazaba la gobernabilidad de la ciudad que no logró instalar una
práctica de gobernanza con eje en la acción local entendida como
una ampliación democratizadora de la participación ciudadana. No
obstante, a pesar de las limitaciones mencionadas consideramos
que el desarrollo de prácticas de deliberación y los esfuerzos por
construir consensos en torno a cuestiones comunes así como el
desarrollo de algunas acciones conjuntas entre actores territoriales
(vecinos y funcionarios de los CGP) no dejó de ser una interesante

106 La expresión “Que se vayan todos” coreada por los porteños en las jornadas de los
“cacerolazos” en diciembre del 2001 aludían justamente al cuestionamiento que hacía la
ciudadanía de sus representantes políticos.
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experiencia –a modo de laboratorio social– para profundizar la parti-
cipación ciudadana en la gestión de la ciudad.
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En 1925 se publicaba en Buenos Aires el Proyecto Orgánico para la
urbanización del Municipio, un plan urbanístico que incluía estudios
diagnósticos sobre la ciudad, propuestas legislativas para la regulación
y la expropiación junto con proyectos de intervención (Intendencia,
1925). El resultado, algo tosco, intentaba constituirse en un instru-
mento técnico político para la gestión urbana. La bibliografía interpre-
tó alternativamente ese Plan como un “plan libro” (denominación des-
pectiva que alude a un objeto de biblioteca, que carece de valor como
instrumento operativo), como el primer intento sistemático e integral
de un control público sobre las iniciativas privadas o como una más
de las manifestaciones mediante las cuales los poderes públicos acom-
pañaban la especulación inmobiliaria.

Una lectura más fina del contexto de gestación del documento mues-
tra que fue el resultado de una negociación para conciliar estrategias
múltiples. En las vísperas de los años veinte, tras la nueva idea del
“plan”, de cuño social y positivista, y en relación a políticas públicas
de intervención y control destinadas a guiar el desarrollo de la ciudad
y la sociedad, se dirimían puntos de vista muy diferentes. En ese ámbi-
to, ganaban protagonismo las ópticas de los profesionales –arquitec-
tos, ingenieros sanitarios, médicos y “cientistas” sociales– y sus aso-
ciaciones, que procuraban posicionarse en una administración estatal
que se organizaba y ganaba autonomía. En correlato, las demandas de
nuevos actores sociales se expresaban en un contexto de reformas po-
líticas, primero a nivel nacional y luego municipal. Los supuestos del
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municipalismo y del urbanismo, que construyeron la ciudad como un
objeto de estudio y acción, dan cuenta de algunas de las representacio-
nes sobre la transformación social y espacial de la ciudad moderna.

Este texto se propone presentar de ese panorama de perspectivas
disciplinarias, actores e instituciones a los efectos de iluminar los
cambios en los modos de pensar y de actuar en el marco de la
geografía social y política ampliada, que estuvo por detrás de la
elaboración del Plan.

¿Cómo se pensaban los temas urbanos? ¿quiénes se ocupaban de
la ciudad y desde qué perspectivas?, ¿cómo se articulaban los requeri-
mientos de los vecinos con las ofertas de los técnicos, los funcionarios
y los políticos? Muchos de esos interrogantes pueden ser analizados
desde la problemática acción pública-territorialidad.

Como se señala en la introducción de este libro, dichas nociones se
gestaron a fines del siglo XX, para dar cuenta de nuevas formas de
relaciones público-privado caracterizadas por la pérdida del rol prota-
gónico del estado en la formulación de las políticas públicas y en rela-
ción a las transformaciones del territorio en sí y a las sociedades que
los ocupan y le dan sentido. Ambas dan cuenta del entramado de es-
trategias que se dirime en la formulación y en la implementación de
políticas territoriales. Ahora bien, ¿es posible utilizar estos conceptos
en un análisis histórico sin caer en anacronismos?

Por un lado, la “territorialidad” como noción, se inscribe dentro
de f iguras interpretativas tales como la “hiperconexión-
fragmentación”,”territorialización-reterritorialización” propias de
procesos globalizados. No obstante, y tal como lo proponen auto-
res como Dematteis, la territorialidad es causa y resultado de la
interacción entre agentes y lugares –entre actores y espacios territo-
riales– que se constituyen mutuamente (Dematteis y Governa, 2001).
Esa acepción, remite a las articulaciones y conflictos entre las dife-
rentes concepciones de territorio –conocimiento de tipo adminis-
trativo, de tipo técnico, de tipo social– pues cambian las significa-
ciones que le otorgan los actores. Desde esa perspectiva, la territo-
rialidad puede ser considerada una construcción social –en los tér-
minos “constructivistas” que propone Bourdin (1994)– en la medida
que el territorio es construido y, al mismo tiempo, construye actores e
identidades sociales. Precisamente, es esa doble dimensión de objeto
socio geográfico y de herramienta conceptual que permite indagar acerca
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de lo que está en juego, la que le otorga potencialidades como instru-
mento para el análisis histórico.

De modo similar, y por otro lado, se puede razonar en torno de la
“acción pública”, pues al igual que “territorialidad” se gestó al calor de
transformaciones de nueva generación. La noción designa un tipo par-
ticular de entramado de actores que se presenta además como un modo
de actuación deseable, en la medida que es ponderado como una mo-
dalidad de articulación propia de procesos democráticos pues con-
templa una multiplicidad de intereses en juego. No obstante, si se
rescata la argumentación de Marc Hufty para quién esos entramados de
actores se presentan como “categorías de hechos sociales que refieren a
procesos colectivos, formales o informales que determinan en una
sociedad dada las modalidades según las cuales se toman las decisio-
nes y se elaboran las normas en la esfera de los asuntos públicos”,
podría tratarse de un concepto generalizable en toda sociedad –sea
local, nacional o internacional– y a toda época (Hufty, 2007). Precisa-
mente en ese sentido, es posible pensar la “acción pública” como “ana-
lizador” y como “hecho social” si se acepta que cada sociedad en cada
tiempo elabora sus propios modelos de acción pública según un modo
particular de interacción entre agentes en vistas a resolver sus conflictos.

Si bien en términos estrictos, no es posible proyectar sobre el pasa-
do nociones recientes, en la medida que “territorialidad” y “acción pú-
blica” son construcciones sociales, la ecuación puede ser utilizada como
instrumento para el análisis histórico desde su capacidad de iluminar
sistemas de valores, modos de actuación y marcos institucionales en
relación a lo que estuvo en juego en cada tiempo y cada lugar. En ese
marco problemático, el contexto de elaboración del Proyecto Orgáni-
co de 1925 se presenta como una experiencia histórica particularmen-
te interesante a los efectos de iluminar las modalidades según las cua-
les actores heterogéneos, estatales y no estatales, interactuaron en la
formulación e implementación de políticas urbanas. El análisis de ese
ciclo reformista pone de manifiesto que no basta con oponer el Estado
y la sociedad, lo público y lo privado, o con enfatizar alternativamente
el territorio como escenario o como dimensión en juego, pues la clave
reside en aprehender las múltiples articulaciones que se dirimen en el
establecimiento de los consensos y los disensos.

El objetivo de este texto es, en síntesis, examinar la ecuación acción
pública-territorialidad en el escenario institucional de los años veinte
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en Buenos Aires, para dar cuenta de la interacción entre los actores del
proceso urbano y sus estrategias, en un momento clave en que la so-
ciedad y el Estado se construyeron mutuamente.

A los efectos de plantear estas cuestiones, el texto se organiza en
tres partes. En un primer punto, se presenta el contexto de elaboración
del plan de 1925 bajo el prisma de la bibliografía. Luego, en un se-
gundo ítem, se examina el clima de esos años, cuando los nuevos
sectores urbanos y sociales ocupaban sus lugares dentro de un tablero
político reformado. En un tercer apartado, se analizan algunos de los
hilos de la trama íntima de la administración en cuanto a las modalida-
des según las cuales los profesionales de las diversas disciplinas se
fueron instalando en las agencias estatales desde donde intentaron ra-
cionalizar la política, formulando acciones sobre el conjunto de la ciu-
dad y la sociedad.

El clima de los años veinte y el Plan de 1925

Al asumir como intendente de Buenos Aires, en 1922, Carlos Noel
convocaba a funcionarios y representantes institucionales –del Minis-
terio de Obras Públicas de la Nación, de la Universidad, de la Sociedad
Central de Arquitectos, de la Comisión Nacional de Bellas Artes, etc.–
para conformar una Comisión de Estética Edilicia, cuya misión era la
de elaborar estudios y proyectos capaces de “fijar rumbos meditados y
definitivos” para la transformación de Buenos Aires. El documento se
organizó en veintidós capítulos, que remiten a cuatro partes -introduc-
ción, estudios diagnósticos, proyectos y conclusiones con sus anexos.
Entre otros objetivos, se presentaba como un programa sistemático
para facilitar la aprobación legislativa de proyectos y obras, y al mismo
tiempo difundir el programa edilicio a los efectos de lograr un am-
biente favorable para su realización” (Intendencia, 1925:8). Un pro-
yecto de ley y una carta destinada al ministro del interior, firmada por
el Intendente Municipal y sus secretarios, ocupaban las primeras pági-
nas del informe, presentando los fundamentos de un estudio que apun-
taba a “fijar un programa moderno y razonado” a los efectos de llevar a
cabo un sistema de reformas que requerían de la aprobación de una
legislación específica. Sin embargo, la iniciativa no era totalmente no-
vedosa pues socialistas y demócrata progresistas también discutían
iniciativas similares en la plaza pública, en los tempranos años de la
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década del veinte, cuando las nuevas ideas del urbanismo entraban en
conjunción con un nuevo escenario sociopolítico que le daba las con-
diciones de posibilidad.

El contexto de los años veinte en Argentina, difiere contextual y
conceptualmente del “clima del centenario” que Halperín Donghi cali-
ficara como “ilusión del futuro”. Pues, aunque esa ilusión propia del
centenario tuvo algunos puntos en común con esa golden age de los
años veinte –caracterizada por el aumento de las exportaciones, de
la inmigración y de las inversiones extranjeras– que se abrió luego
de las penurias posteriores a la primera gran guerra, el ámbito era
muy diferente, tal como lo señalara Richard Walter (1994). A la
sombra de la primera guerra mundial –en el plano internacional– y
del nacimiento de la “República verdadera” –si adoptamos nueva-
mente la denominación de Halperín para referirse al ciclo de los
gobiernos que resultan del sufragio universal, el país y su capital –
que pasaba de 1.576.814 habitantes a 2.287.000 en 1930–, su-
frían grandes transformaciones. En Buenos Aires se recomponían
los temas problema de una ciudad con espacios físicos, políticos y
sociales ampliados.

La historiografía trató el período que va desde 1916 a 1930, desde
perspectivas divergentes. En realidad, muchos investigadores comen-
zaron a interrogarse sobre la naturaleza de los años veinte y treinta
hacia 1983, cuando la democracia se restauraba en Argentina, clausu-
rando un sangriento ciclo de gobiernos militares, buscando –y encon-
trando allí– los nidos de la democracia pero también de un asociacio-
nismo capaz de explicar la emergencia del peronismo. Las historias
“desde abajo” ponderaron el rol de la sociedad civil y sus modos de
acción. Desde la historia política, algunos estudios vieron la conti-
nuidad de un régimen oligárquico, encontrando en el gobierno de
Alvear (1922-1926) intereses y estrategias similares a las del An-
cien Régime en tanto para otros autores se trató de rupturas refor-
mistas que se manifiestan en una nueva generación de políticas
públicas en el marco de un ciclo de participación ampliada. (Ansal-
di y otros, 1993; Ansaldi, 2000, Falcón, 2000). En las diferentes
interpretaciones, las continuidades y rupturas históricas configu-
ran tramas que cambian según se coloque el foco en los movimien-
tos sociales, en los grupos dominantes o en el seno de un estado
que fue sumando capacidades y competencias.
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En forma simétrica se dirimen las visiones de las investigaciones
sobre la ciudad. En primer lugar, la bibliografía reciente logró diferen-
ciar los años veinte, dentro del gran ciclo de la metropolización (1880-
1930) que hasta hace poco diluía las particularidades de la década. La
“modernidad periférica” de Beatriz Sarlo (1988) iluminó los mecanis-
mos según los cuales las representaciones de lo nuevo se fueron an-
clando aún en imágenes anteriores, al mismo tiempo que se instalaba
el impulso de ruptura de las vanguardias. Desde la arquitectura, Lier-
nur (2001) adoptó un itinerario similar para dar cuenta de la “ciudad
de los nuevos vecinos”, de esas ciudades que se expandían sobre las
periferias, cuando los espacios públicos, las casas baratas y el arte nue-
vo fueron piezas de los programas públicos. En esa orientación, Rigo-
tti también caracterizó ese ciclo en que “la ciudad y la vivienda fueron
gradualmente incorporadas como una esfera de intervención pública
en procura de una regulación rudimentaria de los mercados, las activi-
dades económicas y las relaciones sociales” (Rigotti, 2000: 285) Bus-
cando un denominador común, tal vez la caracterización más fértil sea
la de “ciclo reformista”, pues en el marco de una reforma política que
fue también reforma urbana, se fue construyeron nuevas ideas sobre
los alcances de la ciudad, la administración y la sociedad urbana. A
propósito de la emergencia de las nuevas representaciones urbanas de
esos años, no sólo hubo condiciones contextuales sino que estuvie-
ron por primera vez disponibles los instrumentos técnicos y concep-
tuales que permiten la formulación de nuevas preguntas y generan la nece-
sidad de nuevas respuestas, como ya fuera señalado por Gorelik (1998).

En ese ámbito, se inscribe la elaboración del Plan de la Comisión
de Estética Edilicia, que incluye dentro de su programa propuestas
para los nuevos barrios y una amplia gama de estudios y propuestas
sobre vialidad, tránsito, higiene, y servicios municipales. En términos
generales, el planteo trataba de articular la “ciudad vieja” con la “nueva”
–donde se construían los nuevos barrios– en un intento homogenei-
zador para un conjunto urbano que se expandía más allá de las fronte-
ras jurídico administrativas de la Capital.

Nuevos barrios, municipalismo y urbanismo

Los intentos por controlar el crecimiento urbano no eran nuevos.
Hacia 1890, los “nuevos barrios” incluidos dentro de las amplias fron-
teras jurídico administrativas se iban construyendo como un proble-
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ma de gestión para los organismos públicos y sus funcionarios. En
esos barrios suburbanos, sinónimo de clases laboriosas –y peligro-
sas– los vecinos motorizaban reclamos frente a las autoridades. Pero
en los albores del siglo, esos barrios estaban aún en formación y las
voces vecinales más escuchadas eran en realidad las de los propietarios
de tierras que impulsaban la intervención pública con el objetivo de
valorizar sus propiedades. En contraste, en la década del veinte los
habitantes de esas precarias –y no tan precarias– casas en terrenos ale-
jados, sin infraestructuras ni servicios, intervenían como agentes acti-
vos mientras sus reivindicaciones resonaban en las esferas políticas y
decisionales.

Como mostraron Leandro Gutiérrez y Luis Alberto Romero (1995)
–sobre las huellas de los estudios seminales de José Luis Romero y de
James Scobie– hacia la segunda década del siglo XX los vecinos de los
barrios mediante nuevas prácticas asociativas, formulaban sus deman-
das y se fueron organizando. A lo largo de ese proceso, se fueron
constituyendo como actores de la ciudad. En ese pasaje de “vecinos a
ciudadanos” –retomando los términos propuestos por Luciano de Pri-
vitello (2003)– se dieron modalidades de organización y acción de
naturaleza sumamente heterogénea. En algunos casos, las asociaciones
que se iban organizando en los barrios, asumieron un verdadero rol
de mediación entre el estado y la sociedad, sustituyendo a los partidos
políticos y organizando “desde abajo” las demandas y las estrategias de
legitimación de esos nuevos grupos sociales. Sin embargo, en otros
casos fueron cooptadas o directamente impulsadas por los partidos
políticos, que las incorporaron como un instrumento para construir
las bases territoriales de su poder.

En particular, los grandes partidos nacionales encontraron en esos
sitios un radio de operaciones, superando el influjo de los partidos
vecinalistas y /o representativos de intereses sectoriales que en Buenos
Aires no lograron obtener un verdadero protagonismo. En efecto, los
autores que examinaron las asociaciones de fomento vecinal, otorga-
ron alternativamente la primacía a la “sociedad” o al “estado”, viéndo-
las como tributarias de movilizaciones “desde abajo” o “desde arriba”.
Sea cual fuera su tenor y sus características, esas sociedades de fomen-
to –legitimadas como tales en el Registro Municipal desde 1919– se
fueron incorporando como piezas de la política local en los años pos-
teriores a la reforma electoral de Buenos Aires de 1918 (Bravo, 1917;
Walter, 1977) que, aunque incompleta, aseguró una representatividad
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social más amplia. En efecto, la reforma del régimen municipal, a la
vez política y espacial no logró instaurar la elección directa para el
Intendente de la Capital Federal –que continuó siendo elegido por el
Ejecutivo Nacional– pero logró sumar nuevos actores sociales y polí-
ticos. Como corolario, nuevos temas tomaban presencia en el recinto
del concejo deliberante municipal reformado.

Por detrás de las múltiples iniciativas para el acondicionamiento de
los “barrios suburbanos”, se pueden identificar las premisas del muni-
cipalismo –y de un “urbanismo” que se definía como tal en esos años–
que en sus diversas versiones coincidía en la necesidad de implemen-
tar una distribución equitativa de servicios e infraestructuras. Los de-
bates sobre las tarifas de transporte, las concesiones y las licitaciones
de obras públicas; las iniciativas de creación de nuevos espacios pú-
blicos, viviendas, los equipamientos de salud, educación y recreación,
abastecimiento y mercados públicos, tenían en filigrana los conteni-
dos de los programas municipalistas, que en sus vertientes socialistas,
moderadas y cooperativistas según definiera la bibliografía (Dogliani,
1987; Orduña Rebollo, 1995) adjudicaban, aún con sus diferencias,
un rol relevante al gobierno local.

El “municipalismo” socialista de fines del siglo XIX impulsaba pro-
gramas de servicios públicos de gestión local, oponiéndose a las con-
cesiones privadas de servicios básicos como los transportes públicos
y las redes de agua. Paulatinamente, después de la primera guerra –y a
instancia de la corriente gesdista– se fueron sumando tópicos como la
higiene social, la vivienda, el control del abastecimiento. Estas reivin-
dicaciones estuvieron presentes en las plataformas de un socialismo
porteño que reclamaba higiene, vivienda, empresas públicas de servi-
cios y gestión local. Entre sus ítems se registraba el reconocimiento de
los derechos de los trabajadores municipales, la eliminación de im-
puestos para la construcción de viviendas, la municipalización –y el
control de precios de productos de primera necesidad– de los merca-
dos y el abastecimiento. Asimismo, se reclamaban servicios de salud,
la eliminación de subsidios municipales a entidades religiosas, el im-
pulso a actividades deportivas y de recreación al aire libre, la construc-
ción de baños públicos en los barrios, pero también la restricción a la
venta de bebidas alcohólicas. En esa orientación se insistía sobre la
necesidad de un control público de las empresas de infraestructuras y
servicios, y la creación de nuevas compañías de propiedad municipal
cuyos beneficios pudieran reinvertirse dentro de la administración.
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Aunque difería en las consideraciones en torno del rol del Estado,
el “municipalismo moderado” era impulsado por conservadores     extre-
mos     y sobre todo por los conservadores programáticos –caso para-
digmático del reformismo demócrata progresista– que también brega-
ba por asegurar servicios colectivos urbanos, a los efectos de evitar el
abuso de las tarifas y los desequilibrios que dejaban sectores urbanos
y sociales sin infraestructura. Desde esas cuestiones, y aunque en las
coaliciones priman objetivos políticos más que programáticos, se com-
prenden las alianzas de oposición que unían al socialismo y la demo-
cracia progresista contra los gobiernos radicales. En esos años, la mu-
nicipalización de los servicios en Italia, en Alemania pero también en
Estados Unidos de Norte América, se veían como medio de asegurar la
calidad y amplitud de la intervención pública, pero también como un
recurso para aumentar los presupuestos municipales. Esas cuestiones
fueron objeto de estudio de tesis y artículos especializados del grupo
más activo de los reformadores.

Finalmente, el “municipalismo cooperativo”, muy ligado a las co-
rrientes de la Economía social, enunciado como tal en el Congreso de
la Cooperación y de la Mutualidad, fue incorporado sobre todo en la
esfera de los debates en torno de la habitación. Fue un ítem clave en
los programas de los socialistas pero también un argumento de los
grupos conservadores que se oponían al avance del estado interventor.
(Posada, 1912; Ogando, 1915) En Buenos Aires, las propuestas de
gestión comunitaria tuvieron menos éxito en la esfera del desarrollo de
los servicios o más globalmente la promoción del desarrollo urbano,
que en esos años estaba a cargo del Estado.

El temario de la Comisión de “Municipalismo y Estadística” dentro
del Congreso de la Habitación ponía de manifiesto que en torno
del término se jugaba una constelación de temas muy poco preci-
sos. Se presentan ideas referidas al control público sobre una ciu-
dad ampliada desfigurada por la extensión, sobre la pérdida de “equi-
librio” que suscita el crecimiento desordenado, sobre la presencia
de lo local en la gestión de la ciudad, aunque en el caso de la Capi-
tal Federal este fue siempre un tema conflictivo por su articulación
con las esferas de poder nacional. En última instancia, por detrás
de esas difusas ideas municipalistas, se planteaba la necesidad y la
urgencia de integrar social y espacialmente la ciudad. En ese marco,
los nuevos barrios de la expansión urbana fueron vistos como un
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lugar prioritario para la acción pública en los términos del campo del
“urbanismo” que se intentaba instalar.

Esos temas, a nivel internacional, fueron debatidos por un hetero-
géneo grupo de profesionales, hombres públicos y reformadores o,
como en Estados Unidos de América, por los clubes de empresarios
que impulsaban los planes de urbanismo. Las historias del urbanismo
de nueva generación, analizaron el marco en el cual, en los años diez,
los Congresos de Londres y Nueva York condensaban los debates en-
tre la garden city y la city beautiful en el marco de los inicios de la
construcción del campo del urbanismo que otorgaba derecho de ciu-
dadanía a un conjunto de ideas y prácticas sobre la ciudad. En esa
progresiva consideración del conjunto de la ciudad, se fue desplazan-
do el foco hacia una idea integral de la ciudad como territorio de con-
trol e intervención, fundado en lógicas de transformación social. Las
experiencias decimonónicas sistematizadas en manuales y doctrinas
daban cuenta aún de una imagen de dos dimensiones y de cuño inge-
nieril. En los años 20 y en un nuevo punto de inflexión significativo,
se iba construyendo una representación que incorpora el multimen-
sional ideario reformista, donde los aportes de la ciencia positiva me-
diante el diagnóstico y la figura del técnico especialista marcaban la
diferencia. La ilusión de la neutralidad de la técnica para racionalizar la
política se presentaba como un camino promisorio.

En efecto, muchos de esos puntos de inflexión, han sido precisa-
dos por la bibliografía especializada. Uno de los tantos eventos regis-
trados fue la sanción de la Ley Cornudet en 1919 en Francia, que
obligaba al trazado de planes reguladores para las ciudades de más de
10.000 habitantes. Esa legislación, cuyo cumplimiento fue más que
accidentado, consagraba la puesta en marcha de políticas públicas
modernas, en lo que hace a la “previsión” y a la “extensión”, pero tam-
bién en la legitimación del rol de los procedimientos técnicos como
instrumento para la toma de decisiones (Gaudin, 1985). Otros autores
encuentran pistas de esa inflexión en el Congreso Internacional de
Londres de 1920, cuando la ciudad jardín que hasta ese momento se
presentaba como un modelo urbano alternativo, abandonaba su carác-
ter de pieza de una red urbana más amplia para instituirse como un
dispositivo morfológico capaz de resolver los trazados de los subur-
bios de la expansión metropolitana. Ese pasaje que se opera desde una
idea comunitaria centrada en unidades de escala reducida hasta la con-
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sideración del espacio metropolitano en su conjunto, fue ponderado
como un momento de quiebre del pensamiento decimonónico. (Ma-
gri y Topalov, 1987) Ambas interpretaciones, aunque una pone el én-
fasis en lo político y la otra en los alcances del ideario reformista,
coinciden en ubicar los fenómenos en el marco del profundo cambio
de representaciones propias del clima de la primera posguerra. Para la
“fijación” de estas representaciones, la reconstrucción fue un momento
productivo frente a las urgencias por reconstruir las ciudades devasta-
das en los años de 1914-1918. Esos temas tratados por los manuales
que fundamentaban y sistematizaban los procesos de elaboración de
los planes de embellecimiento y extensión. La producción urbanísti-
cas de esos años es enorme y fue un dilatado terreno de acción para
arquitectos y técnicos que trazaban planes o resolvían barrios de vi-
viendas en los nuevos suburbios.

En ese marco, fue central la imagen del “plan”, cuyo rol fue el de
resolver la triple expansión metropolitana. En primer lugar, hacia
afuera, en ese impulso que trasciende la figura de las fronteras clá-
sicas, cuando el suburbio se gesta como problema. En segundo
lugar, hacia adentro, en ese impulso por integrar una heterogénea
sociedad urbana. En tercer lugar hacia el futuro, donde se imponen
los alcances de un proyecto que incorpora el largo plazo como in-
sumo. Esa triple figura, condensa esta nueva representación de los
problemas de la ciudad y de las soluciones que para ellos se iban
gestando.

En Argentina, como lo mostró inicialmente Oscar Bragos, también
se fueron trazando consensos entre grupos de distinta naturaleza –
políticos, técnicos, ediles, asociaciones de vecinos y propietarios– que
coincidían en visualizar el plan como una solución para resolver los
problemas sociales, físicos y morales de la ciudad. Precisamente las
propuestas del Plan de la Comisión de Estética Edilicia de 1925 inten-
tan responder a estas premisas, con los instrumentos disponibles en
esos años. Cabe señalar que por primera vez se alude a la necesidad de
considerar un área metropolitana extendida que trascienda las fronte-
ras capitalinas. Más allá de sus resultados, del éxito o el fracaso de
estas políticas el espíritu de la reforma estuvo impreso en sus líneas.
Pero esas ideas no solo fueron tributarias de la experiencia internacio-
nal, de las demandas de los nuevos grupos o de los programas políti-
cos sino, y sobre todo, fueron configuradas por especialistas.
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Profesiones, asociaciones y organismos

Desde mediados del siglo XIX los profesionales se iban instalando
en una administración estatal que se organizaba. Entrado el siglo XX, a
ese primer elenco de figuras como los higienistas, los ingenieros, lue-
go los arquitectos, se fueron sumando las voces de los “cientistas” y
“médicos sociales”, de los “ingenieros sanitarios”, que fueron constru-
yendo representaciones de la ciudad desde sus propios espacios. El
juego de la “oferta” –de las distintas disciplinas y de sus nuevos sabe-
res– y la “demanda” estatal se dirimía en un clima diferente al del ciclo
anterior de formación del Estado.

En el marco de una organización estatal ya estructurada, se fueron
sumando nuevos organismos públicos que en conjunto fueron ga-
nando una cierta autonomía en relación en relación con el crecimiento
cualitativo y cuantitativo de una universidad que después de la refor-
ma de 1918 se fue abriendo a los nuevos sectores. No se trató del
aumento de empleados públicos que se registra durante los prime-
ros gobiernos radicales, sino de un proceso más complejo, el de la
constitución de una burocracia estatal y de una serie de asociacio-
nes civiles –de mediación entre estado y sociedad– pero que se
desempeñaban también como grupos de presión y de opinión. Los
problemas urbanos estaban en el centro de sus ópticas en tanto las
ideas de la reforma social se iban abriendo camino de un lado y
otro del Atlántico.

En trabajos anteriores, razonando desde “la demanda”, tratamos de
mostrar los desplazamientos que se fueron dando, en función de los
tópicos urbanos hegemónicos. Las epidemias –en particular la viru-
lenta fiebre amarilla de 1871– y las condiciones higiénico-sanitarias
de una ciudad que crecía, fueron “oportunidades” para el despliegue
de los higienistas. A partir de 1870, las grandes obras sobre el territo-
rio sumadas a las intervenciones sobre el espacio urbano, otorgaron
un rol protagónico a los ingenieros, quienes compartieron áreas de
actuación con los agrimensores, que durante el siglo XIX estuvieron a
cargo del acondicionamiento del territorio. Con posterioridad a 1890,
la ingeniería sanitaria y la medicina social fueron ramas de confluencia
de la higiene y la ingeniería, impulsadas por la magnitud que fueron
tomando las obras de infraestructura en un desarrollo vinculado con
la nueva óptica sobre la “cuestión social”. También data de esos años la
relevancia de los arquitectos –sumados a los artistas y publicistas en
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general–, quienes fueron incorporando los temas de la ciudad a su
agenda incitados, en un clima “modernista”, por la magnitud que to-
maron los proyectos de los edificios del Estado nacional, la construc-
ción privada y las ideas del arte urbano. Estos terrenos disciplinarios –
aunque tuvieron protagonismos alternativos no sin controversias– so-
laparon sus competencias en el tratamiento de los problemas urbanos.
Complementariamente, se puede visualizar la existencia de una “ofer-
ta” progresiva por parte de los especialistas dentro de los procesos de
reorganización de la Universidad y en la creación de espacios de re-
flexión y debate, donde, al tiempo que construían los problemas so-
bre los cuales operar, los nuevos grupos profesionales presionaron
para institucionalizar sus saberes e incumbencias. Esta “oferta” se refie-
re, en otros términos, a las etapas de los procesos tradicionales de
“institucionalización” de una disciplina: presencia en el orden de la
enseñanza oficial, aparición de un tipo de publicaciones con difusión
y autoridad, espacio en el seno de instituciones intelectuales reconoci-
das, recepción de un apoyo oficial de los poderes públicos (Montigny,
1992) o mas ampliamente a la construcción de campos de saber como
lo proponen las reflexiones más recientes (Claude, 2005). La organi-
zación de las oficinas de la administración pública tanto a nivel nacio-
nal como municipal, que ellos contribuyeron a constituir, les otorga-
ba, a su vez, una nueva legitimidad.

Es ilustrativo volver sobre las características del movimiento higie-
nista, para comprender las lógicas que presiden las acciones de los
reformadores. Los objetivos de esos higienistas decimonónicos apun-
taban a consolidarse como “guardianes de la salud del pueblo”. “No-
sotros tenemos que entender por salud del pueblo todo lo que se
refiere a su bienestar y esto comprende todo lo que contribuye a su
salud física y moral (..) instrucción, moralidad, buena alimentación,
buen aire, precauciones sanitarias, asistencia pública, beneficencia pú-
blica, trabajo y hasta diversiones gratuitas; en fin, atención a todo lo
que pueda constituir una exigencia de parte de cada uno y de todos los
moradores de una comarca o de una ciudad” (Wilde, 1878:9). Desde
esa amplísima función social que se adjudicaban en consonancia con
un programa de modernización del Estado apoyado en un desarrollo
científico que ellos mismos contribuyeron a promover, desplazaban a
los filántropos y comisiones de beneficencia. Las epidemias mostra-
ban que, ya no se trataba de trataba de operar en los focos de enferme-
dad de los pobres, la epidemia afectaba a todos, por lo tanto la ciudad
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en su conjunto se visualizaba como una caja de resonancias de conflic-
tos a solucionar por especialistas. Esta interdependencia de ricos y
pobres contribuyó a construir una nueva mirada sobre las relaciones
sociales y entre lo público y privado. A partir de 1890, se transita de
las “causas directas” y los debates sobre los orígenes al análisis de las
“causas indirectas” de la enfermedad. Verónica Paiva (1992) interpretó
ese deslizamiento, centrándose en la inflexión que las teorías pasteu-
rianas y el impacto del evolucionismo suscitaron en el ideario científi-
co-higienista. Así, del peligro de las miasmas –cuya cura se resolvía
mediante la purificación del aire, del agua y del suelo– se pasaba al
conocimiento de las teorías microbianas que obligaban a implementar
otras medidas de saneamiento. Este fue el momento en que la necesi-
dad de formar instituciones de supervisión y educativas se sumó a los
proyectos científicos de las ciencias sociales y, en lo que hace a la esfera
de las intervenciones, al tendido de redes de infraestructura y la crea-
ción de barrios obreros.

En ese terreno, Suzanna Magri puntualizó la inflexión en la consi-
deraciones del ambiente físico y social a partir de las transformaciones
de las miradas sobre el otro, dentro del cambio en los paradigmas
científicos. En la secuencia de Magri, la “economía social” de Le Play
inició el largo camino que signó las modalidades “científicas” en el
tratamiento de la cuestión social. “De lo individual a lo colectivo” es la
hipótesis que sustenta su interpretación, centrada en la emergencia de
nuevas “representaciones” que llevaran hacia el fin del siglo a la emer-
gencia de los modelos de ciudad desde el horizonte de sentido de la
cité en tanto “comunidad” reencontrada (Magri, 1989). La transforma-
ción del ambiente urbano en su conjunto sería la culminación de dos
momentos anteriores: la secuencia “cuerpo a cuerpo” –propia sobre
todo de los métodos de fines del siglo XVII– y el “aislamiento”. Esa
causalidad ha sido interpretada en clave foucaultiana en términos de
una estrategia de disciplinamiento cuyo objetivo era contrarrestar el
peligro de los “movimientos sociales” y reglar los hábitos de los gru-
pos populares, pero la cuestión adquiere una dimensión menos res-
trictiva cuando se contemplan también los cambios de óptica en un
contexto de transformaciones de la ciudad y la sociedad. Si el peligro
de las epidemias y el hábitat insalubre fue considerado el origen de los
males sociales ¿cuál, se preguntó, era la causa de esas formas de habi-
tar? Este interrogante presidió los discursos de fin del siglo. El “am-
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biente urbano” –y con él las alternativas del espacio material– pasaron
a ser en sí mismos el problema. La “racionalidad de la ciencia”, por la
mediación de los profesionales, impulsaba una función activa del esta-
do a los efectos de lograr re-equilibrios sociales, imponiéndose a la
sociedad por medio de leyes y reglamentaciones genéricas y homoge-
neizadoras. La respuesta a la pregunta se traducía en una operatoria de
transformaciones del “ambiente”, bajo la égida de los principios cien-
tíficos, cuyo fin último sería mejorar las condiciones de vida, y su
efecto contrarrestar el embate de los movimientos sociales que se orga-
nizaban en Buenos Aires a partir de la última década del siglo.

Las imágenes estructuradoras del higienismo, que estuvieron en
los cimientos del urbanismo moderno fueron: la asociación “ciudad
enferma-pobres-problemas sociales”, el “método científico”, la habita-
ción higiénica y el suburbio industrioso, a las que se sumaron la figu-
ra del funcionario experto retomada más tarde en la metáfora del “mé-
dico de la aglomeración”. Como lo desarrolla Rosanvallon (1992),
desde el higienismo se planteaba “un formidable vector de transforma-
ción de las relaciones entre el estado y la Sociedad” a partir de una
nueva figura donde funcionario y experto se superponen. Idénticos
interrogantes estuvieron presentes en el ideario de la constelación de
reformadores sociales –liberales según Zimmerman (1995) o conser-
vadores según Suriano ( 2000)– cuyo grupo fue constituyéndose en
Buenos Aires con posterioridad a la crisis del noventa. A diferencia de
países como Estados Unidos, Francia o Inglaterra, las instituciones
reformadoras locales –protagonizadas por juristas y médicos socia-
les– se centraron hasta bien entrado el siglo en los tópicos de condi-
ciones de vida y trabajo, higiene, seguridad social y vivienda obrera,
soslayaron algunos temas, como la consideración de la ciudad en su
conjunto, que recién se incorporó a la agenda local en la década del
veinte (Novick, 1998).

Casi la única institución que tuvo un rol en ese rubro, fue el Museo
Social Argentino, fundado a imagen y semejanza del organismo ho-
mónimo francés. Pero si la sección de Higiene urbana y rural fue uno
de los motores del urbanismo francés –un espacio compartido por
arquitectos, juristas y reformadores sociales que veían los problemas
urbanos como un objeto insoslayable para la reflexión y la acción so-
cial– en la sede local su consideración estuvo presidida por temporali-
dades diferentes. En los documentos fundacionales del Museo Social
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Argentino, la ciudad es considerada como un escenario de conflictos y
de problemas a resolver: “los servicios municipales, la organización
del trabajo y su reglamentación, la vivienda obrera, la higiene social,
los espacios libres, la enseñanza en general, la instrucción industrial,
la práctica del sindicalismo y de la cooperación en sus formas más
variadas, los trusts e infinidad de otros problemas, constituyen pro-
blemas urbanos más o menos esenciales que requieren de estudios
serios y de aproximaciones reflexivas y prácticas” (Amadeo., 1910:15).
No obstante, en su acción institucional, las cuestiones urbanas estu-
vieron lejos de ser el centro de las acciones. Recién con posterioridad
a 1920, en ocasión del Congreso de la Habitación, la ciudad se incor-
pora a su agenda. De todos modos, lo que se vislumbra es la construc-
ción paulatina de una confianza ilimitada en la figura del científico por
sobre la del político. Ese ideario apoyado en “el estudio reflexivo y
científico de los problemas sociales” fue clave en ese rumbo.

Desde mediados del siglo XIX, las estadísticas y los censos se pre-
sentaban como una suerte de paradigma de la aplicación de métodos
científicos, visualizados además como medio para conocer la sociedad
en que se actuaba. Esta confianza en los procedimientos cuantitativos,
instrumentales para otras disciplinas como la Higiene Pública, eran
una pieza clave para un clima en que la “ciencia” y sus métodos se
presentaban como un reaseguro para la racionalidad de la política. Con
anterioridad a los primeros gobiernos de libre sufragio, se crearon
otros dos entes clave: el Departamento Nacional del Trabajo (DNT) –
fundado en 1907 y reglamentado en 1912– y la Comisión de Casas
Baratas (1915). La estructura organizativa de todos ellos fue tributaria
de experiencias internacionales, pero fueron adquiriendo rasgos pro-
pios. En la medida que su organización y sus alcances fueron tratados
in-extenso en otros estudios, interesa solamente indicar su carácter de
sede de las acciones reformadoras y su consideración de los temas de
la ciudad. El DNT se centraba en el estudio y la regulación de las con-
diciones de trabajo industrial, pero paulatinamente, mediante encues-
tas y estadísticas sobre alquileres y costos de la vida urbana, fue avan-
zando en temas urbanos de la mano de la “cuestión de la vivienda”. Ese
“instituto de investigaciones y estadísticas que debía reunir, coordinar
y publicar todas las informaciones relativas a las condiciones de traba-
jo”, instalado en el seno del Estado, tenía un objetivo similar a otras
asociaciones civiles promovidas por los reformers (Auza, 1988). En
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efecto, al igual que el Social Argentino que se veía a sí mismo como un
ente autónomo del poder político, el DNT dentro del estado se propo-
nía también centralizar las informaciones y documentos. El denomi-
nador común de estos proyectos suponía que los diagnósticos cientí-
ficos de los problemas sociales eran un reaseguro para la racionalidad
de las decisiones políticas, evitando los peligros del conflicto social.)
Como se leía en 1914 en el Boletín del Museo Social Argentino, “qui-
zás fuera más eficaz la labor legislativa si se la confiara a sociólogos en
lugar de políticos, si fueran hechas las leyes por cuerpos científicos en
vez de cuerpos electivos”. Aunque en el clima del sufragio universal, el
articulista agregaba que era necesario recordar que los hombres de ciencia
podrían decretar mejores leyes pero carecían de autoridad para impo-
nerlas al pueblo. Los estudios de estas instituciones reformadoras,
aunque la vivienda suscitaba la mayor parte de las preocupaciones hasta
los años 20, fueron incorporando las alternativas de un medio urbano
enfermo y que enferma a los individuos, donde la diversidad cultural
de la inmigración, los vicios y las afecciones eran factores de desorden
social. En ese contexto argumental, además de cuestiones de habita-
ción, fueron tomando sitio las políticas para asegurar espacios libres
para el ocio, los equipamientos para el deporte y la recreación contro-
lada; los medios de transporte e infraestructuras que aseguren la habi-
tabilidad suburbana.

Tras los incipientes proyectos y realizaciones en los primeros años
del siglo, la formación de una Comisión de Casas Baratas (1915), los
debates del Congreso de la Mutualidad (1918), la Cooperación (1919)
y de la Habitación (1920), organizados por el Museo Social Argenti-
no, fueron espacios que auspiciaron debates y acciones. De algún modo,
las conclusiones del Congreso de la Habitación de 1920, celebrado en
una etapa afectada profundamente por el malestar de la semana trágica,
cuando los problemas de abastecimiento y la carestía de alquileres
impactaban sobre el Buenos Aires de la primera posguerra, fueron más
que ilustrativas. Los debates de cada una de las comisiones de trabajo
(Acción Social, Legislación, Economía, Municipalismo y Estadística,
Construcción) muestran estas nuevas miradas urbanas. En realidad, se
trata de temas que ya estaban instalados, pero se fueron sistematizando
en términos y propuestas establecidos sobre amplios consensos. Por
ejemplo, se atribuye a los estados y municipalidades el rol de tutela en
lo que se refiere a la creación de cooperativas, de modificación de re-
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glamentaciones urbanísticas, de formulación de políticas impositivas,
llegando a recomendar la expropiación de terrenos si eso fuera necesa-
rio para la construcción de espacios públicos y barrios obreros. Junto
con soluciones habitacionales, se sugieren proyectos para los espacios
verdes, los problemas de vialidad y circulación. En síntesis, la urgente
necesidad de “trazar científicamente las ciudades, sobre la base de crite-
rios provisionales modernos” adquiere derecho de ciudadanía.

Las acciones puestas en marcha desde diversos organismos públi-
cos no fueron ajenas a ese clima de “urbanismo” y “municipalismo”.
Desde otra perspectiva, la ciudad –como pieza de un territorio más
amplio– fue ámbito de intervención de los ingenieros del Ministerio
de Obras Públicas (MOP, creado en 1898) y de los sanitaristas de la
empresa de Obras Sanitarias de la Nación (OSN, creada 1912), que
iban conformando una burocracia a nivel nacional, que asumía una
cierta autonomía. Pues, si bien cambiaban ministros y directores gene-
rales siguiendo la dinámica de los elencos políticos, las políticas de
promoción interna aseguran una importante estabilidad de los cua-
dros técnicos. En ese punto los funcionarios pasan a incorporarse como
actores destacados del debate urbanístico.

Es ilustrativo examinar la “Reseña Histórica sobre las reparticiones
nacionales de arquitectura”, que Carlos Geneau escribía en 1919. Pues,
además de ser un importante insumo para la elaboración del Capítulo
de la “evolución histórica” del PCEE, esa suerte de anodina transcrip-
ción de las competencias de cada uno de los entes estatales que, desde
el ciclo rivadaviano, actuaron sobre la edilicia, se inscribía en el doble
debate de esos años. Indirectamente, y por un lado, bregaba por la
legitimidad de las incumbencias de los arquitectos, pero por el otro, y
en el marco que ofrecía una historia de sesgo institucional, marcaba la
importancia de su “desempeño público” como funcionarios. Es decir
valoraba la función pública y sus posibilidades de acción en empren-
dimientos de gran escala. De este modo es posible observar que los
intentos por consagrar campos disciplinares vino de la mano de la
consolidación de sus roles como funcionarios del estado, aun en el
caso de una profesión liberal como la de los arquitectos.

El Ministerio de Obras Públicas de la Nación, fue sitio de ingenie-
ros y desde sus incumbencias en edilicia pública fue sumando un im-
portante cuerpo de arquitectos. Aunque los edificios y equipamientos
nacionales fueron una importante esfera de su acción, las comunica-
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ciones, la articulación de la ciudad con el territorio y toda la red cami-
nera entraron como temas prioritarios dentro de su esfera de compe-
tencias. Desde allí se diseñaba la red de los caminos carreteros nacio-
nales, se gestaban los proyectos para eliminar los pasos a nivel dentro
del territorio capitalino, mientras se dirimían cuestiones técnicas y pro-
yectuales vinculadas a la obra pública. Muchos de estos temas, se in-
corporaban a los planteos del Plan de la Comisión de Estética Edilicia
convocada en 1923 para trazar el “proyecto orgánico”.

Por su parte, Obras Sanitarias de la Nación, creada en 1912, fue el
sitio de referencia para los ingenieros sanitarios, allí se organizó el
campo de la especialidad en redes de infraestructura (Silvestri, 2004).
Como afirmara en los años treinta Besio Moreno, Obras Sanitarias de
la Nación fue “la primera escuela de Ingeniería sanitaria del país”. La
Sociedad de Higiene Pública e Ingeniería Sanitaria se creó en 1908
agrupando un amplio espectro de ingenieros e higienistas que actua-
ban en comisiones de saneamiento –en particular ingenieros y médi-
cos– y cuyo objetivo era el tratamiento de cuestiones específicas, pero
la creación de OSN en 1912 fue clave. Un año después, en 1913 se
creó la “Oficina de Ingeniería Sanitaria del Departamento Nacional de
Higiene”, y en 1914 se oficializó por primera vez la carrera, como
título de postgrado en la Universidad de la Plata. Recién en 1937 la
especialidad encontró su sitio dentro de la Universidad de Buenos Ai-
res. De todos modos, es importante señalar que, a diferencia del sesgo
social que tuvo en otros países, en Argentina prevaleció un perfil es-
trictamente técnico en una división de tareas con los médicos sociales.
Desde la asunción del gobierno radical en 1916, el organismo trabajó
en planes de control de inundaciones, de provisión de agua y des-
agües pluviales. Más ampliamente la empresa se adjudicó un sustanti-
vo rol en la planificación nacional, al punto que a mediados de los
años treinta se imaginaba a sí misma como la cabeza de un amplio
programa de planificación nacional centralizado.

En esos años posteriores a la primera guerra, cada repartición na-
cional diseñaba sus propios planes y programas y también a nivel del
municipio se trataba de instituir una organización racional de las inter-
venciones en consonancia con una profunda reforma administrativa.
Dos años después del inicio de la gestión radical, en 1918, el Director
de Obras Públicas Ingeniero Ortúzar, proponía un amplio plan de obras
y un cambio de organigrama, creando la oficina de “Estudios y proyec-
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tos”, cuyo objetivo era la coordinación de un vasto plan de reformas.
“El interés particular, las ambiciones personales del legislador o del
funcionario que encuentran fácil cabida en las más brillantes iniciati-
vas sobre obras públicas llegan con frecuencia a esterilizar la labor
administrativa en acciones dispersas”. A los efectos de paliar ese “des-
orden” se planteaba “la necesidad de la unidad de un plan lógico y
racional de obras bien desarrollado, que permita conocer las verdade-
ras necesidades a que la obra pública debe satisfacer, juzgar la urgencia
de su ejecución y estimar de antemano su costo y los recursos que se
deben emplear”. Para llevarla a cabo y a “fin de no recargar el erario” se
procuró reagrupar el personal existente, aprovechando “todos aque-
llos empleados que reúnan aptitudes suficientes, reduciendo así un
mínimo de puestos nuevos que sería necesario proveer”. Esta selec-
ción de funcionarios tendría a su cargo un programa de intervenciones
que se trataba de financiar mediante medidas impositivas. Pese a ese
intenso clima de proyectos –que no soslayó la esfera de las inversio-
nes estructurales como ferrocarriles, puerto, infraestructura, vivienda,
etc. que caracterizó el ciclo 1916-1922, las obras fueron más que limi-
tadas hasta comenzada la década del veinte.

¿Cómo se operó el pasaje entre las agendas de especialistas y las
políticas públicas?, ¿cómo se articularon los objetivos y estrategias de
los especialistas, los funcionarios y los habitantes? En esos años, más
allá del disenso entre acepciones, entre las diferentes concepciones del
territorio y de la sociedad, se tejieron coincidencias en relación a la
necesidad de contar con un instrumento técnico político, que debía
“dar forma” a los ítems del presupuesto y que debía constituirse en
una herramienta de control y en una guía para la formulación de polí-
ticas. Entre consensos y disensos, es ilustrativo revisar los alcances
que los diferentes actores le atribuyen al plan. Podría hablarse en tér-
minos de de “plan de los vecinos”, “plan de los ediles”, de “plan del
ejecutivo”.

En primer lugar, los habitantes elevaban sus demandas, que como
vimos resonaban en el legislativo municipal y en los espacios políti-
cos que intentaban construir sus bases territoriales. Esas demandas
sociales eran “traducidas” luego en un formato de plan técnico por los
especialistas, que era a su vez reformulado dentro de la esfera política.
En efecto, para los ediles el plan se presentaba como un instrumento
capaz de poner en coherencia un programa de obras, perdiéndose así
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los atributos del “plan moderno” ponderados por los especialistas ta-
les como la necesidad de llevar a cabo estudios diagnósticos, de dise-
ñar proyectos y las metodologías de gestión. Para la oposición el plan
era visualizado como un instrumento de control, mediante el cual el
legislativo podía controlar la acción del ejecutivo. En contraste, para el
intendente el plan era un resorte al servicio del ejecutivo que le permi-
tía jerarquizar y publicitar los programas y proyectos. En ese marco,
más allá de sus errores y aciertos, por detrás del Plan de 1925, estuvo
presente esa multiplicidad de actores y de ópticas que se instalaban en
el nuevo –y efímero– mapa del ciclo reformista, cuando los partidos
políticos intentaban conformarse como espacios de mediación entre el
Estado y la sociedad, y trataban de lograr que la adjudicación de recur-
sos y el diseño de las políticas públicas sea el resultado de un debate
en el espacio público. Finalmente, por detrás de las diferencias, en
esos años se tejían coincidencias en torno de una idea de futuro donde
la integración podría alcanzar sus condiciones de posibilidad.

Notas de cierre

En la introducción se plantearon dos cuestiones: una referida al
contexto institucional, los actores y sus estrategias, que influyeron en
la formulación del plan de 1925, otra referida a la validez teórico-
metodológica de recurrir a la ecuación territorialidad-acción pública
para examinar tales cuestiones históricas.

Respecto de la primera, examinamos el escenario de los años vein-
te, cuando desde distintas esferas de actuación, aún en las disidencias
en cuanto a los medios más apropiados para lograrlo, se trazaron co-
incidencias en cuanto a la conveniencia de recurrir al plan y a la inter-
vención pública, habilitadas por las nuevas formas de pensar la socie-
dad y el espacio urbano. En esos años, los nuevos grupos sociales que
se constituían conjuntamente con los barrios periféricos, hacían escu-
char sus demandas “territoriales” en el escenario político de la reforma.
Las acciones para conseguir equipamientos, servicios municipales y
mejores condiciones de habitar posibilitaron la paulatina constitución
de los vecinos como nuevos actores urbanos. Esos registros eran re-
formulados en los debates entre representantes de los partidos políti-
cos que actuaban dentro de los espacios legislativos donde las deman-
das tomaban estado público y se inscribían en las agendas políticas.
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En ese ámbito, las cuestiones referidas al territorio de la ciudad, a la
localización del equipamientos, a la extensión de las redes de servicios
y a la vivienda, eran ítems destacados. Las transformaciones de las
políticas públicas y de la administración urbana fueron sumando pro-
gresivamente, en la búsqueda de soluciones integrales, los aportes de
un elenco ampliado de especialistas y funcionarios que, en el marco de
nuevos campos de saberes y prácticas, construía la ciudad como un
objeto privilegiado de estudio y acción. En ese proceso, la respuesta a
las nuevas demandas, o al menos su problematización, se efectuaba
mediante nuevas nociones, conceptos y metodologías, que intentaban
poder influir sobre la toma de decisiones, racionalizándola mediante
los aportes de la “ciencia”. Como recurso, se apelaba a una densa malla
de doctrinas y experiencias internacionales que iba transformando las
miradas sobre la ciudad a partir de figuras como el plan global, instru-
mento que intentaba redefinir los problemas de la urbanización. Ese
“nuevo mapa”, a la vez territorial y social, mostraba los alcances del
proyecto reformista y de la puesta en marcha de políticas públicas
modernas, caracterizadas por el control y la intervención pública. Di-
cho de otro modo, los años veinte fueron un período en el que se
constituyeron nuevos actores urbanos, técnicos, sociales y políticos
en relación a las alternativas de la construcción material de la ciudad, en el
marco de una idea de futuro capaz de integrar la ciudad y la sociedad.

Esas cuestiones nos remiten a la segunda pregunta, de carácter con-
ceptual, que pone en evidencia la posibilidad de iluminar un momen-
to histórico pasado mediante las nociones de acción pública y territo-
rialidad. Como se planteó, la ecuación signa la necesidad de conside-
rar la multiplicidad de actores, estrategias e interacciones en relación
con la especificidad de un territorio que los construye y que es a su vez
construido por ellos. Las modalidades de pensar y operar en el territo-
rio, así como el rol de ese territorio en la construcción de identidades
sociales y urbanas estuvieron en el centro de los debates y conflictos
del período. En efecto, la elaboración del Plan de la Comisión de Esté-
tica Edilicia no fue una “oferta técnica aislada”, no fue una iniciativa
“desde arriba” ni la respuesta directa a las demandas sociales sino el
resultado de un entramado complejo de relaciones actores en proceso
de co-constitución.

Finalmente, cabe tomar nota de algunos de los tópicos que se abren
al proyectar” nociones nuevas sobre escenarios pasados.
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Por un lado, desde una dimensión teórico metodológica, recurrir a
la noción “acción pública-territorialidad”, muestra la necesidad de es-
tablecer mediaciones entre las interpretaciones polares –que oponen la
“planificación tradicional” y la de “nueva generación” o el ciclo del
“estado de bienestar” al del “neoliberalismo”– así como de aquellas
miradas “normativas” o “prescriptivas”, que ven la acción pública como
una solución y no como un problema. De algún modo, pone de mani-
fiesto la necesidad de analizar los caminos zigzagueantes a lo largo de
los cuales intervienen múltiples actores y culturas a diferentes niveles,
en los procesos de toma de decisiones.

En esa orientación, y por otro lado, cabe señalar la sustantiva dife-
rencia contextual que se dirime entre los dilemas y los artefactos cog-
nitivos que se empleaban en los años veinte y en el período reciente,
cuando se gestaron las nociones que se trabajaron. En las primeras
décadas del siglo pasado, el horizonte de sentido de los planes y los
programas de intervención pública fue la integración. Aunque los dife-
rentes actores no coincidían sobre los medios la posibilidad de un
futuro promisorio era compartida. A fines del siglo XX, cuando se
proponen las nociones de “acción pública” y “territorialidad”, el signi-
ficado que se les atribuye es muy distinto. Aunque no se dejan de
desplegar esfuerzos en esa orientación, las certezas se perdieron…
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